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1 APERTURA DE LA SESIÓN

–
En la ciudad de Santa Fe, a los veintidós días del mes de noviembre de 2001, siendo las 15 y 30, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que se continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.

–
Siendo las 18 y 22 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con quórum legal, declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a los señores diputados Josefa Villalba y Eduardo Zogbi a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Así se hace. (Aplausos)

2 Versión Taquigráfica

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 14 de noviembre de 2001.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

3 asuntos entrados
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 30, con su destino correspondiente.

–
Se lee:

3.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El señor Presidente Comunal de Lanteri remite copia de la Resolución 03/2001 (por la que solicita al Gobernador de la Provincia el pago en una única vez y en forma inmediata del total de las acreencias a favor de esta comuna). (Nº 5103/01)

–
Al Archivo.

Asunto Nº 2 – El Director General de Despacho y Servicio Interministerial Ministerio de Hacienda y Finanzas remite fotocopia autenticada del Decreto 2633/01 (por el que se modifica el Presupuesto – Jurisdicción 35 – Ministerio de Hacienda y Finanzas – Subjurisdicción 09 – Proyecto Protección contra las Inundaciones P.P.I.). (Nº 5104/01)

–
A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

Asunto Nº 3 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Reconquista remite nota donde expresa su adhesión al proyecto de ley –Expte. Nº 8998, BRA– de rebaja en las tarifas del servicio eléctrico. (Nº 5105/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 4 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Totoras remite copia de la minuta de declaración 60/01 (por la que se declara el día 29 de junio como “Día de los Valores Humanos”, en concordancia con el día que falleció el Dr. René Favaloro. (Nº 5107/01)

–
Al Archivo.

Asunto Nº 5 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Rufino remite declaración 062/01 donde se adhiere al proyecto de ley – Expte. Nº 8998 – BRA, sobre rebaja en las tarifas del servicio eléctrico. (Nº 5108/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 6 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

Expte. Nº 8950 – PDP: Informe con relación a la Subsecretaría de Transporte, si ha contratado una empresa de transporte sita en calle San Nicolás 930, de Rosario, y si ésta es depósito o sucursal de “Transporte El Porvenir Santafesino TEPS S.R.L. “ de esta ciudad. (Nº 5109/01)

Expte. Nº 8895 – D.B.: Declaración de interés turístico del corredor geográfico que perteneciera a “La Forestal” y su zona de influencia, denominado “Camino con Historia”. (Nº 5110/01)

Expte. Nº 7840 – PJ: Subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela 25 “Dr. Luis María Drago” de esta ciudad. (Nº 5111/01)

Expte. Nº 8577 – FPS: Informes con relación a la inclusión en los diseños jurisdiccionales de las EGB de las disposiciones de la Ley 10947, de Educación Sexual. (Nº 5112/01)

Expte. Nº 8643 – D.B.: Subsidio a la Subcomisión Pro–Restauración del Teatro Verdi, sito en Cañada de Gómez. (Nº 5113/01)

Expte. Nº 8462 – BRA: Implementación en los establecimientos dependientes del Ministerio de Educación, de un Programa de Autoprotección Individual y Colectiva, conforme lo dispuesto en la Ley de Defensa Civil Nº 8094. (Nº 5114/01)

Expte. Nº 7721 – PJ: Informes sobre aspectos relacionados con la implementación de los 8vo. y 9no. años en los 3 ciclos completos de las EGB (Nº 5115/01)

Expte. Nº 8356 – PJ: Curso favorable para el Expte. Nº 00414–0011087 que solicita la separación de la Escuela de Enseñanza Media 1213 – Anexo Matilde, que depende actualmente de la Escuela de Enseñanza Media 213 de San Carlos Centro. (Nº 5116/01)

Expte. Nº 8476 – FPS: Curso favorable para el Expte. Nº 00412–001470 que solicita la ampliación de la estructura edilicia de la Escuela 452 “General Las Heras”, de Reconquista. (Nº 5117/01)

Expte. Nº 8918 – UCR: Informes sobre aspectos relacionados al Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo S.A. (en liquidación), en lo atinente a la operación con Moliendas Caseros S.R.L. de Casilda. (Nº 5118/01)

Expte. Nº 8843 – D.B.: Repavimentación de la Ruta Provincial 94, tramo Ruta Nacional 33–Chapuy y la Ruta Provincial 90, tramo Chapuy–Ruta Nacional 8. (Nº 5119/01)

Expte. Nº 7879 – PJ: Donación de computadoras, mesas y sillas para el “Convento San Francisco Solano” de Rosario tendientes a equipar la “Escuela de Educación No Formal en Informática”. (Nº 5120/01)

Expte. Nº 8899 – PDP: Informes sobre verificación de las flotas de vehículos de las empresas América Transporte Automotores S.R.L. y 9 de Julio S.R.L.. (Nº 5121/01)

Expte. Nº 7552 – BRA: y adj. Nº 8576 – UCR: Informes sobre funcionamiento de los órganos previstos en la Ley 10.554 – Promoción y Fiscalización del Deporte. (Nº 5122/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 7 – El señor Presidente del Concejo Municipal de San Carlos Centro remite copia de la Declaración 023/01 donde se adhiere al proyecto de ley – Expte. Nº 8998 – BRA, sobre rebaja en las tarifas del servicio eléctrico. (Nº 5126/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 8 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Malabrigo remite copia de la Resolución 063/01, por medio de la cual adhiere al proyecto de ley – Expte. Nº 8998, BRA– sobre rebaja en las tarifas del servicio eléctrico. (Nº 5127/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 9 – El señor Intendente de la Municipalidad de Calchaquí solicita una compensación por nuestras acreencias, que nos permitan salir de esta situación económica angustiante, ya que la Provincia solucionó sus acreencias con la Nación. (Nº 5128/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 10 – La Cámara de Senadores de la Provincia remite Expte. Nº 785 – Nota Particular por la que se agradece el aporte recibido por la Cámara de Senadores a la Asociación Cañadense de Ayuda al Diabético – Acadi. (Nº 5131/01)

–
Al Archivo.

Asunto Nº 11 – La Cámara de Senadores de la Provincia remite Expte. Nº 787 – Nota Particular, donde docentes reemplazantes de escuelas de la Provincia solicitan titularización de docentes interinos. (Nº 5132/01)

–
A la Comisión de Educación.

3.2 Dictámenes de Comisión

Asunto Nº 12 – Dictámenes de las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2416, por el cual se aprueba el Acta Complementaria celebrada entre el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia (artículo 16 de la Ley Nacional 25053 – Fondo Nacional de Incentivo Docente). (Expte. Nº 9022 – P.E.R.)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley, Mensaje Nº 2432 por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a permutar un inmueble de su propiedad por otro de propiedad de la comuna de San Guillermo, departamento San Cristóbal, para ser destinado a la Escuela Primaria 852 de esa localidad. (Expte. Nº 8979 – P.E.)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Zogbi y Tate, por el cual se reemplaza el inciso a) del artículo 4º de la Ley 8478 (Promoción Industrial). (Expte. Nº 8555 – BRA)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, por el cual se autoriza a la comuna de Labordeboy, departamento General López, a donar dos fracciones de terreno al Centro de Jubilados y Pensionados. (Expte. Nº 8977 – Senado)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 16 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley del señor diputado Giardino, por el cual se dona a la comuna de Luis Palacios, departamento San Lorenzo, una fracción de terreno ubicada en su distrito, destinada a la construcción de una planta de reciclaje de residuos domiciliarios. (Expte. Nº 9083 – PJ)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 17 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley, Mensaje Nº 2447, por el cual se ratifica el Convenio de Cesión de Uso, suscripto en fecha 16/09/99 entre el Ministerio de Educación de la Provincia y la Municipalidad de Frontera (Cesión de Uso del Polideportivo Municipal para el funcionamiento de un centro de educación física).(Expte. Nº 9084 – P.E.)

–
Al Orden del Día–

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2425, por el cual se aprueba la Carta Acuerdo suscripta entre la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, los gobiernos provinciales de Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba y San Luis y cámaras representativas de la Industria Frigorífica. (Plan de Competitividad de la Industria Cárnica Argentina). (Expte. Nº 8975 – P.E.R.)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley del señor diputado Álvarez, R., por el cual ratifica la zona contributiva establecida para el Consorcio Caminero Nº 11, Ruta Provincial 6 y 10–88, determinada por la Dirección Provincial de Vialidad y los municipios y comunas, según Acta de fecha 29–10–86.(Expte. Nº 8573 – PJ)

–
Al Orden del Día.

SR. ÁLVAREZ, Ricardo XE "PJÁLVAREZ, Ricardo" .– Pido la palabra.


Solicito que este dictamen sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

Asunto Nº 20 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley del señor diputado Álvarez, J., por el cual se autoriza a la EPE a donar una fracción de terreno a la Congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de las instalaciones de la Escuela Particular Incorporada Nº 1114 “Nuestra Señora el Rosario”, de Arequito, departamento Caseros.(Expte. Nº 8375 – UCR)

–
Al Orden del Día

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Tal como fue acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito que este dictamen sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

Asunto Nº 21 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2431, por el cual se aprueba la addenda de fecha 15/03/01 entre el Banco de la Nación Argentina y la Provincia (acceso a créditos de la entidad bancaria para compra de bienes de capital de origen nacional). (Expte. Nº 9121 – P.E.R.)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 22 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Favario y Bullrich, por el cual se solicita se arbitren a la brevedad las medidas necesarias para que el Boletín Oficial sea distribuido en la ciudad de Rosario, el día posterior a su impresión. (Expte. Nº 9068 – PDP)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de la señora diputada Villalba y del señor diputado Basaldella, por el cual se solicita se disponga la creación de un destacamento de la Comisaría de la Seccional 17 de Rosario, en el barrio Fisherton.(Expte. Nº 9093 – UCR)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 24 – Dictamen de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en la nota oficial por la cual el señor Subsecretario de Justicia y Culto remite copia del Mensaje Nº 2443 y Decreto Nº 2701, cuyos originales fueron ingresados en la H. Cámara de Senadores (Nº 5003/01)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 25 – Dictámenes de las comisiones de Vivienda y Urbanismo y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Pezz, por el cual se solicita se informe si se ha dado cumplimiento a la Ley 10311, que autoriza la adjudicación plena de inmuebles en Tacuarendí, departamento General Obligado, a quienes resultaron adjudicados por compraventa. (Expte. Nº 8982 – UCR)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 26 – Dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de la señora diputada Cavigiuri, por el cual se solicita se considere elaborar un programa de protección y acompañamiento solidario de ancianos institucionalizados. (Expte. Nº 8963 – PJ)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 27 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Giorgetti, por el cual se solicita se promocione como imagen de marca santafesina a los puertos de la Provincia de Santa Fe, identificándolos como Puertos de la Integración entre Bloques Económicos–Regionales de la Comunidad Andina, el Mercosur y la Unión Europea. (Expte. Nº 9117 – PJ)

–
Al Orden del Día

Asunto Nº 28 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, expidiéndose en el proyecto de comunicación del señor diputado Cecchi, por el cual se solicitan informes con relación a los porcentajes de aumento aplicados sobre la tarifa inicial de los servicios prestados por Aguas Provinciales de Santa Fe S.A., y respecto de los montos de facturación y recaudación de ésta en los años 1999 y 2000. (Expte. Nº 8798 – FPS)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 29 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi y Di Pollina, por el cual se solicita se informe si es cierto que como resultado de la primera renegociación del contrato con Aguas Provinciales de Santa Fe S.A., implementada en el Decreto 726/97 – Acta Nº 6, se le compensó al concesionario una suma de dinero por el adelantamiento de la construcción de la boca de abastecimiento del Acueducto del Sur, de Avenida Circunvalación y Godoy de Rosario. (Expte. Nº 8940 – FPS)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 30 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados D’Ambrosio, Zogbi y Samardich, por el cual se solicita se incluya en el Plan de Obras Provinciales para el año 2002 la construcción de un gasoducto que una Luis Palacios, departamento San Lorenzo, con Centeno, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 9081 – BRA)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 31 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Basaldella, por el cual se solicita se informe cuál es el motivo por el cual la Provincia hace cinco meses que no paga a los médicos residentes del Hospital Eva Perón de Granadero Baigorria y del Hospital Centenario de Rosario, el plus salarial comprendido por sus tareas asistenciales. (Expte. Nº 9069 – UCR)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 32 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Baudín, Di Pollina y Cecchi, por el cual se solicita se incluyan en el Presupuesto de Gastos y Cálculos de Recursos Año 2002 las partidas correspondientes para las ampliaciones edilicias solicitadas en los Exptes. 00412–0001469 y 00412–0001443 de la Escuela Media 267, de Florencia, y su Anexo de Campo Hardy, departamento General Obligado. (Expte. Nº 9064 – FPS)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 33 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de la señora diputada Tate, por el cual se solicitan a través de los organismos pertinentes informes sobre aspectos vinculados a un accidente de tránsito en el que resultó involucrado un automóvil de propiedad de la Provincia.(Expte. Nº 9130 – BRA)

· Al Orden del Día.

Asunto Nº 34 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en la nota oficial por la cual el señor Presidente del Concejo Municipal de Reconquista remite copia de la Resolución Nº 1556/01 (en la que solicita se adopten medidas, a fin de que en la ciudad de Reconquista se proceda a estructurar los actos eleccionarios por secciones electorales o geográficas) (Nº 5073/01).

3.3 Proyectos de los señores diputados

3.3.1 Impuesto de Patente Única sobre Vehículos (cobro a deudores)

Asunto Nº 35 – Proyecto de ley del señor diputado Paganini, por el cual se faculta a las municipalidades y comunas a celebrar acuerdos con el agente financiero de la Provincia, para que el mismo realice las gestiones de cobro de las deudas firmes de contribuyentes del Impuesto de Patente Única sobre Vehículos. (Expte. Nº 9155 – PJ)

–
A las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.2 Patrimonio Cultural de la Provincia (régimen jurídico)

Asunto Nº 36 – Proyecto de ley de la señora diputada Tate por el cual se regula el régimen jurídico de los bienes, actividades y demás manifestaciones que integran el Patrimonio Cultural de la Provincia. (Expte. Nº 9169 – BRA).

–
A las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.3 Patrimonio Cultural de la Provincia (registro y preservación)

Asunto Nº 37 – Proyecto de ley de la señora diputada González por el cual se establecen las acciones tendientes al registro, protección, restauración, preservación y custodia del patrimonio cultural tangible e intangible de la Provincia, su promoción y difusión. (Expte. Nº 9178 – PJ).

–
A las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.4 Reglamento de la Cámara de Diputados (incorporación de artículos)

Asunto Nº 38 – Proyecto de resolución de los señores diputados Samardich y Tate, por el cual se incorporan los artículos 47 A, 47 B y 65 A, al Reglamento de la Cámara de Diputados. (Expte. Nº 9159 – BRA)

–
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.5 Libros para alumnos de EGB

Asunto Nº 39 – Proyecto de declaración de las señoras diputadas Gutiérrez y Schachner, por el cual esta Cámara considera de su interés los libros “Cómo es la Provincia de Santa Fe” y “Bandera y Escudo de la Provincia de Santa Fe”, del autor José F. Romero (seudónimo), nombre real José Antonio Funes, dirigidos a alumnos que están cursando el primer ciclo de la EGB (Expte. Nº 9170 – PJ).

–
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito que este proyecto se reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

3.3.6 Aranceles adicionales a mieles de origen argentino

Asunto Nº 40 – Proyecto de declaración del señor diputado Grbavac por el cual esta Cámara expresa su preocupación y malestar respecto de la aplicación por parte del Gobierno de los Estados Unidos de América de aranceles adicionales a la introducción de mieles de origen argentino. (Expte. Nº 9171 – PJ).

–
A las comisiones de Industria y Comercio y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.7 Hospital Samco de Arrufó (creación de cargos)

Asunto Nº 41 – Proyecto de comunicación del señor diputado Demaría por el cual se solicita la creación de dos cargos, uno de chofer y otro de mucama para el Hospital Samco de Arrufó, departamento San Cristóbal. (Expte. Nº 9151 – PJ)

–
A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.8 Escuela de Enseñanza Media 245 de Arrufó (creación de cargos)

Asunto Nº 42 – Proyecto de comunicación del señor diputado Demaría por el cual se solicita la creación de cargos de cocinera, de limpieza y de celador, para el albergue de la Escuela de Enseñanza Media 245 de Arrufó, departamento San Cristóbal. (Expte. Nº 9152 – PJ)

–
A las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.9 Escuela de Educación Técnica 402 de Venado Tuerto (subsidio)

Asunto Nº 43 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Guido de Nirich por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Escuela de Educación Técnica 402 de Venado Tuerto, departamento General López, destinado a la terminación de su la laboratorio de Ciencias Naturales. (Expte. Nº 9153 – UCR)

–
A las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.10 Samco de Totoras (informes sobre cesantía de personal)

Asunto Nº 44 – Proyecto de comunicación de los señores diputados D’Ambrosio, Zogbi, Samardich y Tate por el cual se solicita se informe si el Interventor del Samco de Totoras, departamento Iriondo, tiene instrucciones expresas de cesantear al personal dependiente del mismo. (Expte. Nº 9154 – BRA)

–
A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Tal como fue acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la solicitud de tratamiento preferencial formulada por el diputado D’Ambrosio.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

3.3.11 Programa Redes Solidarias

Asunto Nº 45 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Villalba por el cual se solicita se informe en qué consiste el Programa Redes Solidarias. (Expte. Nº 9156 – UCR)

–
A la Comisión de Educación.

3.3.12 Ente de Regulación y Control de la Electricidad

Asunto Nº 46 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Di Pollina y Baudín, por el cual se solicita se informe si es cierto que para la preselección de tres profesionales especialistas a integrar cargos del Ente de Regulación y Control de la Electricidad (ERCE), se contrató a la consultora Deloitte & Touche. (Expte. Nº 9158 – FPS)

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.13 Inmuebles de Ferrocarriles Argentinos en la Provincia

Asunto Nº 47 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Schachner y Grbavac por el cual se solicita se gestione ante el P.E.N. un informe pormenorizado respecto del estado de situación de los inmuebles y bienes del Estado Nacional que pertenecieron a Ferrocarriles Argentinos en la Provincia. (Expte. Nº 9173 – PJ).

–
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3.14 Ruta Provincial 62 – S (repavimentación)

Asunto Nº 48 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Schachner por el cual se solicita se procedan a incorporar en el Presupuesto 2002 las partidas necesarias para la reconstrucción y repavimentación de la Ruta Provincial 62 – S, tramo Providencia–Ruta Provincial 4 – S y tramo Ruta Provincial 4 –S – Ruta Nacional 11. (Expte. Nº 9174 – PJ).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.15 Zona de desastre agropecuario en distritos del departamento Constitución

Asunto Nº 49 – Proyecto de comunicación del señor diputado Cardelli por el cual se solicita se declare zona de desastre agropecuario a todos los distritos del departamento Constitución. (Expte. Nº 9175 – UCR).–

–
A las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Presupuesto y Hacienda.

SR. CARDELLI XE "UCRCARDELLI, Juan Carlos" .– Pido la palabra.


Según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la solicitud de tratamiento preferencial formulada por el diputado Cardelli.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee: 

3.3.16 Samco de María Juana (cargo de odontólogo)

Asunto Nº 50 – Proyecto de comunicación del señor diputado Giacosa por el cual se solicita se gestione el reconocimiento del cargo de médico odontólogo para el Samco de María Juana, departamento Castellanos. (Expte. Nº 9176 – UCR).

–
A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.17 Autopista Santa Fe–Rosario (remoción de canteros)

Asunto Nº 51 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Favario y Bullrich por el cual se solicita se interceda ante AUFE S.A., a fin de proceder a remover los canteros, pilares y construcciones inconclusas existentes en la Autopista Santa Fe–Rosario en el comienzo de la misma, en intersección con la Avenida Circunvalación de Rosario. (Expte. Nº 9177 – PDP).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas. Asimismo, atendiendo a que el señor diputado Mainetti dará ingreso a un proyecto de similares características, solicito que sea agregado a este expediente para tratarse conjuntamente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

3.4 Proyectos del Senado

3.4.1 Ley 10.160 – Orgánica del Poder Judicial (modificación de artículos)

Asunto Nº 52 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se modifican los artículos 7, 19, 213 y 255 de la Ley 10.160 (Orgánica del Poder Judicial). (Expte. Nº 9168 – Senado)

–
A las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

3.4.2 Ley de Compre Santafesino

Asunto Nº 53 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se implementa la Ley de Compre Santafesino. (Expte. Nº 9172 – Senado).

–
A las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.3 Ley Orgánica de Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero

Asunto Nº 54 – Proyecto de ley venido en segunda revisión, por el cual se instituye la Ley Orgánica de Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero. (Mensaje Nº 2243 – Expte. Nº 6868 – P.E. y adjuntos de ley, Nros. 7568 – Senado, 8088 – PJ, 7091 – BRA y 7485 – PJ y de comunicación Nro. 7409 – BRA).

–
A las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.

Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

3.5 Peticiones de los particulares 

Asunto Nº 55 – El señor Secretario General de UPCN rechaza el proyecto de ley – Régimen de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado Provincial y los municipios y comunas, decretos 3469/93 y 0807/96. (Nº 899/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 56 – El señor Presidente de la Asociación para la Defensa de la Vivienda Única solicita una entrevista para poner en conocimiento de la grave situación que afecta a las familias santafesinas por la pérdida de sus viviendas por remates. (Nº 900/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 57 – La Comisión Intersindical del Sector Público de la Provincia – Cisep –  remite nota en la que manifiesta su profunda preocupación ante el proyecto de ley sobre el Régimen de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado y los municipios y comunas. (Nº 902/01)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 58 – La Federación Santafesina de Cooperativas de Electricidad, Obras y Servicios Públicos Ltda. – Fescoe – remite nota en la que expresa su solidaridad con todas las personas, productores, comerciantes y localidades que sufren la emergencia hídrica en que se ve sumergida la Región Sur de la Provincia. (Nº 903/01)

–
Al Archivo.

Asunto Nº 59 – Docentes reemplazantes de escuela de la Provincia remiten nota por la cual solicitan la titularización del personal directivo interino en sus cargos para poder concretar automáticamente nuestra titularización, según Ley 11.934. (Nº 904/01)

–
A la Comisión de Educación.

3.6 asuntos entrados fuera de lista

3.6.1 Autopista Santa Fe – Rosario (remoción de obras)

SR. MAINETTI XE "PJMAINETTI, Osvaldo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación al que hizo referencia anteriormente el señor diputado Favario, relacionado con el asunto entrado Nº 51, para que sean tratados en forma conjunta, por lo que pido su reserva en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada (Expte. Nº 9192 – PJ).

–
Asentimiento.

3.6.2 Regulación de mega e hipermercados (nota Ministro Paulón)

3.6.3 Regulación de mega e hipermercados (integración comisión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría nota del Ministro Paulón, mediante la cual se solicita la integración de la comisión prevista en la Ley de Regulación de Mega e Hipermercados.


Se encuentra también en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de resolución para designar a los señores diputados Bermúdez, Ugalde, Giorgetti, D’Ambrosio y Pezz como integrantes de la comisión mencionada, el que queda reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 9182 – DB)

· Asentimiento.

3.6.4 Moratoria de pagos de deudas provinciales

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y sea tratado con carácter preferencial en la próxima sesión– al proyecto sobre moratoria de pagos presentado por la UCR.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si hay asentimiento, se le dará entrada (Expte. Nº 9188 – UCR), con giro a las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial.

–
Resulta afirmativa.

3.6.5 Jornadas de Actualización en Enfermería

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


 Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración de interés de las Primeras Jornadas de Actualización en Enfermería, que se realizará en el día de mañana, en la ciudad de Reconquista.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 9183 – BRA)

–
Asentimiento.

3.6.6 Juicio político a vocales del Tribunal de Cuentas

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de resolución del bloque Demócrata Progresista, por el cual requerimos someter a juicio político a cuatro vocales del Tribunal de Cuentas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a la Comisión de Juicio Político. (Expte. Nº 9186 – PDP)

–
Asentimiento.

3.6.7 Obras en el canal Ibarlucea

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de comunicación por del cual se requiere al Poder Ejecutivo contemple en el Presupuesto del año 2002 las obras de canalización del canal Ibarlucea, en la ciudad de Rosario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 9190 – DB)

–
Asentimiento.

3.6.8 Maratón por la vida

SR. STRADA XE "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Solicito se dé entrada –y que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración referido a la “12ª Maratón por la vida”, organizada por Donar y el Colegio de Farmacéuticos de la 1º Circunscripción.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará (Expte. Nº 9189 – PJ).

–
Asentimiento.

3.6.9 Dominio “legislaturasantafe.com.ar”

SR. MAZZIOTTA XE "PJMAZZIOTTA, Fernando" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de resolución por el que se solicita a Nic Argentina –entidad administradora de dominio en la Argentina en Internet– dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto revocar el nombre de dominio “legislaturasantafe.com.ar”, dado que el mismo se refiere a una institución pública de trascendente notoriedad y que sólo puede ser utilizado por dicha institución.


Quiero decir también que este proyecto está acompañado por la firma de diputados de diferentes bloques.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 9191 – DB).

· Asentimiento.

3.6.10 Rechazo a posibles arancelamientos

SR. MAINETTI XE "PJMAINETTI, Osvaldo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de declaración referido al rechazo a posibles arancelamientos al Instituto Politécnico y al Instituto Superior de Comercio de la ciudad de Rosario.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si hay asentimiento, se le dará entrada, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 9185 – PJ).

· Asentimiento.

3.6.11 Repudio por la coparticipación a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

SR. BERMÚDEZ XE "PJBERMÚDEZ, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de declaración por el cual esta Cámara de Diputados expresa su más enérgico repudio a la decisión del Gobierno Nacional de darle a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la coparticipación en su totalidad en pesos, cuando esto provoca una notable discriminación con el resto de las provincias, las que van a recibir la coparticipación en un porcentaje elevado en letras nacionales, lo que nos va a traer, seguramente, muchos problemas.


Es conocido por todos el hecho de que la totalidad de los ciudadanos de este país le abona a los ciudadanos de la ciudad de Buenos Aires sus gastos en concepto de seguridad y Justicia. Si nosotros tuviéramos esos 150 millones de dólares que gastamos por año en Justicia, más los 300 millones que gastamos en seguridad, pagados por el resto de los ciudadanos de este país, seguramente nos alcanzaría para prestarle dinero al Gobierno Nacional. Esa es la excusa que se está utilizando acerca del porqué la ciudad Autónoma de Buenos Aires recibe la coparticipación totalmente en pesos.


Creo que esto es una absurda discriminación, es una muestra más del unitarismo, de los que creen que quedando bien con los que viven dentro de los límites de la General Paz se pueden resolver los problemas del país. Esperemos que la sensatez llegue y que si la crisis existe en la Argentina, exista para todos y no solamente se la tenga en cuenta para los ciudadanos de la ciudad Autónoma de Buenos Aires, que son los únicos que hasta ahora resultan privilegiados.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se dará entrada al proyecto, con giro a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. (Expte. Nº 9184 – PJ).

–
Asentimiento.

3.6.12 Foro de Legisladores del Crecenea Litoral

SRA. GONZÁLEZ XE "PJGONZÁLEZ, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a una nota por la cual el Comité Ejecutivo del Foro de Legisladores del Crecenea Litoral informa sobre el XIII plenario del mismo y el plan tentativo de actividades a desarrollar. Solicito que se reserve en Secretaría y que sea transcripto por los taquígrafos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará (Nota 5135/01).

–
Asentimiento.

· Se lee:

Paraná, 22 de noviembre de 2001

Sr. Presidente de la 

H. Cámara de Diputados de Santa Fe

Arq. Alberto Hammerly

Su Despacho

Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. y por su intermedio a los integrantes del Cuerpo de Legisladores a efectos de informarle que el día 09 de noviembre de 2001 sesionó en el Recinto de la H. Cámara de Diputados de Entre Ríos el XIII Plenario Ordinario del Foro de Legisladores Crecenea Litoral; durante el transcurso del mismo se procedió al traspaso de la Presidencia y la sede del Foro, correspondiendo en esta oportunidad a Entre Ríos asumir tal función.


El Comité Ejecutivo quedó integrado (según la rotación prevista en el Estatuto) de la siguiente forma:



Presidente
Senador Juan Enrique Ghiano (Entre Ríos)



Vicepresidente 1º
Diputado Armando Cabrera (Formosa)



Vicepresidente 2º
Diputada Mónica González (Santa Fe)



Vicepresidente 3º
Diputado Leandro Salom (Chaco)



Tesorero

Diputado Julio Cesar Dutra (Misiones)

Sec. de Prensa
A cargo de Santa Fe hasta tanto se integre la representación Corrientes.

Vocales Titulares
Diputado Julio René Sotelo (Chaco)


Diputado Carlos Sotelo (Formosa)


Diputada Stella M. Peso de Hobecker (Misiones)


Senador Ricardo Olivera (Santa Fe)


Diputado Hernán Burna (Entre Ríos)


Diputada Cristina Magnano (Chaco) hasta tanto se integre la representación de Corrientes.

Secretario Coodinador
Luis Fernando Kirpach (Entre Ríos)


Luego de informe del Comité Ejecutivo, se trataron los siguientes temas:

a) Se resolvió perfeccionar el encuadre institucional del Foro mediante un convenio suscripto por las legislaturas de las seis provincias y ratificado por ley en cada una de ellas.

b) Se aprobó el proyecto creando la Comisión de Compatibilización Legislativa Regional, quedando a cargo de la Presidencia fijar el lugar y día para su constitución.

c) Mediante resolución del plenario se encomendó al Comité Ejecutivo realizar todas las gestiones necesarias para evitar que quede sin efecto durante el 2002 el subsidio de la Nación para el dragado de la Hidrovía Paraguay – Paraná, como así también gestionar la incorporación de una representación activa del Foro en el Comité Federal de la Hidrovía Paraguay – Paraná.

d) Se analizó el proyecto de creación de la Corporación del Crecenea/Litoral para el desarrollo y el crecimiento, el que fue girado a las comisiones correspondientes, con preferencia para la próxima reunión del Comité Ejecutivo.

e) Mediante resolución del plenario se encomendó al Comité Ejecutivo gestionar ante la Comisión Nacional y Control de Exportaciones Sensitivas y Material Bélico la adopción de disposiciones que faciliten la exportación de productos químicos sensitivos destinados al Mercosur y de amplio uso industrial y disponibilidad en el mercado internacional.

f) Se encomendó al Comité Ejecutivo trasladarse a las provincias de la región Crecenea–Litoral durante el año en curso, a los efectos de informar e informarse sobre los temas que son de competencia del Foro.

g) Se delegó la función de organizar el Archivo del Foro de Legisladores Crecenea–Litoral con soporte técnico computarizado, a los Sres. Secretarios Coordinadores de Entre Ríos, Luis Kirpach, y de Santa Fe, Antonio Pratts.

h) Ingresó, para su tratamiento en profundidad del próximo plenario, un proyecto de prensa de la Provincia de Chaco, tendiente a la creación de un órgano de información y difusión dinámico y eficaz del Crecenea, para lo cual serán invitados los directores o responsables del área de las legislaturas de las seis provincias miembros de la región.

Sin otro particular quedando a vuestra disposición, nos despedimos de Ud. saludándole muy cordialmente.

Kirpach (Sec. Coordinador Comité Crecenea Litoral) – Ghiano (Presidente Foro de Legisladores Crecenea – Litoral)

3.6.13 Ley de Administración de Control y Gestión (nota sobre ratificación media sanción)

3.6.14 Patente Única de Vehículos (nota sobre estudio del proyecto)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Obran en Secretaría las notas Nros. 470 y 472 del Ministerio de Hacienda; por la primera de ellas se solicita a la Cámara de Diputados la ratificación de la media sanción de la Ley de Administración Financiera, Control y Gestión y, por la segunda, que se estudien en profundidad los proyectos sobre patente única de vehículos.


Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada y serán giradas a sus antecedentes.

–
Asentimiento.

3.6.15 Información sobre gestión ambiental y recursos naturales

SRA. BAUDÍN XE "FPSBAUDÍN, Juana" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de ley mediante el cual se pretende crear un instrumento legal para que toda persona física o jurídica tenga derecho a recabar información sobre gestión ambiental y recursos naturales de cualquier organismo o autoridad provincial. Esta información es fundamental para la toma de decisiones de la defensa de los derechos individuales o colectivos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 9187 – BS)

–
Asentimiento.

4 peticiones y manifestaciones

4.1 Capacitación sobre incidentes con mercancías peligrosas

SR. SELLARES XE "PJSELLARES, Francisco" .– Pido la palabra.


Solicito se reserve en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de declaración de interés legislativo –Expte. Nº 9167– del curso de capacitación sobre respuestas a incidentes con mercancías peligrosas que organiza la Provincia, el que se está llevando a cabo en estos días en la ciudad de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

4.2 Canal secundario Sanford – Arequito

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Conforme lo acordado en Labor Parlamentaria, solicito preferencia para el expediente Nº 9127 – UCR para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Jorge Álvarez.

–
Resulta afirmativa.

4.3 Ley 7547 – Colegio de Martilleros (Modificación)

SRA. GUIDO DE NIRICH XE "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Conforme lo acordado en Labor Parlamentaria solicito tratamiento preferencial para la próxima sesión para el proyecto de ley individualizado con el expediente Nº 9157 – SEN.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial realizado por la señora diputada Guido de Nirich.

–
Resulta afirmativa.

4.4 Evacuación de aguas pluviales en San Javier

SRA. MIGNO XE "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


De conformidad a lo acordado en Labor Parlamentaria, solicito tratamiento preferencial para la próxima sesión del expediente Nº 6952 – UCR.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial.

–
Resulta afirmativa.

4.5 Donación de inmuebles al Arzobispado de Rosario.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Conforme con lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito tratamiento preferencial para dentro de una sesión para el proyecto de ley (Expte. Nº 8932 – SEN) por el que se requiere autorización a la EPE para la donación de una serie de inmuebles al Arzobispado de Rosario.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

4.6 Donación de terrenos de Rosario

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Conforme a lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito tratamiento preferencial para la próxima sesión para el proyecto de ley (Expte. Nº 8956 – PJ) referido a la donación de inmuebles a favor del Círculo de Oficiales.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Quiero que conste el voto negativo del bloque Demócrata Progresista. Ya hemos adelantado en otras oportunidades que nosotros somos contrarios a la donación de inmuebles de dominio público destinados a entidades particulares, por lo tanto, adelantamos desde ya nuestro voto sobre el particular.
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

4.7 Tubo neural y malformacionaciones congénitas

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Conforme con lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito tratamiento preferencial para la próxima sesión para el proyecto de ley (Expte. Nº 8567 – UCR) referido al suministro de ácido fólico a embarazadas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

4.8 impuesto sobre patente única de vehículos (convenios)

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Conforme con lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito la reserva en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas del dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda en los expedientes 7121 – UCR y su agregado 9162 – DB, por los cuales se establece la posibilidad de suscribir convenios de pago en cuotas por deudas vencidas del impuesto sobre patente única de vehículos. Formulo este pedido en virtud de que no cuentan con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así, se hará, señor diputado.

4.9 Control de residuos en Pérez y análisis de las aguas del arroyo Ludueña

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito tratamiento preferencial para la próxima sesión del proyecto de comunicación, individualizado con el expediente Nº 9091 – PDP, de acuerdo con lo resuelto en la Comisión de Labor Parlamentaria. El mismo trata de que se nos brinden informes acerca de eventuales contaminaciones en el arroyo Ludueña.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial formulada por el señor diputado Favario.

–
Resulta afirmativa.

4.10 Manifestaciones del Ministro Mercier

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Quisiera tener la lucidez y precisión necesarias –de las que seguramente carezco–, porque de ninguna manera esta intervención pretende polemizar con nuestros adversarios políticos, con los cuales hemos mantenido durante todo este tiempo un plano de ajustado respeto. Simplemente quiero señalar nuestra molestia en el plano personal y nuestra preocupación por las responsabilidades de la dificilísima hora que vive el país, situación que nos impone a cada uno de los argentinos –más aún, cuando el destino nos ha llevado a algunos a ocupar cargos de importante responsabilidad– un compromiso que debe ser ejercido con mucha precaución en momentos complejos como estos.


En el día de ayer el Ministro de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe, en momentos en que asistía en una recorrida a la obra del Puente Colgante –la que en mi opinión, y más allá del profundo contenido emotivo e histórico que tiene para los hombres y mujeres de esta ciudad, es al menos un tanto dispendiosa para los tiempos que estamos viviendo– tuvo algunas apreciaciones con respecto a ciertos –como calificó él– “enfermizos funcionarios del orden nacional”. Seguramente se referiría a los que en el momento tienen a su cargo la visión económica del Gobierno, y habló en términos particularmente duros e hirientes con respecto a la posibilidad de que el Presidente de la República culmine su mandato, acudiendo a figuras de escaso gusto, expresiones tales como “con muletas” o “arrastrándose”. Y también generó, en torno a la futura existencia de las Lecop, un cuadro que no se compagina, de ninguna manera, con una visión edulcorada que ante la difícil crisis no podemos transmitir a los ciudadanos, pero con cuyas consecuencias tampoco tenemos que exagerar.

Creo, señor presidente, que todos somos responsables también de nuestra propia historia y que esa propia historia debería dictar algún nivel de prudencia en las declaraciones, porque –y esto lo digo en pleno reconocimiento a la figura del Ministro– no cabe duda de que es un ministro importante de una Provincia importante; no es un desocupado que puede tener la angustia del mañana, ni es un hombre común que no entiende estos infernales torbellinos de la vida económica argentina, que han sumido al país en un nivel casi colonial y que, naturalmente, no provienen de los últimos dos años.

El Ministro, paradojalmente, tiene en el equipo económico más amigos y conocidos que quien habla, por lo tanto, me parece que debería pensar en los años felices, aquellos en que también compartía el mismo Ministerio con el mismo ministro en el orden nacional, cuando estaba lejos de calificarlo de esta manera y estaba lejos, también, de reclamar tan persistentemente lo que ahora reclama a la Nación, legítimamente. Y el Ministro sabe que nosotros vamos a acompañarlo en todos los reclamos que esta Provincia haga a la Nación.

Pero creo, también, que cualquiera sea la visión que se tenga del Presidente de la República –y bien sabe usted, señor presidente, que en mi conflictivo partido pertenezco a un sector que no está satisfecho con la performance que estamos desarrollando, ante las expectativas que habíamos abierto hace dos años–, lo menos que merece la figura presidencial y la figura personal del doctor De la Rúa es otra consideración y otro respeto por parte de quien es Ministro de Hacienda de esta Provincia.

Y además, señor presidente, con respecto al tema de las Lecop, creo que, justamente, en una Provincia que ha tenido y tiene leyes de emergencias, donde también se ha tenido que reducir el salario de agentes públicos y donde hay leyes que autorizan la emisión de bonos –aunque, afortunadamente, todavía no ha sido necesario recurrir a ellas– no se debe pintar un cuadro que haga pensar que las Lecop van a venir en aluvión, ya que hay un techo que ha sido dispuesto. Supongo que todo argentino de bien trabajará desde el ámbito de sus responsabilidades para que el techo de los mil trescientos millones de pesos no sea superado en la emisión de estas letras.

También nos resulta paradojal que el Ministro se refiera a la carencia de antecedentes de cómo manejar esta situación; con sólo haber recurrido a quien fue presidente durante 10 años en la República Argentina, hasta recientemente, hubiera quedado muy bien, ya que esa provincia fue una de las primeras en aplicar este sistema, como lo fueron otras, todas gobernadas...estaba tentado de decir por gente del mismo partido que el Ministro, pero pienso –y es un deber reconocerlo ante ustedes– que hay gente, como nosotros, que tenemos partido, y ustedes, mis compañeros de la Cámara, lo tienen. Hay otros que no tienen partido. 


Quienes sirvieron en forma mucho más silenciosa a dictaduras militares, pero también particularmente eficaces, como el señor Ministro –quien cumple con el récord, y que en 1991, mientras nosotros nos peleábamos por saber si Reutemann o Usandizaga iban a ser los gobernadores de la Provincia, él estaba seguro de que iba a ser el Ministro de Hacienda–, deberían tener un poco más de respeto por estas cosas. 


Esto es, simplemente, una invocación a la responsabilidad de la hora. No quiere ser polémica ni de defensa alguna. Estamos todos en una situación muy difícil y hay gente, argentinos, hermanos, que la padecen mucho más que nosotros. 


Los que tenemos la suerte de pensar en un mañana tenemos la obligación de ayudar a construirlo; si no podemos con ideas ni con acciones, por lo menos hagámoslo con actitudes que demuestren que en este país, aunque más no sea, todavía tenemos vocación por convivir.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Muy brevemente quiero decir, señor presidente, –y sin el ánimo, en absoluto, de polemizar, tal como lo ha manifestado el diputado que me precedió en el uso de la palabra– que considero que errores podemos cometer todos, porque somos seres humanos, pero más allá del margen que cada uno tiene cuando habla, cuando se expresa, quienes ocupamos cargos de determinada jerarquía, indudablemente debemos ser sumamente cuidadosos, criterio que comparto. Pero creo que también hay que ser cuidadosos en estos ámbitos cuando se comienza a hacer referencia a la historia, historias personales, antecedentes, antecedentes políticos, historias políticas, sociales y por qué no, económicas. De lo contrario, comenzaríamos a transitar un camino que indiscutiblemente va a ser negativo. 


Quiero rescatar las figuras, la figura presidencial, la del gobernador, la del señor ministro, y por qué no, la de todos quienes estamos aquí, integrando este Cuerpo. Pero si queremos mantener este consenso y esta, por qué no, grata tarea que estamos intentando llevar adelante, tanto oficialistas como opositores, cuando nos expresamos, así sea, en rechazo “de”, pretendo que lo hagamos en ese marco. 


No voy a defender bajo ningún aspecto situaciones indefendibles, pero sí aspiro a que al menos, para mantener ese marco de consenso, seamos sumamente cuidadosos en nuestras apreciaciones, más aún cuando hablamos de la historia o del presente.

4.11 comisión estudio instalación hiper y mega mercado en la provincia

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: deseo hacer una manifestación en nombre de la bancada Socialista. 

Quise esperar que se terminaran los Asuntos Entrados para hacer esta breve reflexión y dejar sentada nuestra posición con respecto a algo que se repite en esta sesión y que ocurrió en la sesión pasada, en lo que se refiere a la constitución de la comisión que va a hacer un estudio respecto del tema de los hipermercados.


Quiero manifestar que nuestra bancada presentó esta iniciativa por primera vez para la regulación de los hipermercados en 1997. Era un proyecto de ley que fue discutido en comisión y tuvo un tratamiento legislativo bastante importante en el período anterior, con la participación de los diputados de aquel entonces en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Recuerdo, también, la participación de los comerciantes interesados en el tema.

Sabemos de la importancia de este proyecto y de la colaboración activa que han tenido todos los bloques. Por eso queremos manifestar nuestra preocupación, porque se repite una metodología que a nuestro entender no refleja democráticamente lo que está sucediendo en este Cuerpo. Creemos que es una visión absolutamente limitada por parte del oficialismo el pretender que en una comisión de cinco miembros –que lo único que tiene que hacer es simplemente estudiar y elevar a este Cuerpo una propuesta– no se escuche la voz, la manifestación y el criterio político que tiene cada una de las bancadas componentes de esta Cámara.


Aquí hemos sido excluidas de participar en esa comisión las bancadas Demócrata Progresista y Socialista. Nuevamente queremos manifestar que creemos que es un profundo error constituir este tipo de comisiones, excluyendo a representantes de estos bloques. Se repite este criterio y queremos dejar claramente sentado –mucho más en un tema de esta importancia– que se han realizado reuniones en diferentes puntos de la provincia, receptando reclamos de sectores vinculados directamente a este tema, en las que no estuvieron presentes las bancadas que he mencionado. Hacemos votos para que se reflexione sobre el particular y que esta visión, a nuestro entender, muy miope, se revierta y en el futuro, que las comisiones de esta naturaleza contengan a todos los bloques, a sus representantes, a los efectos de que puedan manifestar sus posiciones.

5 homenaje 

5.1 Al brigadier general don Estanislao López

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De acuerdo con lo convenido en la Reunión de Labor Parlamentaria, el diputado Mario Esquivel va a rendir un homenaje al Brigadier General Don Estanislao López en nombre bloque del Partido Justicialista

SR. ESQUIVEL XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Señor presidente: hoy se cumple un año más del aniversario del nacimiento del Brigadier General Don Estanislao López.


En muchas oportunidades las cosas importantes que son apremiantes nos fuerzan a desatender otras, también importantes, pero no urgentes.


Volver sobre nuestra historia es un ejercicio que los que tenemos que cumplir con responsabilidades públicas debemos afrontar. Diagramar nuestro destino en este mundo globalizado requiere afirmar nuestra identidad, cuyas líneas directrices las encontramos en nuestra historia. Y nuestra historia es la historia de nuestros mejores hombres.


Hoy, 22 de noviembre, es un buen momento para homenajear al prohombre santafesino con mayúsculas, el Brigadier General Don Estanislao López.


Para ello no se pretende ser originales ni literariamente exquisitos. Las palabras, datos y citas que se leerán por Secretaría fueron por otros más extensamente desarrolladas, pero, especialmente, por estudiosos en distintas ponencias que se presentaron en 1986, en las Jornadas Nacionales de Historia del Federalismo, desarrolladas en la ciudad de Santa Fe.


Señor presidente, rogaría que se lea por Secretaría –como lo expliqué en la reunión de Labor Parlamentaria– atento a que presento un cuadro de disfonía y no puedo hacerlo yo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

SR. SECRETARIO (Lago).– “Hoy, 22 de noviembre, se conmemora un aniversario más del nacimiento del Brigadier Don Estanislao López, acontecido en 1786.


Pocos orgullos pueden compararse como el de ser de la misma provincia que el brigadier López, “la figura más promisoria de su provincia”, según Mateo Booz, en sus “Aleluyas al Brigadier”; “el más auténtico de los caudillos federales”, según Enrique Barbas, en su “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”; el “Príncipe de los gauchos”, según el relato de Robertson.


Como afirma Don Leoncio Gianello en la disertación que efectuó con motivo de las Jornadas Nacionales de Historia del Federalismo, realizadas en la ciudad de Santa Fe en el año 1986, “Estanislao López encara el ansia de autonomía de su tierra santafesina. Santa Fe estaba también acostumbrada a la constante alerta, atalayando el camino, donde como un tropel de muerte y saqueo llegaba el malón. Acostumbraba a que sus hijos fuesen el brazo heroico en la lucha secular contra el hispano, como lo proclamó el Gobernador Andonaegui.


Por unos cortos años gozó de la prosperidad que le daba el privilegio del “Puerto Preciso”, pero al serle retirado este privilegio por el Virrey Vértiz, Buenos Aires monopolizó totalmente el río. Y así, semidesierto, el puerto que había sido su riqueza, oteando siempre la llanura propicia a la invasión, se replegó sobre sí misma y sacó de su aislamiento su amor por su autonomía y coraje para defenderla.

Pero tuvo siempre ferviente amor a la Patria, por eso, al producirse la Revolución de Mayo, fue la primera de todas las provincias que adhirió a la causa revolucionaria y, poco después, al pasar Belgrano, sembrador de libertad, rumbo al Paraguay, la ciudad contribuyó generosamente desde el abundante donativo de don Francisco Antonio Candioti y doña Gregoria Pérez de Denis, “la primera patricia argentina”, hasta el aporte de los más humildes, porque todo Santa Fe contribuyó con su óbolo...


Pero ante esta circunstancia, Santa Fe se desprendió de sus blandengues, que se sumaron a la expedición, y entre estos estuvo Estanislao López, interviniendo en Tacuarí hasta caer prisionero; preso fue conducido a Montevideo, donde logró escapar y se sumó a las fuerzas patriotas que sitiaron la Banda Oriental.


López y sus blandengues, fruto de las contingencias históricas, combatieron contra las fuerzas artiguistas en 1814, pero en esa oportunidad comprendió la certeza del ideario de Artigas, naciendo fuertemente su convicción autonómica.


Desde entonces los santafesinos pugnan por ser gobernados por un santafesino. En ese momento Santa Fe era una Tenencia de la Gobernación Intendencia de Buenos Aires. Cuando el director Posadas decide crear las provincias de Entre Ríos y Corrientes la situación llegó a su punto límite.


En 1815 el delegado porteño, Eustaquio Díaz Vélez, fue depuesto por un movimiento popular y el Cabildo santafesino designó al ilustre Francisco Antonio Candioti. Un fuerte ejército al mando de Viamonte fue mandado desde Buenos Aires y se posesionó de Santa Fe, volviendo las cosas a su estado anterior. En marzo de 1816, con Mariano Vera apoyándolo, López se sublevó con su blandengues. Buenos Aires volvió a mandar tropas, esa vez al mando de Díaz Vélez, pero fueron repetidamente vencidas por los escuadrones de Dragones de la Independencia de López. En 1818 López asumió el gobierno de la Provincia y solicitó la concordia interior “que debe echar un velo sobre las graves heridas del cuerpo político”. En el trabajo ya citado de Gianello, éste nos cuenta: “Sale de inmediato a luchar contra los indios y prepara la Provincia para repeler una anunciada invasión directorial. Mientras tanto, se notan los beneficios de la paz y pasado el peligro de la lucha entre los santafesinos mismos alejados del fantasma de la guerra civil, Estanislao López delega el Gobierno en el Cabildo, por no considerar a la fuerza como origen del poder”.


En la nota que remitió al Cabildo el 18 de junio de 1818 expresaba: “Llamado por la salud pública me hice cargo del mando, que no se fío a mí por la voz expresa del soberano pueblo”.


Solicitó, entonces, que el propio pueblo eligiera a sus autoridades. Elegido, se puso a cargo del Gobierno. En 1819 el Directorio nuevamente pretendió invadir Santa Fe, esa vez con tropas al mando de Balcarce, siendo vencidos, lo que originó el Armisticio de San Lorenzo del 12 de abril de 1819. Traspuestos estos graves problemas, evidenciando su voluntad organizativa, López propuso la primera Constitución Provincial Argentina. El conocido como Reglamento de López fue aprobado por el Cabildo en agosto de 1819. Los historiadores ven en este cuerpo legal la réplica a la Constitución Unitaria del mismo año; es la “primera y vigorosa definición del federalismo argentino concretada en norma de organización. Fija la preexistencia de las provincias y Santa Fe asume su autonomía plena, (…) se organiza políticamente (…) y (…) aguarda esperanzada esa hora (…) en que las provincias todas organicen la Nación anhelada”.


En diciembre del mismo año debió emprender acciones bélicas ante las iniciativas porteñas, al mando de Mitre, de avanzar contra los caudillos federales. López venció el 1º de febrero de 1820 en Cepeda, lo que dio motivo al Tratado del Pilar (23 de febrero de 1820), en el que se dispuso convocar a un Congreso en San Lorenzo para organizar el régimen federal y sellar la alianza antiportuguesa.


En junio, López enfrentó a Soler, quien estaba al mando de las fuerzas unitarias, en Cañada de la Cruz, y a Dorrego, en Gamonal. Pero siempre con objetivos en consolidar la paz interior, se firmó el Tratado de Benegas con Martín Rodríguez, gobernador de Buenos Aires, el 24 de noviembre de 1820.


El congreso a reunirse en Córdoba, conforme los Acuerdos de Benegas, fracasó por la actitud de Buenos Aires, orientada por Rivadavia. 

López se dedicó a gobernar, extendió la frontera del indio y con ello los límites de las explotaciones agrícola–ganaderas.


Pero los peligros de invasión extranjera no cesaban ante la permanente insistencia y contribución inglesa a los portugueses. Por esto, López promovió una liga ofensiva–defensiva para cimentar la paz y unión de las provincias litorales, acuerdo conocido como Tratado del Cuadrilátero, firmado en enero de 1822 entre Santa Fe, Buenos Aires, Entre Ríos y Corrientes. 


El 1º de agosto de 1822 el brigadier General Estanislao López cursó a la Junta de Representantes un proyecto para adoptar una bandera que identifique a la Provincia. La propuso cuatricolor: “colorada, blanca en el medio, celeste a la derecha y en el centro un óvalo orlado con una faja amarilla, donde se notaba “Provincia Invencible de Santa Fe”. En el interior, las armas con un sol naciente.


La vida del brigadier, su obra, su bandera y su aporte a la existencia de los pactos preexistentes que dieron lugar a la organización nacional son el símbolo de la mejor tradición federal de la argentinidad bien entendida. Con estas pocas palabras le rendimos un homenaje simple y sentido y en él a los que forjaron nuestra identidad nacional y dieron su vida en defensa de la patria grande latinoamericana –como los patriotas que actuaron en la Vuelta de Obligado, hito indiscutido en la lucha por la soberanía nacional y que en estos días también conmemoramos–.


Esta pequeña reseña no tiene otras pretensiones que la de mantener vivo su ideario y su historia.”

6 
Tratamientos sobre tablas

6.1 Regulación de mega e hipermercados (integración comisión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. Nº 9182 – DB) por el cual se designa a los señores diputados Bermúdez, Ugalde, Giorgetti, D’ Ambrosio y Pezz para integrar la comisión creada por Ley 11.947, que estudiará la regulación de las actividades de los hiper y megamercados y cadenas de distribución.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zrRegulación de mega e hipermercados (integración comisión)" 
la camara de diputados de la provincia 

resuelve

1º.– Designar a los señores diputados Carlos A. Bermúdez, José Ugalde, Jorge Giorgetti, Ángel D’Ambrosio y Federico Pezz, para integrar la Comisión creada por Ley 11.947, que tendrá por objeto el estudio, análisis, competencia y regulación de la actividad, impacto y condiciones de radicación de los hiper y mega mercados y cadenas de distribución en el territorio provincial.

2º.– Regístrese, hágase saber y archívese.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6.2 Consorcio Caminero (zona contributiva)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General sobre el proyecto de ley (Expte. Nº 8573 – PJ) por el cual se ratifica la zona contributiva establecida para el Consorcio Caminero Nº 11, Ruta Provincial Nos. 6 y 10–88, determinada por la Dirección Provincial de Vialidad y los municipios y comunas.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:
Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8573 – PJ), autoría del diputado Álvarez, por el cual ratifica la zona contributiva establecida para el consorcio caminero 11, Ruta Provincial 6 y 10–88, determinada por la DPV y los municipios y comunas, según acta de fecha 29–10–86; y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho, aconsejando su aprobación, el que a continuación se transcribe:

 XE "zlConsorcio Caminero (zona contributiva)" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley

Artículo 1º: Ratifícase la zona contributiva establecida para el Consorcio Caminero Nº 11 Ruta Provincial 6 y 10–88, determinada por la Dirección Provincial de Vialidad y los municipios y comunas intervinientes, según Acta de fecha veintinueve de octubre de mil novecientos ochenta y seis.

Artículo 2º : Apruébase con carácter firme y definitivo la disolución del Consorcio Caminero Nº 11 R.P.6 y 10–88.

Artículo 3º: Transfiérase el crédito pendiente de cobro del padrón de contribuyentes afectado al pago de contribución por mejoras al Consorcio Caminero Nº 11 Ruta Provincial 6 y 10–88, a las municipalidades y comunas participantes en la obra, de acuerdo a lo efectivamente aportado por cada distrito. A los fines del cobro las municipalidades y comunas unificarán su representación procesal, dictando a tal efecto los actos correspondientes.

Artículo 4º: Distribúyase el ciento por ciento (100 %) de los fondos remanentes del Consorcio entre las municipalidades y comunas participantes en la obra, de acuerdo a lo efectivamente aportado por cada distrito.

Artículo 5º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión: 21 de noviembre de 2001.

Esquivel – Meotto – Barrera – Migno – Basaldella – Dalla Fontana – Favario – Strada 

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

La Dirección Provincial de Vialidad ha recepcionado en forma definitiva la obra objeto del Consorcio Caminero N°.11 R.P.6 y 10 – 88 dictando la Resolución 2102 de fecha 29/12/2000.

Esta obra se ha llevado a cabo gracias al aporte de los productores de la zona, las plantas urbanas de las localidades beneficiadas por la misma, junto con Vialidad Provincial, que aportó el 50 por ciento de lo realmente certificado en obra, conforme lo establecido por la Ley 9663, siendo de destacar la ejemplar administración llevada a cabo por el Consorcio, que le ha permitido finalizar la obra con superávit.

Sabemos que este esfuerzo mancomunado de los alicaídos productores agropecuarios ha permitido la feliz culminación de la obra, quedando solamente un pequeño porcentaje a cobrar del padrón contributivo, significando la sola gestión de cobro por parte del Consorcio una mayor erogación con relación a lo que se podría recaudar.

La disolución del Consorcio, según lo expresado en el articulado, ha de compensar ese esfuerzo mediante la disposición del 100 por ciento del remanente de la obra y del padrón pendiente de cobro, para que a través de los municipios y comunas intervinientes devuelvan al sector mejoras en obras y servicios.

Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Ricardo Alfredo Álvarez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º; artículo 5º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

6.3 Libros para alumnos de EGB

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto (Expte. 9170 – PJ) por el cual la Cámara de Diputados declara de su interés a los libros para alumnos de EGB “Cómo es la Provincia de Santa Fe” y “Bandera y Escudo Provincia de Santa Fe”, del autor José F. Romero (seudónimo), nombre real José Antonio Funes.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdLibros para alumnos de EGB" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:

De su interés los libros “Cómo es la Provincia de Santa Fe” y “Bandera y Escudo Provincia de Santa Fe”, autor José F. Romero (seudónimo), nombre real José Antonio Funes, dirigidos a alumnos que están cursando el primer ciclo de la Educación General Básica (EGB).

fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:


Ante numerosas publicaciones dirigidas a los niños sobre diversas temáticas, muchas de ellas de origen extranjero, los libros de referencia “Cómo es la Provincia de Santa Fe” y “Bandera y Escudo Provincia de Santa Fe”, cuyos títulos son altamente significativos, difunden los nombres de los departamentos y describen la Bandera y Escudo de la Provincia de Santa Fe. Lo hacen con un lenguaje claro, sencillo y ameno, que facilita la comprensión y el aprendizaje.


Ambas publicaciones fueron presentadas en la Feria del Libro de la ciudad de Santa Fe el 10 de agosto de 2001, con el auspicio de la Sociedad Argentina de Escritores de Santa Fe, recibiendo gran aceptación por parte de alumnos y docentes de varias escuelas que asistieron a la misma.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Schachner – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de declaración.

–
Resulta aprobado.

6.4 autopista santa fe – rosario (remoción de obras)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentran reservados los proyectos de comunicación (Exptes. 9177 – PDP y 9192 – PJ) por los cuales la Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo interceda ante el Concesionario Vial de la autopista Santa Fe – Rosario, a fin de remover los canteros, pilares y construcciones inconclusas existentes en dicha autopista.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 XE "zcautopista santa fe – rosario (remoción de obras)" 
proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, interceda ante el concesionario Vial de la autopista Santa Fe –Rosario, AUFE S.A. o ante quien corresponda con el fin de remover los canteros, pilares y construcciones inconclusas existentes en la Autopista Santa Fe – Rosario en el comienzo de la misma, en intersección con la Avenida Circunvalación de Rosario, y dotar de mejores condiciones de seguridad la zona.

fundamentos de los autores del proyecto (Expte. 9177 – PDP) 

Señor Presidente:


La existencia de construcciones (canteros, pilares y bases de concreto) en ambas cabeceras de la autopista A01 Santa Fe – Rosario, antes de la intersección con la Avenida de Circunvalación de la ciudad de Rosario –sentido hacia Rosario– constituye un verdadero peligro para conductores que transitan por ese lugar.


Esas construcciones fueron instaladas con el fin de edificar una estación de control o soporte de garitas similar a las existentes en las estaciones de peajes actuales, pero como puede observarse, quedaron inconclusas desde la misma construcción de la autopista.


Actualmente no cumplen ninguna función, excepto la de ser una trampa mortal que ya cobró vidas humanas, como el accidente fatal producido hace pocos días, en las proximidades de la intersección Autopista Santa Fe – Rosario con la Avenida de Circunvalación de la ciudad de Rosario. La tragedia se produjo luego de que un vehículo embistiera dichas construcciones, provocando el deceso del conductor.


Es necesario que en forma urgente las autoridades gestionen ante los responsables las medidas tendientes a que se remuevan dichos obstáculos.


Por las razones expuestas solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Bullrich – Favario

proyecto de comunicación (Expte. 9192–PJ)


Esta Cámara vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo correspondiente, intime a la empresa AUFÉ, concesionaria del peaje y mantenimiento de la Autopista Rosario–Santa Fe “Brigadier General Estanislao López”, para que, de manera inmediata, proceda a balizar eléctricamente y a pintar con material fosforescente, los separadores de hormigón con defensas metálicas, que se encuentran a la entrada o salida de esta conexión vial en jurisdicción de Rosario.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Dichos elementos de hormigón armado se han constituido en una verdadera trampa para los automovilistas, habiendo ocasionado un gravísimo y luctuoso accidente el 31 de octubre próximo pasado.


En dicho lugar ya se han contabilizado cuatro siniestros similares que costaron igual número de vidas humanas y, no obstante, AUFÉ no procedió a señalizar los separadores de circulación, tal como es lógico desear y exigir. De noche o al atardecer, lo mismo que al alba o cuando hay niebla, estas verdaderas moles de cemento y de hierro no son de fácil observación y se han constituido en trampas fatales. Se justifica, entonces, su adecuada señalización para advertencia de cientos de automovilistas y choferes del transporte que circulan a diario por la Autopista Rosario–Santa Fe, pagando por utilizar dicha ruta y sin contar con adecuados medios de seguridad. Esto es público y notorio y el número de accidentes así lo demuestra, lamentablemente.

Osvaldo Marcelo Mainetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

 XE "ZCautopista Santa Fe – Rosario (remoción de obras)(Agregado propuesto por el señor diputado Favario)" 
SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Mociono la realización de un agregado en el penúltimo renglón, donde dice: “…en el comienzo de la misma…”, incorporaríamos “...en proximidades de su...” y luego sigue el texto original, es decir, ”...intersección con la Avenida Circunvalación de Rosario…”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto (Expte. 9177 – PDP), con el agregado propuesto por el señor diputado Favario, sin olvidar que es tratado conjuntamente con el presentado por el señor diputado Mainetti.

–
Resulta aprobado.

6.5 Ley Órganica de Administracion y Control de Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de ley –Expte. Nº 6868, Mensaje Nº 2243, Poder Ejecutivo– venido en segunda revisión, a través del cual se instituye la Ley Orgánica de Administración y Control de Hacienda del Sector Público Provincial No Financiero (y sus acumulados 7568 – Senado, 8088 – PJ, 7091 – BRA, 7485 – PJ y 7409 – BRA (proyecto de comunicación).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Título I – Disposiciones Generales

Artículo 1º.– La presente ley regirá los actos, hechos y operaciones relacionados con la Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero.

Artículo 2º.– La Administración de la Hacienda Pública comprende el conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos aplicados al cumplimiento de los objetivos del Estado.

Artículo 3º.– El control en el Sector Público Provincial no financiero comprende la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa de las que deriven transformaciones o variaciones, cuantitativas o cualitativas en la Hacienda Pública y el régimen de responsabilidad basado en la obligación de los funcionarios de lograr los resultados previstos y rendir cuentas de su gestión.

Artículo 4º.– Comprende el Sector Público Provincial no financiero:

A – Administración Provincial

1. Poder Ejecutivo

I. Centralizado

a) Ministerios.

b) Fiscalía de Estado

c) Secretarías de Estado

II. Descentralizado

a) Organismos esencialmente erogativos

I) Seguridad Social

•
Salud

•
Previsión Social.

II) Servicios y Obras Públicas

III) Otros organismos

b) Organismos esencialmente recaudadores

c) Entes reguladores de organismos y servicios privatizados y de control

2. Poder Legislativo

I. Centralizado

II. Descentralizado

III. Tribunal de Cuentas

3. Poder Judicial

B. Empresas y otros entes públicos

1. Empresas públicas 

a) Con administración provincial

b) Concesionadas

2. Sociedades Anónimas con Participación Estatal

3. Sociedades Anónimas del Estado

a) Participación Mayoritaria del Capital

b) Participación Mayoritaria de la voluntad societaria

4. Sociedades de economía mixta

5. Sociedades del Estado

6. Entes interestatales e interjurisdiccionales. Entes Administradores de Puertos, Aeropuertos y Zonas Francas.

7. Empresas y Entes residuales.

8. Otros Entes Estatales

El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional que podrá tener variaciones en la medida que responda globalmente a la apertura aquí enunciada siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como “Administración Provincial” y “Empresas y Otros Entes Públicos” y en tanto permita individualizar cada Jurisdicción y Organismos a los efectos de aplicarle la clasificación antes expuesta.

En el contexto de esta Ley se entenderá por entidad u organismo a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio; por jurisdicción a los Ministerios, Secretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo; Tribunal de Cuentas; y por Poder a los Poderes enumerados en los Artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial.

Queda reservada a la Legislatura la decisión de descentralizar el Sector Público Provincial, cuando el Organismo a crear deba adquirir el carácter de Entidad según los términos de esta Ley.

Artículo 5º.– Esta Ley es aplicable a todos los organismos o entidades citados en el Artículo anterior componentes del sector público provincial no financiero.

Para las Empresas y Otros Entes Públicos esta Ley se aplicará en lo que específicamente a ella se refiere y en forma supletoria, en tanto sus Leyes orgánicas o estatutos no prevean expresamente otras disposiciones, a menos que el Tesoro deba prestar asistencia financiera, en cuyo caso quedará a consideración del Ejecutivo la metodología a adoptar.

Para las Empresas Concesionadas esta Ley será aplicable solamente cuando lo indique expresamente, teniendo además prelación las normas contractuales que regulan la concesión de las mismas.

Asimismo serán aplicables las normas de esta Ley, en lo relativo a la rendición de cuentas de las personas físicas o jurídicas a las que se hayan acordado subsidios o aportes, y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Provincial a través de sus Jurisdicciones o Entidades.

Sin perjuicio de lo expuesto, las dependencias y entes que componen el Sector Público Financiero están obligadas a someterse al control jerárquico de la Administración Provincial de acuerdo a lo que dispongan sus Leyes orgánicas y la Ley de Ministerios y tienen el deber de información sobre su situación económica, financiera y patrimonial de acuerdo a la reglamentación que disponga el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º.– La Administración de la Hacienda del Sector Público Provincial no financiero estará compuesta por los siguientes sistemas:

A– Sistemas de Administración Financiera.

I. Presupuesto

II. Tesorería y Gestión Financiera

III Crédito Público

IV. Contabilidad.

V. Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales.

B. Sistemas de Administración de Bienes y Servicios.

I. Administración de Bienes y Servicios.

II. Recursos Humanos, Función Pública y organización administrativa.

III. Inversión Pública.

C. Sistemas de Administración de Recursos Informáticos.

I. Administración de Recursos Informáticos.

Los subsistemas estarán a cargo de Unidades Rectoras Centrales que dependerán directamente del órgano que ejerza la fijación de políticas, la coordinación y supervisión de los mismos.

Facúltase al Poder Ejecutivo como administrador de los distintos Sistemas y Subsistemas creados por la presente Ley, a disponer que cada Unidad Rectora Central pueda ejercer las competencias de más de un subsistema conforme a razones de oportunidad, eficiencia y especialmente contracción del gasto público.

Artículo 7º.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas será el responsable de la coordinación, supervisión y mantenimiento de los sistemas y subsistemas contemplados en el artículo 6 de esta Ley y que integran la Administración de la Hacienda Pública.

Artículo 8º.– El control interno de la Hacienda Pública estará a cargo de la Sindicatura General de la Provincia y el externo corresponderá al Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 9º.– Los criterios metodológicos básicos de esta Ley, que deben tenerse presente para su interpretación y reglamentación son los siguientes:

a) Interrelación sistémica.

b) Centralización normativa a cargo de las Unidades Rectoras Centrales, mediante la definición de objetivos, elaboración de pautas, metodología y procedimientos generales. Las Unidades Rectoras Centrales actuarán bajo la supervisión de la autoridad mencionada en el Art.7.

c) Descentralización operativa, asignando a las unidades operativas periféricas de cada Poder, Jurisdicción y Entidad la ejecución de los subsistemas que establece la presente Ley de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo y la consiguiente responsabilidad para todas ellas de cumplir con esta Ley, su reglamentación y las normas técnicas que emitan los respectivos órganos rectores.

Artículo 10.– En cada uno de los Poderes, Jurisdicciones y Entidades funcionará un Servicio Administrativo–Financiero cuya organización, competencia y unidades dependientes serán establecidas por el reglamento de esta Ley. Las unidades operativas periféricas que integren dicho Servicio mantendrán relación directa y funcional con las Unidades Rectoras Centrales de los respectivos subsistemas, a través de la máxima autoridad del mencionado Servicio y serán responsables de cumplimentar con la descentralización operativa de los subsistemas normados. Cuando las características del Organismo así lo requiera se podrá crear más de un Servicio Administrativo–Financiero en un determinado Poder, Jurisdicción o Entidad.

Artículo 11.– La denominación otorgada en la presente Ley a las Unidades Rectoras Centrales de los Subsistemas podrá modificarse en el futuro, por el Poder Ejecutivo, siempre que responda a las competencias específicas de cada uno.

Título II: Sistemas de Administración Financiera.

Capítulo I – Presupuesto

Sección I – Definición del Subsistema

Artículo 12.– El presente capítulo establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de los Poderes, Jurisdicciones y Entidades que conforman la Hacienda Pública. 

El Presupuesto es el instrumento constitucional de órdenes, límites, garantías, competencias y responsabilidades de toda la Hacienda Pública, que expone los recursos calculados y su correspondiente aplicación, mostrando los resultados económicos y financieros esperados, la producción de bienes y servicios a generar y los recursos humanos a utilizar.

Sección II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 13.– El ejercicio económico–financiero del Sector Público Provincial comenzará el primero de enero y terminará el treinta y uno de diciembre de cada año.

Artículo 14.– El Presupuesto de Recursos contendrá la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital, representen o no entradas de dinero efectivo al Tesoro. Las denominaciones de los diferentes rubros de recursos deben ser lo suficientemente específicas como para identificar las respectivas fuentes de financiamiento.

Para la Administración Central, se considerarán como recursos del ejercicio todos aquellos que se prevén recaudar durante el período en cualquier organismo, oficina o agencia autorizadas a percibirlos, con independencia de la fecha en que se origine la obligación de pago o la liquidación.

Para los Organismos Descentralizados la reglamentación determinará el criterio para el cálculo del presupuesto de ingresos, el que deberá ser determinado según el tipo de recursos que perciba.

El sector empresas y otros entes seguirán el criterio de lo devengado para el cálculo de los recursos.

El presupuesto de gastos contendrá todos los gastos corrientes y de capital a ser financiados mediante impuestos nacionales y provinciales, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, endeudamiento público y precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios de la Administración Provincial. Utilizará la técnica más adecuada para formular y exponer la producción pública.

Todo gasto que se devengue en el período deberá contar previamente con el registro de su respectivo compromiso, salvo en aquellos casos en donde ambas etapas se registren en forma simultánea. A los fines de la presente ley se consideraran gastos del ejercicio todos aquellos créditos que se devenguen en el período, se traduzcan o no en salidas efectivas de dinero.

Las operaciones de financiamiento comprenderán todas las fuentes y aplicaciones financieras que se originen durante el ejercicio financiero.

Son fuentes financieras las que provengan de la disminución de activos financieros y de incrementos de pasivos.

Por aplicaciones se entenderá los incrementos de activos financieros y la disminución de pasivos.

Artículo 15.– Cuando en los presupuestos de las Jurisdicciones y Entidades Públicas se incluyan créditos para contratar obras o adquirir bienes y servicios, cuyo plazo de ejecución exceda al ejercicio financiero, se deberá incluir en los mismos información sobre los recursos invertidos en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y sobre el monto total del gasto, así como los respectivos cronogramas de ejecución física.

La aprobación legislativa del presupuesto que contenga esta información implicará la autorización expresa para contratar hasta su monto total, de acuerdo a las modalidades vigentes.

Sección III – Organización

Artículo 16.– La Dirección General de Presupuesto será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Presupuesto” de la Hacienda Pública del Sector Público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la Administración Pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 17.– La Dirección General de Presupuesto tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la formulación de las pautas presupuestarias basadas en la política financiera que, para el Sector Público, elabore el Poder Ejecutivo;

b) Dictar las normas técnicas para la formulación, programación de la ejecución, modificaciones y evaluación de los presupuestos de la Administración Provincial, en forma conjunta con los demás órganos creados por la presente ley cuando corresponda;

c) Analizar los anteproyectos de presupuesto y proponer los ajustes que considere necesarios;

d) Formular, en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del sistema de Inversión Pública, y proponer al Órgano Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera los aspectos financieros del Plan Provincial de Inversión Pública;

e) Preparar el proyecto de ley del presupuesto general y fundamentar su contenido;

f) Formular la programación de la ejecución presupuestaria en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Tesorería y Gestión Financiera;

g) Intervenir en las modificaciones al presupuesto, mediante el análisis y evaluación de la ejecución y del avance físico;

h) Evaluar la ejecución de los presupuestos, aplicando las normas y criterios establecidos por esta ley, su reglamentación y las normas técnicas respectivas;

i) Asesorar, en materia presupuestaria, a todos los organismos del sector público regidos por esta ley y difundir los criterios básicos para compatibilizar el sistema presupuestario de los Municipios y Comunas;

j) Las demás que le confiera la presente ley y su reglamentación.

Seción IV –Estructura de la Ley de Presupuesto

Artículo 18.–El presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos comprenderá a los Poderes, Jurisdicciones, Entidades y Organismos que integran la Administración Provincial y debe contener la totalidad de los ingresos y gastos previstos para el ejercicio, así como las operaciones de financiamiento. Estos conceptos deben figurar por separado y por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí.

Adicionalmente el Proyecto de Ley de Presupuesto debe especificar:

1) El número de cargos de la planta de personal y horas cátedras;

2) El resultado económico y financiero de las transacciones programadas para ese período en sus cuentas corrientes y de capital;

3) Los resultados físicos esperados en la producción programada de bienes y servicios;

4) El cupo máximo de recursos a afectar por exenciones impositivas. A tal fin junto con el Proyecto de Ley de Presupuesto se debe presentar un cuadro anexo por el total de recursos discriminados por tipo y clase, detallando para cada uno el monto con y sin exenciones impositivas;

5) Los presupuestos de las Empresas y Otros Entes Públicos, en un anexo.

Los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo cuando requieran para su financiamiento aportes del Tesoro o la garantía de la provincia para su endeudamiento. Asimismo, cuando el Poder Legislativo lo considere oportuno, puede solicitar que en el referido anexo se incluya a otras empresas y entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.

La metodología de elaboración y exposición en el mencionado anexo deberá respetar las previstas en la presente Ley, en su Sección IX.

Artículo 19.– La Ley de Presupuesto no podrá contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar Leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos; ni cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por Leyes específicas.

Las disposiciones contenidas en la presente Ley no serán alteradas por la Ley de Presupuesto, constituyendo las mismas, normas complementarias que regirán para cada ejercicio financiero.

Artículo 20.– El presupuesto adoptará la estructura que demuestre el cumplimiento de las funciones del Estado, políticas, planes, programas de acción y producción de bienes y servicios de los Organismos de la Hacienda Pública, así como la incidencia económica y financiera de los gastos y recursos, la vinculación de los mismos con sus fuentes de financiamiento y la distribución geográfica de los gastos previstos 

El mismo deberá contener, como mínimo, las siguientes informaciones:

a) Cálculo de recursos de la Administración Central y de cada uno de los Organismos Descentralizados, clasificados por rubros;

b) Presupuesto de gastos de cada una de las Jurisdicciones y de cada Organismo Descentralizado, los que identificarán la producción de bienes y servicios y los créditos presupuestarios;

c) Créditos presupuestarios asignados a cada uno de los proyectos de inversión que se prevén ejecutar;

d) Resultados de las cuentas de ahorro e inversión para la Administración Central, para cada Organismo Descentralizado y para el total de la Administración Provincial.

e) Expondrá el déficit o superávit del ejercicio.

La reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias que serán utilizadas como así también el alcance y la modalidad de la información de producción de bienes y servicios.

Sección V – Formulación y Aprobación

Artículo 21.– El Poder Ejecutivo fijará anualmente los lineamientos generales para la formulación del proyecto de Ley de Presupuesto en el marco de los planes y políticas provinciales.

Sobre la base de los anteproyectos preparados por las unidades operativas periféricas presupuestarias y elevados a la Dirección General de Presupuesto por los titulares de las Jurisdicciones y Entidades, el Organo Rector confeccionará el proyecto, previa realización de los ajustes que resulte necesario introducir.

El Poder Ejecutivo remitirá el proyecto definitivo a la Legislatura, aprobado por decreto dictado en acuerdo de ministros.

Artículo 22.– El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones. La distribución analítica del presupuesto de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiera su ejecución, estará a cargo del Poder Ejecutivo.

Artículo 23.– El Poder Ejecutivo presentará, conjuntamente con el proyecto de presupuesto, proyecciones de recursos y gastos para, por lo menos, los próximos 3 (tres) años. Dichas proyecciones contendrán como mínimo:

a) Programa de inversiones del período.

b) Programación de operaciones de crédito provenientes de organismos multilaterales.

c) Metas de recaudación

Artículo 24.– Presentado el proyecto de Presupuesto General a la Legislatura, cualquier modificación que se conceptúe indispensable introducir desde la fecha de su remisión y antes de su sanción, motivará un pronunciamiento expreso del Poder Ejecutivo, que será comunicado a la Legislatura, acompañando los elementos de juicio que permitan apreciar las situaciones que la fundamenten.

Artículo 25.– Si al comenzar el año financiero no se hubiera sancionado el presupuesto general, regirá el que estaba en vigencia al cierre del ejercicio anterior, con excepción de los créditos y recursos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha. Deberán incluirse los créditos indispensables para el servicio de la deuda del nuevo ejercicio y el saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el presupuesto prorrogado.

El Poder Ejecutivo podrá limitar el uso de determinados créditos, sin que se resientan los servicios, hasta la sanción del nuevo presupuesto. Dicha limitación deberá ser realizada en base a la proyección de recursos para el nuevo ejercicio.

Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto o fueran insuficientes, se dispondrán las modificaciones pertinentes para su regularización, con comunicación al Poder Legislativo.

Las jurisdicciones y entidades del Sector Público Provincial quedan obligadas a ejecutar el gasto desagregándolo hasta el nivel que contempla el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado, aunque la distribución analítica de créditos prevea un nivel más agregado de asignación de crédito.

La metodología para introducir ajustes por parte del Poder Ejecutivo al presupuesto que estuvo en vigencia el año anterior, para la administración central y de los organismos descentralizados, debe prever como mínimo:

1. En los presupuestos de recursos:

a) Eliminar los rubros de recursos que no puedan ser recaudados nuevamente;

b) Suprimir los ingresos provenientes de operaciones de crédito público autorizadas, en la cuantía en que fueron utilizadas;

c) Excluirá los excedentes de ejercicios anteriores correspondientes al ejercicio financiero anterior, en el caso que el presupuesto que se está ejecutando hubiera previsto su utilización;

d) Incluirá los recursos provenientes de operaciones de crédito público en ejecución, cuya percepción se prevea ocurrirá en el ejercicio.

2. En los presupuestos de gastos:

a) Eliminará los créditos presupuestarios que no deban repetirse por haberse cumplido los fines para los cuales fueron previstos;

b) Incluir los créditos presupuestarios indispensables para el servicio de la deuda y las cuotas que se deban aportar en virtud de compromisos por mutuos preexistentes.

c) Incluirá los créditos presupuestarios indispensables para asegurar la continuidad y eficiencia de los servicios;

La reglamentación determinará metodologías adicionales a las expuestas sin alterar los criterios enunciados.

Artículo 26.– A los fines de interpretar lo dispuesto por el último párrafo del Artículo 55, inciso 8º de la Constitución Provincial, deberá entenderse por partidas ordinarias a las autorizaciones de gastos para atender la continuidad de los servicios que impliquen habitualidad y permanencia o la continuación de obras en curso de ejecución.

Sección VI – Normas de Modificaciones Presupuestarias

Artículo 27.– Toda ley que autorice gastos no previstos en la Ley de Presupuesto deberá señalar sus fuentes específicas de financiamiento o la pertinente autorización para la utilización del crédito. La ejecución del gasto autorizado por dicha ley sólo podrá hacerse efectiva desde el momento en que se produzca la efectiva recaudación del recurso.

En los supuestos que el Poder Ejecutivo se encuentre impedido de ejecutar lo establecido en las leyes antes mencionadas, deberá informar fundadamente a la Legislatura las razones de tal imposibilidad conjuntamente con el siguiente Mensaje de Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos.

Artículo 28.– El Poder Ejecutivo podrá disponer la incorporación al presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o emergencia social que requieran la inmediata atención del Estado.

Estas disposiciones serán adoptadas ad referéndum del Poder Legislativo y comunicadas en el mismo acto en que se disponen, con los antecedentes que sustentan la decisión.

Artículo 29.– Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer:

a) La distribución analítica de los créditos del presupuesto sancionado;

b) La habilitación de los créditos cuando se correlacionen con la incorporación de recursos que surjan de aplicación de leyes provinciales;

c) La habilitación de los créditos para la atención de leyes, decretos y convenios que adhiera o formalice con el Estado Nacional y hasta los montos que este último disponga;

d) La habilitación de los créditos para atender servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, hasta las sumas que se perciben como retribución de los mismos;

e) La modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados, siempre que no aumente el aporte de la administración central para cubrir su déficit;

f) La transferencia de horas cátedra a cargos docentes y viceversa, siempre que no se altere la relación de costos.

Artículo 30.– Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en autoridad competente hasta el rango de Subsecretario la decisión de efectuar modificaciones presupuestarias compensadas entre los créditos asignados en la clasificación programática y en las distintas funciones dentro de la respectiva finalidad. Esta facultad se hace extensiva al momento en el cual se distribuye el crédito del presupuesto aprobado por ley anual de presupuesto, el cual puede ser distribuido a las Jurisdicciones y entidades a un nivel más agregado al que el clasificador de cuentas presupuestarias contempla para su ejecución.

El régimen de modificaciones solo corresponderá aplicarlo cuando sea necesario modificar créditos por sobre el límite aprobado por el decreto analítico de distribución del presupuesto, aunque la ejecución deba realizarse respetando el máximo nivel de desagregación que contemple el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado.

Artículo 31.– Autorízase a ambas Cámaras de la Legislatura Provincial para reajustar los créditos de sus presupuestos jurisdiccionales, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo Provincial, las modificaciones que dispusieran. Tales modificaciones sólo podrán autorizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados, sin más restricciones que las que determina esta Ley en forma expresa.

Artículo 32.– Autorízase a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia para reajustar los créditos de su presupuesto jurisdiccional debiendo comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados sin más restricciones que las que esta Ley les asigne y sin originar aumentos automáticos para ejercicios futuros ni incrementos en las remuneraciones individuales, sobreasignaciones u otros conceptos análogos de gastos en personal o compensaciones o reintegros en favor del mismo, excepto cuando el Poder Ejecutivo Provincial le otorgue un refuerzo presupuestario para financiar mejoras salariales o para creación de cargos por un período menor a doce (12) meses.

El Poder Ejecutivo Provincial, junto con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial enviará a la Legislatura el anteproyecto preparado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, acompañando los antecedentes respectivos cuando las estimaciones efectuadas por dicha Corte no coincidan con las del proyecto general.

Artículo 33.– No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos, ni podrán funcionar en el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales desde la puesta en vigencia de la presente ley, con excepción de:

a) los provenientes de operaciones de crédito público,

b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado Provincial con destino específico,

c) los que por Leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del recurso.

d) los que por Leyes especiales de carácter provincial sean extraordinarios y estén destinados a atender gastos de carácter no permanente, o aquellos destinados a dar participación a Municipalidades y Comunas.

e) los que constituyan recursos propios de los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos.

Quedarán derogadas de las disposiciones legales vigentes, las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las Leyes Anuales de Presupuesto cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente.

Artículo 34.– Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la apropiación durante el ejercicio al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que excedan los gastos que se preveía atender con ellos, en el período mencionado, en caso que no exista la necesidad de incrementar tales gastos.

Artículo 35.– En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas, siempre que los recursos se recauden y figuren en su totalidad.

Siempre que existan mayores ingresos que los calculados en rubros de recursos previstos en clasificador de cuentas presupuestarias, autorízase a incrementar el presupuesto vigente de forma compensada con tal nivel de aumento, el que se hará conforme a las siguientes prioridades:

a) a la reducción de déficits presupuestarios;

b) en el caso de no ser necesario aplicarlo a lo dispuesto en el inciso anterior, se destinará a la disminución de la deuda pública.

Superadas estas prioridades se aplicará a los conceptos de gastos que el Poder Ejecutivo determine para ese ejercicio financiero con comunicación al Poder Legislativo dentro de los 5 (cinco) días.

Artículo 36.– Las facultades conferidas al Poder Ejecutivo en este Capítulo alcanzan a los Poderes Legislativo y Judicial excluidas las excepciones previstas en presente ley.

Sección VII: Programación de la ejecución presupuestaria

Artículo 37.– A los fines de garantizar una correcta ejecución de los presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todos los Poderes, jurisdicciones y entidades deberán programar, para cada ejercicio, la ejecución financiera y física ( entendida esta última como la de objetivos y metas), cuando así correspondiere, de los presupuestos, siguiendo las normas que fijará la reglamentación y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten las Unidades Rectoras Centrales de los subsistemas presupuestario y de tesorería.
El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por las Unidades Rectoras Centrales en la forma y para los períodos que se establezcan, no podrá ser superior al nivel de los ingresos previstos durante el ejercicio. 

Sección VIII: Evaluación presupuestaria

Artículo 38.– La Dirección General de Presupuesto evaluará la ejecución de los presupuestos de la administración provincial, tanto en forma periódica durante el ejercicio, como al cierre del mismo de acuerdo a lo que establezca la reglamentación.

Con base en la información que señala el párrafo anterior, en la que suministre el sistema de Contabilidad y otras que se consideren pertinentes, la Dirección General de Presupuesto realizará un análisis crítico de los resultados financieros y físicos, cuando así correspondiere, obtenidos y de los efectos producidos por los mismos, interpretarán las variaciones operadas con respecto a lo programado, procurarán determinar sus causas y prepararán informes con recomendaciones para las autoridades superiores y los responsables de los organismos afectados.

Sección IX: Del presupuesto de empresas públicas y otros entes

Artículo 39.– Los directorios o máxima autoridad ejecutiva de las empresas y otros entes públicos, aprobarán el proyecto de presupuesto anual de su gestión y lo remitirán a la Dirección General de Presupuesto, en la fecha que estipule la reglamentación. Los proyectos de presupuesto deberán expresar:

a) Las políticas generales y los lineamientos específicos que, en materia presupuestaria, establezca el órgano coordinador de los sistemas de administración financiera y la autoridad de la jurisdicción correspondiente;

b) Los planes de acción, programas y principales metas, nivel de gastos clasificados por rubros y su financiamiento a un nivel de detalle que permita identificar las respectivas fuentes, el plan de inversiones, el presupuesto de caja, los recursos humanos a utilizar y que permitan establecer los resultados operativo, económico y financiero a través de la cuenta ahorro – inversión – financiamiento previstos para la gestión respectiva.

Artículo 40.– Los proyectos de presupuesto de financiamiento y de gastos deben estar formulados utilizando el momento del devengado de las transacciones como base contable.

Artículo 41.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas analiza los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes y prepara un informe destacando si los mismos encuadran en el marco de las políticas, planes y estrategias fijados para este tipo de instituciones, aconsejando los ajustes a practicar en el proyecto de presupuesto si, a su juicio, la aprobación del mismo sin modificaciones puede causar un perjuicio patrimonial al Estado o atentar contra los resultados de las políticas y planes vigentes.

Artículo 42.– Los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes públicos, acompañados del informe mencionado en el artículo anterior, deben ser sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial, de acuerdo con las modalidades y los plazos que establezca la reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial los aprobará, en su caso con los ajustes que considere convenientes, previo a su inclusión en el anexo de ley respectivo.

Si las empresas y otros entes públicos no presentaren sus proyectos de presupuesto en el plazo previsto, la Dirección General de Presupuesto los elaborará de oficio y los someterá a consideración del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 43.– Los representantes estatales que integran los órganos de las empresas y otros entes públicos, estatutariamente facultados para aprobar los respectivos presupuestos, deben proponer y votar el presupuesto aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 44.– El Poder Ejecutivo Provincial debe elevar al Poder Legislativo, juntamente con el proyecto de presupuesto general de la Administración Provincial, los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que señala el Artículo 39.

Los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo cuando el Tesoro deba financiar su déficit, cuando requieran garantía de la provincia para su endeudamiento o cuando el mencionado Cuerpo solicite que se las incluya en el anexo del proyecto de ley. En todos los otros casos será obligación del Poder Ejecutivo aprobarlos.

Artículo 45.– El Poder Ejecutivo Provincial debe publicar en el Boletín Oficial y en la página oficial en Internet, o en la red que la reemplace, una síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos.

Artículo 46.– Las modificaciones a realizar a los presupuestos de las empresas y otros entes públicos durante su ejecución y que impliquen el deterioro de los resultados operativo o económico previstos, alteración sustancial de la inversión programada, o el incremento del endeudamiento autorizado, deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo Provincial, previa opinión de la Dirección General de Presupuesto, salvo en los casos de presupuestos que hubieren sido aprobados por la Legislatura, en cuyo caso serán aprobadas ad referéndum del Poder Legislativo y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 47.– En el marco del artículo anterior y con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto, las empresas y otros entes públicos establecerán su propio sistema de modificaciones presupuestarias.

Artículo 48.– Al finalizar cada ejercicio financiero, las empresas y sociedades procederán al cierre de cuentas de su presupuesto de financiamiento y de gastos e informarán al Poder Ejecutivo, quien lo incorporará a la cuenta de inversión del ejercicio.

Artículo 49.– Se prohibe a las entidades del Sector Público realizar aportes o transferencias a empresas y otros entes públicos cuyo presupuesto no esté aprobado en los términos de esta ley, requisito que también será imprescindible para realizar operaciones de crédito público.

Capítulo II – Tesorería y gestión financiera

Sección I – Definición del subsistema

Artículo 50.–“Tesorería y Gestión Financiera” es el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos por medio de los cuales se llevan a cabo los procesos de recaudación, planificación y ejecución de ingresos y efectivización de pagos que conforman el flujo financiero del sector público provincial. Comprende asimismo la tenencia y custodia de las disponibilidades que resulten.

Sección II – Normas técnicas comunes

Artículo 51.– Facúltase al Poder Ejecutivo a emitir letras, pagarés o medios sucedáneos de pago cuyo reembolso se produzca dentro del ejercicio, hasta el monto que para operaciones de corto plazo fije anualmente la Ley de Presupuesto.

Las operaciones que superen el ejercicio financiero, sin ser reembolsadas, se considerarán operaciones de crédito público y deberá cumplirse con los requisitos previstos en el Capítulo III de este Título.

Artículo 52.– Los Poderes, jurisdicciones y entidades que conforman la hacienda pública, podrán autorizar el funcionamiento de fondos rotatorios y/o cajas chicas, con el régimen y los límites que establezca la reglamentación, previa intervención de la Contaduría General de la Provincia y de la Tesorería General de la Provincia. A estos efectos, las unidades periféricas operativas de tesorería correspondientes podrán entregar los fondos necesarios con carácter de anticipo, formulando el cargo correspondiente a sus receptores conforme la reglamentación que establezca la Unidad Rectora Central del sistema.

Artículo 53.– El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera instituirá un sistema de cuenta única o mantendrá el fondo unificado, según lo estime conveniente, que le permita disponer de las existencias de caja de todos los Poderes, Jurisdicciones y Entidades de la Hacienda Pública en el porcentaje que determine la reglamentación el que no podrá ser menor al que establece la Ley 8973.

Artículo 54.– El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera dispondrá la devolución a la Tesorería General de la Provincia de las sumas acreditadas en las cuentas de los Poderes, jurisdicciones y entidades del sector público no financiero, cuando éstas se mantengan sin utilización por un ejercicio financiero. En estos casos se procederá a notificar y posteriormente a disponer el cierre de aquellas cuentas bancarias que no hayan tenido movimiento durante un año y a transferir a las cuentas de la Tesorería General de la Provincia las sumas acreditadas en dichas cuentas oficiales. A tal fin se creará el Padrón de Cuentas Corrientes Oficiales que abarque a todas las instituciones del sector público provincial. El mencionado Padrón será administrado por la Tesorería General de la Provincia.

Artículo 55.– Al finalizar cada ejercicio financiero los depósitos existentes a la orden de los jueces de jurisdicción penal en concepto de fianzas cumplidas o prescriptas y demás importes que no tengan un destino especial, deberán ser transferidos por el Poder Judicial a la cuenta de rentas generales de la Provincia.

Artículo 56.– No podrán abrirse cuentas al margen del presupuesto con excepción de las “Cuentas de Terceros” que registrarán los ingresos y egresos por depósitos, pagos o devoluciones en los que la hacienda pública actúa como agente de retención, intermediario o depositario.

Artículo 57.– Prohíbese a los agentes pagadores a efectuar descuentos, quitas o retenciones que no hubieren sido autorizadas por el Poder Ejecutivo o autoridad competente.

Artículo 58.– En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuere obligado a pagar, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del Tesoro sin requerir previamente el pago a la Fiscalía de Estado. Este órgano deberá responder al juzgado dentro del término de 30 (treinta) días, informando la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida de acuerdo a las previsiones presupuestarias y a lo que disponga la Ley de Presupuesto.

En caso que la partida presupuestaria del ejercicio haya sido totalmente comprometida la deuda será presupuestada total o parcialmente en el ejercicio siguiente.

Sección III – Organización

Artículo 59.– La Tesorería General de la Provincia será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Tesorería y Gestión Financiera” de la hacienda del sector público provincial no financiero y estará a cargo de un Tesorero General y un Subtesorero General.

Para ejercer el cargo de Tesorero y Subtesorero General de la Provincia se requerirá título universitario en algunas de las ramas de las ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Tesorero General y el Subtesorero General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 60.– La Tesorería General de la Provincia tendrá las siguientes competencias:

a) Normatizar los procedimientos de la administración de fondos de la Administración Provincial, implementando un sistema de registración de cargos y descargos que deban formularse a los responsables y a sí mismo, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;

b) Elaborar conjuntamente con la Dirección General de Presupuesto la programación de la ejecución del presupuesto de la Administración Provincial;

c) Programar el flujo de fondos y elaborar el presupuesto de caja de la Administración Provincial;

d) Centralizar los recursos de la administración central aplicando el criterio de la unidad de caja;

e) Disponer los pagos en base a los cronogramas establecidos;

f) Administrar el Fondo Unificado de Cuentas Oficiales o el sistema de Cuenta Única.

g) Emitir letras a corto plazo, pagarés u otros medios sucedáneos de pago en las condiciones previstas en el art. 51 de la ley;

h) Ejercer la supervisión de las unidades operativas periféricas de tesorerías centralizadas y descentralizadas, sus registros y los movimientos bancarios de sus cuentas;

i) Custodiar los títulos, fondos y valores;

j) Proponer medios de pago y evaluar alternativas de cancelación de obligaciones;

k) Disponer inversiones temporarias de fondos inmovilizados; e intervenir, emitiendo opinión técnica previa, en las inversiones temporarias de fondos inmovilizados de las diferentes jurisdicciones y entidades;

l) Normar sobre las condiciones de titularidad y uso de las cuentas bancarias oficiales, autorizar la apertura de las mismas, revisar la validez y uso de las existentes, y ordenar su cierre cuando corresponda;

m) Controlar la emisión, distribución e inutilización de los valores fiscales;

n) Conformar el presupuesto de caja de las entidades, supervisar su ejecución y asignar las cuotas de transferencias que éstos perciban de acuerdo con la Ley de Presupuesto;

ñ)
Todas las demás funciones que en el marco de la presente ley le adjudique la 
reglamentación.

Capítulo III – Subsistema de Crédito Público

Sección I – Definición del Subsistema

Artículo 61.– Se entiende como Subsistema de “ Crédito Público” al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan las acciones y operaciones tendiente a la obtención y cancelación de financiamiento interno y externo, incluido el proceso previo de evaluación y dictamen de factibilidad para la concreción y aplicación de la toma de créditos internos y externos en el marco expresado en la Constitución Provincial.

Artículo 62.– El endeudamiento resultante de las operaciones de crédito público deberá estar destinado exclusivamente a las contrataciones de obras, bienes y servicios vinculadas a inversiones en infraestructura económica–social reproductivas, la atención de casos excepcionales de evidente necesidad o gravedad o emergencia financiera extraordinaria; la refinanciación de pasivos del sector público provincial; la ejecución de programas de transformación de su administración; y la realización de gastos directamente relacionados con la ejecución y administración de las citadas operaciones.

Sección II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 63.– El endeudamiento que resulte de las operaciones de crédito público se denominará deuda pública y puede originarse en:
a) La emisión y colocación de títulos, bonos u obligaciones de largo y mediano plazo, constitutivos de un empréstito;

b) La emisión y colocación de letras de Tesorería y la emisión de pagarés u otros medios sucedáneos de pago, cuyo vencimiento supere el ejercicio financiero;

c) La contratación de préstamos con instituciones financieras nacionales, extranjeras o internacionales; u otras instituciones u organismos que tengan facultad para realizar estas operaciones;

d) La contratación de obras, servicios o bienes cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente; siempre y cuando los conceptos que se financien se hayan devengado anteriormente y documentado a través de los medios de pago o financiamiento o que se establecen en los incisos a), b), o c) del presente artículo;

e) El otorgamiento de avales, fianzas y garantías, cuyo vencimiento supere el período del ejercicio financiero; la que no se considerará a los efectos del cómputo del Artículo 73;

f) La consolidación, conversión y renegociación de deudas.

No se considera deuda pública:

a) La deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio, 

b) La emisión de letras, pagarés u otros medios sucedáneos de pago cuando se cancelen dentro del ejercicio.

Artículo 64.– La deuda pública Provincial se clasifica en directa e indirecta, interna y externa. La presente diferenciación deberá ser considerada a los efectos de la clasificación presupuestaria.

Deuda pública directa es aquella asumida por la administración provincial en calidad de deudor principal. Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública, distinta de la administración provincial, pero que cuenta con su aval, fianza o garantía.

Deuda pública interna es aquella contraida con personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en la República Argentina y cuyo pago es exigible dentro del territorio nacional.
Se entiende por deuda pública externa, aquella contraida con otro Estado u organismo internacional o con cualquier otra persona física o jurídica sin residencia ni domicilio en la República Argentina y cuyo pago puede ser exigible fuera de su territorio.
Artículo 65.– El Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público. Sin esta autorización ninguna jurisdicción del Poder Ejecutivo, empresa u otro ente público podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido. 

Artículo 66.– Los Poderes, jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial no podrán formalizar ninguna operación de crédito público que no esté contemplada en la Ley de Presupuesto del año respectivo o en una Ley específica, salvo el caso establecido en el Art. 69.

La Ley Anual de Presupuesto o la Ley específica debe indicar como mínimo las siguientes características de las operaciones de crédito público autorizadas:


Tipo de deuda; discriminando en directa o indirecta;

Monto máximo autorizado para la operación;

Plazo mínimo de amortización;

Destino del financiamiento.
El Poder Ejecutivo podrá efectuar modificaciones a las características detalladas en la Ley de Presupuesto a los efectos de adecuarlas a las condiciones imperantes en los mercados y/ o mejorar el perfil de la deuda pública. Dichas modificaciones deberán ser comunicadas al Poder Legislativo en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 67.– El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera fijará las características y condiciones no previstas en esta Ley, para las operaciones de crédito público que se realicen en la hacienda pública.

Artículo 68.– Los avales, fianzas o garantías de cualquier naturaleza, que el Poder Ejecutivo otorgue a personas físicas o jurídicas ajenas a este sector, deberán contar con autorización legislativa en la Ley de Presupuesto o por Ley específica.

Iguales requisitos legales regirán para la Cesión en Garantía de recursos propios o provenientes del Régimen de Coparticipación Federal Ley 23.548, o el que en el futuro lo reemplace, cuando el Estado se garantice a sí mismo.

Artículo 69.– El Poder Ejecutivo podrá realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública mediante su consolidación, conversión o renegociación, en la medida que ello genere un mejoramiento de los montos, plazos o intereses de las operaciones originales y no implique un incremento del monto adeudado.

Artículo 70.– Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente Ley son nulas y sin efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal de quienes las realicen.

Artículo 71.– El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera tendrá la facultad de redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público, siempre que así lo permitan las condiciones de operación respectiva y las normas presupuestarias.

Artículo 72.– Los presupuestos de las entidades deberán formularse previendo los créditos necesarios para atender el servicio de la deuda. En el caso de que las entidades no cumplan en término con el pago del servicio de la deuda, el Poder Ejecutivo debe arbitrar las medidas pertinentes para que se cumpla con la obligación, pudiendo incluso, debitar de las cuentas bancarias de las entidades que no cumplan en término el monto de dicho servicio y proceder al pago directamente, cuando ello fuere procedente. 

Sección III – Reglamentación del Precepto Constitucional del Artículo 55 inciso 12º

Artículo 73.– Se entenderá como “servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos” a la sumatoria de la amortización del capital, interés, eventuales actualizaciones del capital y comisiones provenientes del endeudamiento contraído en el marco de esta Ley.

Inicialmente se considerarán en el concepto precedente los servicios provenientes de deudas similares contraidas con anterioridad a la vigencia de esta Ley.

Se entenderá como “no puede comprometer más de la cuarta parte de la renta provincial” a la relación existente al cierre del ejercicio financiero anterior entre los conceptos involucrados en el primer párrafo y el conjunto de los recursos recaudados, excluidos los de capital y los obtenidos del financiamiento, de la totalidad de la Administración Provincial.

Sección IV – Organización

Artículo 74.– La Dirección General de Crédito Público será la Unidad Rectora Central del Subsistema de “Crédito Público” de la hacienda pública del sector público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 75.– La Dirección General de Crédito Público tendrá las siguientes competencias:

a) Participar administrativamente en la elaboración de las políticas de financiamiento del gasto público en base a técnicas de crédito público, endeudamiento u otras;

b) Organizar un sistema de información sobre el mercado de capitales y las ofertas de financiamiento disponibles;

c) Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar las operaciones de endeudamiento cierto (títulos, bonos, préstamos, empréstitos), cuya exigibilidad exceda el ejercicio financiero en el que se generan;

d) Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar las operaciones de endeudamiento potencial (fianzas, avales y garantías);

e) Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar la consolidación, novación y compensación de la totalidad de los pasivos. Involucra también la compensación de créditos con organismos provinciales, nacionales y municipales;

f) Normar y participar en los procedimientos de emisión, colocación y rescate de empréstitos;

g) Participar en la negociación, contratación y amortización de préstamos;

h) Supervisar que los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de créditos, se apliquen a los fines específicos;

i) Mantener un registro actualizado del estado del crédito público, incluyendo las operaciones de financiamiento indirecto y las cesiones de derechos del Estado frente a terceros, incluida la coparticipación federal y de recursos propios, debidamente integrado al Subsistema de contabilidad;

j) Supervisar el cumplimiento de las obligaciones asumidas;

k) Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación del recupero de las obligaciones asumidas por el Tesoro Provincial en calidad de deudor indirecto;

l) Intervenir en todo lo referido a aportes reintegrables y no reintegrables y otros medios de financiamiento;

m) Efectuar las estimaciones y proyecciones presupuestarias del servicio de la deuda pública y ordenar su cumplimiento;

n) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Capítulo IV– Subsistema de Contabilidad

Sección I – Definición del Subsistema

Artículo 76.– Se entiende como Subsistema de “ Contabilidad” al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos técnicos utilizados para exponer los hechos y actos económicos y financieros que afecten o puedan afectar patrimonialmente al sector público, y que permitan medir el cumplimiento de los objetivos y metas de la administración.

Sección II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 77.– El método de registración contable deberá estar fundamentado en los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados, adaptados al sector público y basado en el principio de la partida doble.

El registro contable de las transacciones económicas y financieras deberá ser común, único, uniforme, integrado y aplicable a todos los organismos del sector público provincial. Deberá exponer, como mínimo, la ejecución presupuestaria, los movimientos y la situación del tesoro y la situación, composición y variaciones del patrimonio de las entidades públicas. Estará orientado a través de la estricta determinación de los costos a optimizar las operaciones públicas.

Todo acto o hecho económico o financiero deberá estar debidamente registrado y documentado. La reglamentación establece los criterios para la conservación y seguridad de los documentos.

Por medios informáticos se podrán generar comprobantes, procesar y transmitir documentos e informaciones y producir los libros Diario, Mayor y demás auxiliares.

Podrá acreditarse la veracidad de la instrumentación de la transacción pertinente y de la información registrada a través de la presentación de los archivos digitalizados o procesada por medios informáticos. La reglamentación establecerá los requisitos de seguridad y control del sistema, los que son supervisados por la Contaduría General.

Artículo 78.– Se entiende por ente contable:

1) la Administración Provincial, entendida como los poderes del Estado Provincial enumerados en los artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y a las jurisdicciones que la integran, excepto los organismos y entes contemplados en el artículo 4 inc. A.1.II, A 2. II, A.2.III y artículo 4° inciso B de la presente ley.

2) los organismos o entes con personalidad jurídica y patrimonio propio, aunque dependa funcionalmente de una jurisdicción o un poder. La Administración descentralizada se compone por todos los entes u organismos con personalidad jurídica, patrimonio propio e individualización presupuestaria, comprendiendo a los fines de esta Ley los enunciados en el Artículo 4 inc.) A.1.II , A.2.II y A.2.III

Sección III – Organización

Artículo 79.– La Contaduría General de la Provincia será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Contabilidad” de la hacienda pública del sector público no financiero y estará a cargo de un Contador y un Subcontador General.

Para ejercer el cargo de Contador y Subcontador General se requerirá título universitario en ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Contador General y el Subcontador General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 80.– La Contaduría General de la Provincia tendrá las siguientes competencias:

a) Prescribir la metodología contable a aplicar y la periodicidad, estructura y características de los estados contables que deba producir la hacienda pública del sector público no financiero, contemplando la naturaleza jurídica de cada ente;

b) Cuidar que los sistemas contables que prescriba puedan ser desarrollados e implantados por las entidades, conforme a su naturaleza jurídica, características operativas y requerimientos de información de su dirección;

c) Entender en la aplicación e interpretación de las normas relativas a la ejecución del presupuesto;

d) Asesorar y asistir a las entidades de la hacienda pública del sector público no financiero en la aplicación de las normas y metodologías que dicte;

e) Consolidar e integrar la contabilidad de la Administración Provincial;

f) Coordinar el funcionamiento de las unidades contables operativas periféricas de la administración central y de las entidades que integran el sector público provincial no financiero;

g) Realizar las operaciones de ajuste y cierre necesarias para producir anualmente los estados contables financieros que integran la Cuenta de Inversión;

h) Elaborar anualmente la Cuenta de Inversión del ejercicio anterior, que deberá presentarse por el Poder Ejecutivo a la Legislatura y en forma simultánea al Tribunal de Cuentas antes del 31 de mayo, del año inmediato siguiente a su ejecución;

i) Administrar el sistema de información financiera, que permita conocer la gestión de caja, financiera y patrimonial, así como los resultados operativos, económico y financiero de la Administración Central de cada entidad descentralizada y del sector público no financiero en su conjunto;

j) Coordinar con el órgano que resulte responsable del manejo de las relaciones con los Municipios y Comunas la elaboración del sistema de cuentas provinciales en lo pertinente a este Subsistema;

k) Entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera de la hacienda pública del sector público no provincial;

l) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Artículo 81.– La Contaduría General de la Provincia organizará y mantendrá en operación un sistema permanente de compensación de deudas intergubernamentales, que permita reducir al mínimo posible los débitos y créditos existentes entre las entidades de la hacienda pública. Se entiende por compensación de deudas intergubernamentales la que se efectúe entre los Poderes, jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial.

Sección IV – Normas para la Ejecución Presupuestaria y Cierre de Cuentas para la Administración Provincial

Artículo 82.– Los créditos del presupuesto de gastos, con los niveles de agregación aprobados por la Ley pertinente, constituyen el límite máximo de las autorizaciones disponibles para gastar.

Artículo 83.– El resultado financiero de la ejecución presupuestaria, se determinará comparando los gastos devengados con los recursos efectivamente recaudados. En función del signo negativo o positivo de esta ecuación se denominará déficit o superávit financiero respectivamente.

Artículo 84.– Los estados de ejecución presupuestaria de gastos deberán exponer las transacciones programadas en sus etapas del compromiso, devengado y pagado.

Artículo 85.– En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el compromiso implicará:

1. El origen de una relación jurídica con terceros, que pueda dar lugar en el futuro, a una eventual salida de fondos;

2. La aprobación, por parte de un funcionario competente, de la aplicación de recursos por un concepto, importe determinado y la tramitación administrativa cumplida;

3. La afectación preventiva del crédito presupuestario que corresponda, en razón de un concepto e importe determinado;

4. La identificación del sujeto con el que se establece la relación jurídica, así como la especie, cantidad de los bienes o servicios a recibir o en su caso, el concepto del gasto sin contraprestación.

No se podrá adquirir compromisos para los cuales no queden saldos disponibles de créditos presupuestarios, ni disponer de créditos para una finalidad distinta a la prevista.

La reglamentación establecerá los alcances, la modalidad y la unidad responsable del registro de la ejecución de créditos presupuestarios.

Los poderes del Estado determinarán, para cada uno de ellos, los límites cualitativos y cuantitativos, dentro de los cuales podrán contraer compromisos por sí, o por la competencia específica que asignen al efecto a los funcionarios de sus respectivas dependencias o entidades. La competencia así establecida será indelegable.

Artículo 86.– En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el devengado implica:

a) La afectación definitiva de los créditos presupuestarios producida por una modificación cuantitativa o cualitativa en la composición del patrimonio, de la respectiva jurisdicción o entidad.

b) El surgimiento de una obligación de pago por la recepción en conformidad de bienes, obras o servicios oportunamente contratados o, por haberse cumplido los requisitos administrativos dispuestos para los casos de gastos sin contraprestación.

c)
La liquidación del gasto y la simultánea emisión de la respectiva orden de pago.
d) En ningún caso se puede devengar un gasto que no haya sido comprometido salvo los casos en que la naturaleza del procedimiento haga ambas etapas simultáneas y la reglamentación así lo establezca.
Artículo 87.– A los fines de esta ley, se considera gastado un crédito y por lo tanto ejecutado el presupuesto de dicho concepto cuando queda afectado definitivamente al devengarse un gasto.

Artículo 88.– El pago refleja la cancelación de las obligaciones asumidas con terceros.

Artículo 89.– Los estados de ejecución presupuestaria de los recursos deberán exponer las transacciones programadas en sus etapas del devengado y recaudado, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.
Artículo 90.– En materia de ejecución del cálculo de recursos, el devengado es cuando por una relación jurídica se establece un derecho de cobro a favor de la administración provincial y simultáneamente una obligación de pago por parte de personas físicas o jurídicas.

Artículo 91.– Se produce la percepción o recaudación de recursos en el momento en que los fondos se ponen a disposición de una oficina recaudadora, de un agente del Tesoro o de cualquier funcionario facultado a recibirlos.

Artículo 92.– El presupuesto de recursos se considerará ejecutado en el momento en que se perciben o recaudan los mismos.

Artículo 93.– Las cuentas del presupuesto de recursos y gastos se cerrarán el 31 de diciembre de cada año. Después de esa fecha los recursos que se recauden se consideran del presupuesto vigente, con independencia de la fecha con la cual se origine la obligación de pago o liquidación de los mismos.

Con posterioridad al 31 de diciembre no pueden asumirse compromisos ni devengarse gastos con cargo al ejercicio que se cierra en esa fecha.

Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre se afectarán al ejercicio siguiente, imputando los mismos a los créditos disponibles para ese ejercicio.
El Poder Ejecutivo dispondrá como Obligación a Cargo del Tesoro de un crédito global de uso excepcional para financiar compromisos no devengados que carezcan de créditos presupuestarios en el nuevo ejercicio el que para su ejecución deberá ser apropiado de acuerdo a la clasificación presupuestaria vigente para el ejercicio. Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el presupuesto con el objeto de dar cumplimiento a las disposiciones precedentes. La modificación de créditos a que de lugar la utilización de dicha partida deberá ser informada al Poder Legislativo. La Dirección General de Presupuesto de la provincia será la responsable de establecer los plazos para dar cumplimiento a la reapropiación y fijar los procedimientos para hacerla efectiva.

Artículo 94.– El Poder Ejecutivo deberá presentar ante la Legislatura en forma trimestral, dentro de los treinta (30) días posteriores al vencimiento del referido período, estados demostrativos de la ejecución del presupuesto general de la Administración Provincial, siguiendo las clasificaciones y niveles de autorización incluidos en la ley exponiendo los créditos originales y sus modificaciones, explicitando la motivación de los desvíos y los alcances logrados en los aspectos de esta ley.

Artículo 95.– El Poder Ejecutivo podrá declarar, una vez agotados los medios para lograr su cobro y previo dictamen de la Fiscalía de Estado, la incobrabilidad de los créditos a su favor, excepto los de naturaleza tributaria, que se rigen por las normas del Código Fiscal. La declaración de incobrable no implicará la extinción de los derechos del Estado Provincial, ni de la responsabilidad en que pudiera incurrir el funcionario o empleado recaudador o cobrador si tal situación le fuera imputable.

Artículo 96.– Las deudas de la hacienda pública del sector público provincial no financiero que se encuentren en estado de prescripción no podrán reclamarse administrativamente y deberán darse de baja de los registros contables.

Sección V – Cuenta de Inversión

Artículo 97.– La cuenta de inversión debe elevarse a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas hasta el 31 de mayo del año siguiente al del ejercicio que corresponda y debe contener como mínimo:
a.- Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada de la administración provincial del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores.
b.- Estados financieros y patrimoniales:

· la ejecución del presupuesto de recursos de la administración provincial desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;

· la ejecución del presupuesto de gastos de la administración provincial, mostrando el compromiso y el devengado, desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;
· la cuenta ahorro–inversión–financiamiento de la administración provincial, desagregados por ente;
· los estados que demuestren los movimientos situación del Tesoro de la administración provincial, desagregados por ente;

· la situación de la deuda pública de la administración provincial, desagregada por ente, título y préstamo;

· los estados de recursos y gastos corrientes de la administración central;

· el estado de origen y aplicación de fondos de la administración central;

· el balance de sumas y saldos y balance general de la administración central que integre los patrimonios netos de los organismos descentralizados, empresas y otros entes públicos;

· el estado de resultado, balance de sumas y saldos, balance general de las entidades descentralizadas, empresas y otros entes públicos;

· el estado de resultados del sistema de cargos y descargos de responsables establecido en el Artículo 60 inciso a);

· el cumplimiento de metas, costos y objetivos previstos en el presupuesto, desagregados por entidad, por cada uno de los programas presupuestarios e integrado para la administración provincial.
Artículo 98.– La Cuenta ahorro–inversión–financiamiento, deberá desagregarse por entidad, de modo tal, que integre a todo el Sector Público Provincial.
Una vez remitida a la legislatura la Cuenta de Inversión del ejercicio cerrado y en forma previa al envío de proyecto de presupuesto del próximo ejercicio el Ministro de Hacienda concurrirá a una sesión conjunta de las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de las H. Cámaras de Diputados y Senadores, para presentar un informe global que contenga:

La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior, comparando con el presupuesto aprobado por la legislatura y la ejecución informada en la Cuenta de Inversión, explicando las diferencias ocurridas en materia de ingresos, gastos y resultados financieros

La estimación del presupuesto del año en curso, comparándolo con el presupuesto aprobado por la legislatura explicando las diferencias que ocurran en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

Artículo 99.– Las Cuentas de Inversión que fueran remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Honorable Legislatura no se hubiese pronunciado dentro de los dos (2) períodos de sesiones ordinarias consecutivos incluyendo el de su presentación, se consideran aprobadas.

Capítulo V – Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales.

Sección I: Definición del Subsistema

Artículo 100.– El Subsistema “Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales” comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica y/o financiera en el presupuesto del Estado Provincial y las relaciones fiscales que surjan entre el Estado Provincial y las Administraciones Locales en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos.
Sección II: Normas Técnicas Comunes

Artículo 101.– El Poder Ejecutivo determinará y fijará los valores y demás condiciones de los aranceles correspondientes a las prestaciones de los servicios especiales que efectúen las distintas jurisdicciones a terceros.

Artículo 102.– El Poder Ejecutivo podrá autorizar a retener de los montos que le corresponda a las Municipalidades y Comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que se generen a partir de la vigencia de la presente ley con el Tesoro Provincial o cualquier entidad de la hacienda pública, cuando fueran exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que coparticipan automáticamente.

Artículo 103.– La modificación de los índices de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales a Comunas en virtud de ser declaradas Municipalidades, se producirá a partir del 1° de enero del año siguiente al de vigencia de la Ley respectiva.
Sección III: Organización

Artículo 104.– La “Dirección General de Ingresos Públicos y Coordinación Fiscal con Administraciones Locales” será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales” de la hacienda pública del sector público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director General se requerirá título universitario en ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 105.– La Unidad Rectora Central del Subsistema tendrá las siguientes competencias:

a) Proponer metodologías orientadas a la concreción de políticas para la obtención de fuentes de ingresos y/u optimizar las existentes;

b) Participar en lo concerniente a la legislación sobre los recursos provinciales, propiciando y coordinando modalidades uniformes de tributación y recaudación;

c) Realizar los estudios, análisis y relevamientos pertinentes de la evolución de los distintos tipos de recursos e ingresos públicos; 

d) Participar en los organismos interjurisdiccionales responsables de las relaciones fiscales entre provincias y con el gobierno nacional y realizar los estudios pertinentes;

e) Analizar y evaluar las normas de regulación del régimen impositivo provincial y de administración tributaria, los procedimientos generales utilizados y los resultados obtenidos en las recaudaciones provinciales;

f) Investigar la incidencia económica–financiera del sistema tributario sobre los grupos sociales, regiones, sectores productivos, etc.;

g) Evaluar la incidencia sobre las finanzas provinciales de los regímenes de incentivo fiscal, promociones y exenciones, emergencia y desastre económico y cualquier otra situación que modifique la expectativa de recaudación prevista; 

h) Intervenir en la evaluación y seguimiento de los sistemas financieros de los municipios y comunas orientados a permitir la elaboración de políticas integradas;

i) Entender en todo lo concerniente a la legislación sobre coparticipación de impuestos a Municipios y Comunas y cualquier otra que tenga incidencia económica o financiera para el sector público provincial;

j) Supervisar las operaciones de transferencias de fondos a municipios y comunas provenientes de la coparticipación impositiva;

k) Intervenir en las cuestiones objeto de controversia en temas económicos, financieros y/o impositivos entre la Provincia y los municipios y comunas;

l) Participar en los convenios de compensación de créditos y deudas entre la Provincia y los municipios y comunas, y de éstos con la Nación.

m) Participar en aquellas operaciones en que la provincia deba prestar cualquier forma de garantía.

n) Participar en la aplicación de políticas y planes de asistencia financiera provincial, nacional o internacional.

ñ)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Título III: Sistemas de Administración de Bienes y Servicios

Capítulo I – Administración de Bienes y Servicios

Sección I – Integración

Artículo 106 – El subsistema “Administración de Bienes y Servicios” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos destinado a la Gestión de Bienes muebles e inmuebles del Patrimonio del Estado y al Régimen de Contrataciones que regirá al sector público provincial.

Este subsistema está destinado a lograr la optimización en la incorporación, mantenimiento y adquisición o contratación de bienes, obras y servicios de terceros, para el patrimonio estatal o que el Sector Público Provincial requiera consumir para cumplir sus fines.

La “Gestión de Bienes” está destinada a regular la incorporación, mantenimiento, registración, identificación, control y baja de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del sector público provincial.

El “Régimen de Contrataciones” es el conjunto de principios, normas y procedimientos destinado a cubrir las necesidades del sector público provincial en materia de provisión de bienes, obras y servicios de terceros, utilizando la mejor tecnología, el momento oportuno y el costo más racional.

Sección II: Organización

Artículo 107.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes será la Unidad Rectora Central del subsistema “Administración de Bienes y Servicios” de la hacienda pública del sector público provincial no financiero.

Para ejercer el cargo de Director General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas o jurídicas, y una antigüedad en el ejercicio de la profesión no inferior a cinco años.
El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 108.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tendrá las siguientes competencias:

1. En materia de gestión de bienes:

a)
Proponer y aplicar las políticas y normas sobre la administración de bienes de la hacienda pública;

b)
Determinar los bienes muebles e inmuebles objeto de los relevamientos;

c)
Confeccionar los nomencladores y clasificadores adecuados de los bienes;

d)
Ejecutar, controlar y evaluar la implementación del sistema de relevamiento y su permanente actualización;

e)
Diseñar un sistema de información ágil y oportuno en concordancia con la Contaduría General de la Provincia;

f)
Supervisar la organización de las Unidades Operativas Periféricas patrimoniales;

g)
Implementar un sistema de verificaciones físicas y realizar los controles necesarios;

h)
Proponer se declaren innecesarios a ciertos bienes participando en su venta y/o donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente;

i)
Proponer la asignación o reasignación de bienes vacantes o sin afectación específica;

j)
Ejercer la representación legal en las situaciones que corresponda;

k)
Dictar normas sobre mantenimiento, conservación y asignación de responsabilidades en la tenencia de los bienes;

l)
Diseñar, conjuntamente con la Contaduría General de la Provincia, pautas referidas a valuaciones, amortizaciones, devalúos, revalúos, actualizaciones, etc., de los bienes relevados;

m)
Proponer e implementar eventuales aseguramientos de bienes bajo las condiciones que especifique la reglamentación;

n)
Proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes de propiedad del Estado Provincial que hacen al patrimonio cultural de la provincia, los cuales no podrán enajenarse, cederse o gravarse;

ñ)
Efectuar el saneamiento y perfeccionamiento dominial, catastral y registral de los títulos inmobiliarios estatales y requerir al organismo técnico competente las acciones judiciales necesarias para la preservación del patrimonio inmobiliario estatal e intervenir en la constitución, transferencia, modificación o extinción de otros derechos reales o personales

2. En materia de contrataciones:

a)
Proponer políticas y procedimientos y dictar las normas necesarias para la implementación y funcionamiento del sistema;

b)
Administrar un sistema de información que permita la elaboración de políticas, programación y gestión de las contrataciones;

c)
Controlar la aplicación de las normas vigentes en la materia;

d)
Mantener el Registro Único de Proveedores y Contratistas del sector público provincial otorgando las altas, penalizaciones y bajas del mismo;

e)
Aprobar pliegos tipo de licitación y resolver impugnaciones según los montos que establezca la reglamentación;

f)
Controlar selectivamente las contrataciones que se realicen por procedimientos distintos a la licitación o concurso;

g)
Intervenir en la contratación de concesiones;

h)
Intervenir en las compras, contrataciones y gestiones en excepción al trámite licitatorio conforme lo disponga la reglamentación;

i)
Elaborar y actualizar un sistema de precios de referencia para uso de las Unidades Operativas Periféricas;

j)
Proponer la modificación de los valores que contribuyen a determinar el procedimiento de selección del proveedor o contratista;

k)
Intervenir en las controversias derivadas de las contrataciones que se susciten durante el trámite o con posterioridad a la misma;

l)
Aplicar penalidades por incumplimiento de contratos y órdenes de provisión;

m)
Coordinar su accionar con los organismos correspondientes del Poder Legislativo y Judicial;

n)
Asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de los programas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información presupuestaria básica en materia de gastos;

ñ)
Organizar el sistema estadístico de contrataciones;

o)
Todas las demás facultades necesarias para el cumplimiento de su función.

Sección III – Normas Técnicas Comunes aplicables a la Gestión de Bienes

Artículo 109.– Todos los bienes existentes y los que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, deben considerarse de propiedad provincial, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a un Poder, jurisdicción o entidad en particular. 

Las normas del presente capítulo son aplicables a las empresas y servicios concesionados respecto de los bienes de dominio del Estado.

Artículo 110.– La administración de los bienes estará bajo la responsabilidad de los Poderes, jurisdicciones y entidades que los tengan asignados o los hayan adquirido para su uso, a través de las Unidades Periféricas Operativas patrimoniales.

Los Poderes, jurisdicciones y entidades deberán prever en sus presupuestos los créditos para atender los gastos de conservación necesarios para su mantenimiento.

Artículo 111.– Los bienes deberán destinarse al uso o consumo para el que fueron adquiridos. Toda transferencia posterior o cambio de destino deberá formalizarse mediante acto administrativo en las condiciones que establezca la reglamentación. Aquellos bienes que quedaren sin destino, pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas y le alcanzará lo dispuesto en el Artículo precedente.

Artículo 112.– El Poder Ejecutivo podrá autorizar la permuta de bienes con terceros o entregar los mismos en compensación de pago de otros para similar uso, en las condiciones que establezca la reglamentación, con las restricciones establecidas en el Artículo 114 en materia de bienes inmuebles.

Artículo 113.– Debe ser objeto de relevamiento e inventario la totalidad de los bienes excepto los del dominio público, registrando de éstos solamente las inversiones en ellos realizadas.

Artículo 114.– Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:

•
ALTAS:

a) Voluntarias:


Onerosas: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto. Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo.


Gratuitas:

1) Sin cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo.

2) Con cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo el que deberá ser ratificado por el Poder Legislativo.

b) Forzosas:


Las expropiaciones deben ser dispuestas por ley.

•
BAJAS: Cuando obedezcan a razones normales de uso deberá constar el informe técnico respectivo a los efectos de verificar y certificar el cumplimiento de la vida útil estimada del bien. En todos los casos las actuaciones deben ser remitidas al Tribunal de Cuentas.


Bienes muebles: por decreto del Poder Ejecutivo.


Bienes inmuebles: por ley.
Sección IV: Normas Técnicas comunes aplicables al Régimen de Contrataciones

Artículo 115.– El régimen de contrataciones regulará todos los procesos de adquisición de bienes y servicios de terceros que el sector público provincial adquiera para su consumo o uso. Incluye asimismo las contrataciones por ventas y concesiones, y todos aquellos contratos no excluidos expresamente.

La contratación de obras públicas se regirá por su Ley específica, siendo la presente Ley de aplicación supletoria cuando aquella norma no lo prevea.


Quedan excluidos los siguientes contratos, los que se regirán por sus respectivas normas y supletoriamente por la presente ley:

a) los de empleo público.

b) las compras menores por Caja Chica.

c) los que se celebren con Estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, o con instituciones multilaterales de crédito.

d) los que se financien con recursos provenientes de los Estados o de las Entidades a que se hace mención en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades de fiscalización sobre este tipo de contratos que la presente Ley confiere a los Organismos de Control.

e) los que celebren las empresas y sociedades del Estado Provincial cuya actividad habitual y específica sea comercial, industrial, financiera u otra, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social.

f) los que celebren las entidades financieras y aseguradoras del Estado Provincial con sus clientes y con las demás entidades financieras públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social y constituyan su actividad habitual.

Artículo 116.– Las contrataciones deberán ajustarse a las siguientes premisas:

a) Optimización del poder de compra del Estado;

b) Razonabilidad objetiva del proyecto y de la contratación para cumplir con el interés público comprometido;

c) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, dirijan o ejecuten las contrataciones;

d) Promoción de la concurrencia y competencia;

e) Publicidad del requerimiento a contratar en la forma y por los medios más convenientes, en el Boletín Oficial y en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace;

f) Igualdad de posibilidades para los interesados oferentes con el objeto de promover la competencia;

g) Flexibilidad y transparencia en los procedimientos;

h) Economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos públicos;

i) Utilización de precios de referencia como parámetro de comparación y garantía de la eficiencia en la utilización de recursos públicos y gestión.
Sección V: Normas Técnicas particulares aplicables al Régimen de Contrataciones

Procedimientos de selección

Artículo 117.– La selección del proveedor o contratista podrá realizarse de acuerdo con los siguientes procedimientos:

a) licitación o concurso.

b) contratación directa.

c) subasta o remate públicos.

La reglamentación establecerá las distintas modalidades de contratación y especificará las condiciones y requisitos particulares de cada una de las mismas.

Artículo 118.– La elección del procedimiento de selección, así como de las modalidades del llamado, según lo previsto por el Artículo 117º de la presente Ley, estará determinada por una o más de las siguientes circunstancias, sin perjuicio de otras no previstas expresamente:

a) contribución al cumplimiento de las premisas previstas en el artículo 116º de la presente ley.

b) características de los bienes o servicios a contratar.

c) monto estimado del contrato.

d) condiciones de comercialización y configuración del mercado.

e) razones de urgencia o emergencia.

En todos los casos se deberá utilizar el procedimiento más apropiado y conveniente, en función del interés público.

Artículo 119.– El Poder Ejecutivo reglamentará la escala que se aplicará para la elección del procedimiento de selección según el monto estimado del contrato.

Artículo 120.– Los procedimientos de licitación y concurso serán aplicables de acuerdo con los criterios dispuestos en el Artículo 118 de la presente Ley.

La licitación se realizará cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores económicos. El procedimiento de concurso se hará conforme con los mismos montos previstos para la licitación, cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos.

Artículo 121.– Podrán efectuarse licitaciones y concursos de las siguientes clases:

a) públicos o privados.

b) de etapa única o múltiple.

c) nacionales o internacionales.
Artículo 122.– La licitación o concurso es público cuando el llamado a participar esté dirigido a una cantidad indeterminada de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y será aplicable cuando el monto estimado de la contratación supere el mínimo que, a tal efecto, determinará la reglamentación, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan el Pliego de Bases y Condiciones Particulares y el Pliego Unico de Bases y Condiciones Generales.

Artículo 123.– La licitación o concurso es privado cuando se invita a participar a una determinada cantidad de posibles oferentes y será procedente cuando el monto estimado de la contratación no exceda del establecido para la licitación o concurso públicos.

En todos los procedimientos de selección del cocontratante en que la invitación a participar se realice a un determinado número de personas físicas o jurídicas, se deberán considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados.

Artículo 124.– La licitación o concurso es de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de las calidades de los oferentes se realiza en un mismo acto.

Artículo 125.– Cuando el grado de complejidad del objeto o la vigencia temporal del contrato lo justifiquen, la licitación o el concurso deberá instrumentarse bajo la modalidad de etapa múltiple.

La licitación o concurso es de etapa múltiple cuando se realiza en dos (2) o más fases la evaluación y comparación de las calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico – financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las ofertas, mediante preselecciones sucesivas.

En los casos en que se utilice esta variante, la recepción de los sobres respectivos será simultánea para todos los oferentes. Sólo se procederá a abrir los correspondientes a las ofertas económicas de aquellos oferentes que hubieran sido precalificados.

Artículo 126.– La licitación o concurso es nacional cuando la convocatoria está dirigida a interesados y oferentes del país.

Artículo 127.– La licitación o concurso es internacional cuando, por las características del objeto o la complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior.

Artículo 128.– Podrá realizarse el concurso de proyectos integrales cuando la jurisdicción o entidad solicitante no hubiera determinado detalladamente en el llamado las especificaciones del objeto del contrato, o se tratare de una iniciativa privada y aquella deseare obtener propuestas sobre los diversos medios posibles para satisfacer sus necesidades.

En tales casos, la jurisdicción o entidad solicitante deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) consignar previamente los factores a considerar para la evaluación de las propuestas, y determinar el coeficiente de ponderación relativa que se asignará a cada factor y la manera de considerarlos.

b) efectuar la selección del proveedor o contratista, tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta como de su precio.

c) En los casos de iniciativa privada, otorgar al oferente autor de la misma, el derecho de participar juntamente con el titular de la oferta declarada más conveniente por el licitante en una etapa de mejora de oferta.
Artículo 129.– El procedimiento de contratación directa se utilizará en los siguientes casos y bajo las condiciones que se establecen a continuación: 

a) Entre organismos oficiales del sector público nacional, provincial y/o municipal.

b) Obras de arte, científicas o de interés histórico cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o profesionales de reconocida capacidad. Se deberá fundar la necesidad de la especialización y los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica o artística de las empresas, artistas o especialistas a quienes eventualmente se les encomiende la ejecución de la obra o servicio. Las contrataciones respectivas deberán establecer la responsabilidad propia y exclusiva del cocontratante, quien actuará en todos los casos sin relación de dependencia con el Estado Provincial.

c) Exclusividad comprobada del oferente y carencia de bienes sustitutos. Cuando la contratación se fundamente en esta disposición deberá quedar documentada en el expediente la demostración de tal exclusividad. La marca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que no haya sustitutos convenientes. En todos los casos, la determinación de que no existen sustitutos convenientes deberá basarse en los correspondientes informes técnicos, en los que expresamente se consignen las razones de la conveniencia. La contratación directa con un fabricante exclusivo sólo corresponderá cuando éste documente que se ha reservado el privilegio de la venta del bien que elabora. Se incluye en este apartado la adquisición de material bibliográfico en el país o en el exterior a editoriales o personas físicas o jurídicas especializadas en la materia.

d) Adquisición en remate público con previa fijación del precio máximo a abonarse en la operación.

e) Urgencias o emergencias originadas en circunstancias imprevisibles plenamente justificadas por el Poder Ejecutivo. La urgencia deberá responder a circunstancias objetivas y su magnitud deberá ser tal que impida la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno.

f) Cuando por el escaso monto, según lo fije la reglamentación, resulte inconveniente otro procedimiento. 

g) Cuando la licitación o concurso haya resultado desierta por ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan, para la contratación directa, exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas en la licitación o concurso desiertas.

h) Cuando la reparación de equipos, maquinarias o motores, cuyo desarme, traslado o examen previo sea imprescindible para determinar la reparación necesaria y resultare más oneroso en caso de adoptarse otro procedimiento de contratación. No podrá aplicarse a reparaciones comunes de mantenimiento.

i) Cuando las materias y las cosas por su naturaleza particular o por la especialidad del empleo a que se destinan deban comprarse o elegirse en los lugares mismos de su producción, distante del asiento de las autoridades o cuando deban entregarse sin intermediarios por los productores mismos.

Artículo 130.– En las contrataciones directas, si el monto previsto del contrato fuera inferior al que determine la reglamentación, las invitaciones a participar podrán efectuarse por cualquier medio y las ofertas podrán presentarse mediante correo electrónico, facsímil u otros medios similares que disponga la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. El titular de la unidad operativa de contrataciones será depositario de las propuestas que se reciban —sean abiertas o cerradas—. Dicho funcionario tendrá la responsabilidad de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. En esta oportunidad todas las ofertas que se hubieren presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde constará lo actuado.

En estos casos, una vez vencido el plazo para la presentación de las propuestas, la elección de la oferta más conveniente podrá resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar, sobre la base de las constancias del expediente, debiendo requerir la opinión de la unidad operativa de contrataciones.

Artículo 131.– El Poder Ejecutivo o el funcionario que éste designe, podrá reconocer las erogaciones emergentes de la publicación de avisos oficiales, siempre que los medios a quienes se ordenen las publicaciones cuenten con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y se hubiese imputado previamente el crédito específico con el que se deberá atender la erogación.

Pliegos de bases y condiciones

Artículo 132.– Los instrumentos de convocatoria o contratación deberán dejar expresamente a salvo la potestad del titular del Poder Ejecutivo y Presidentes de las Cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, o de los que éstos designen para revocarlos en sede administrativa cuando se comprobare administrativamente la existencia de graves irregularidades que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del cocontratante, o la existencia de vicios conocidos por el contratante particular que afectarán originariamente al contrato, susceptibles de acarrear su nulidad; o que el contrato fue celebrado mediando prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta que diera lugar a la acción penal o que fuere objeto de condena penal. El ejercicio de dicha facultad dará lugar al inicio de una acción directa por parte del Estado.

Artículo 133.– La reglamentación especificará los requisitos que contendrán los pliegos de bases o documentación que haga sus veces, debiendo contener mínimamente:

a) Descripción del objeto;

b) Especificaciones técnicas;

c) Factores de evaluación;

d) Moneda de cotización y tipo de conversión;

e) Clase y monto de las garantías a constituir;

f) Plazos;

g) Condiciones económico – financieras.
Artículo 134.– Autorízase al Poder Ejecutivo a proceder a la venta de los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos procesos de selección.
Publicidad y Difusión

Artículo 135.– El trámite que decide la contratación y establece el procedimiento de selección a utilizar, en todos los casos, deberá ser debidamente motivado y causado.

Las contrataciones directas sólo podrán ser autorizadas en los casos previstos por esta Ley, en las condiciones que disponga la reglamentación.

En los casos de licitación y concurso públicos se deberá cumplir con el requisito de la publicidad que establezca la reglamentación, la que deberá efectuarse en el Boletín Oficial, en Internet o la red que la reemplace y en los medios de comunicación que se estimen pertinentes, tanto sean regionales, nacionales y/o internacionales de acuerdo a la índole de la contratación.

La totalidad de las compras o contrataciones que no se realicen a través de la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes deberán ser comunicadas a la misma conforme lo establezca la reglamentación. 

Artículo 136.– El acto de apertura de las ofertas deberá ser público.

Artículo 137.– Con posterioridad a la apertura de las ofertas, el organismo contratante podrá negociar con el oferente mejor colocado, o simultáneamente con los oferentes mejor colocados que hubieren presentado ofertas similares, con el fin de obtener condiciones más ventajosas para el interés público. Las mejoras pretendidas deberán ser requeridas a todos los oferentes llamados a mejorar, en las mismas condiciones y no podrán ser diferentes para ninguno de ellos.

Las mejoras en las ofertas se harán por escrito y dentro del plazo común que se les fije. Estas propuestas serán abiertas de acuerdo con las formalidades previstas por la reglamentación. El silencio por parte del oferente invitado a mejorar, se considerará como que mantiene su oferta.

Si una vez realizado el procedimiento antes dispuesto, las mejores ofertas fueran igualmente convenientes, se procederá al sorteo de las mismas. Para ello se deberá fijar día, hora y lugar del sorteo y notificarse por medio fehaciente a los oferentes que las hubieren formulado. El sorteo se realizará en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente.
Adjudicación

Artículo 138.– La adjudicación deberá realizarse en favor de la oferta más conveniente para el organismo contratante, teniendo en cuenta la calidad, el precio, la idoneidad del oferente y demás condiciones de la oferta.

Será resuelta en forma fundada por la autoridad competente para aprobar la contratación y notificada fehacientemente al adjudicatario y al resto de los oferentes e incorporada a la base de datos pública que se instrumentará a tal efecto, de acuerdo a la reglamentación respectiva. Podrá resolverse la adjudicación aún cuando se haya presentado una sola oferta.

La reglamentación establecerá los criterios a ser tenidos en cuenta para la adjudicación, impugnación, planteamiento del pertinente recurso y los requisitos del contrato a celebrarse entre las partes, como asimismo, las responsabilidades que se deriven si el mismo, por causas imputables a cualquiera de ellas, no lograra firmarse.

Es siempre facultativo del contratante dejar sin efecto el llamado en cualquier momento anterior a la adjudicación o rechazar total o parcialmente todas las propuestas. El rechazo de las propuestas no dará lugar a indemnización alguna.
Garantías

Artículo 139.– Los oferentes y los adjudicatarios deberán constituir garantías: de mantenimiento de la oferta, de fiel cumplimiento de las obligaciones emergentes del contrato y de impugnación. Se constituirá contragarantía por anticipo cuando el adjudicatario reciba adelantos en aquellas contrataciones en que los pliegos lo previesen.

La reglamentación determinará las excepciones a la obligación de presentar garantías y fijará las alícuotas y formas de constitución de las mismas, siendo el valor mínimo de la garantía de mantenimiento de oferta el 1por ciento del mayor valor propuesto, el 7por ciento del valor total de la adjudicación en la garantía de fiel cumplimiento, y el 3 por ciento sobre el monto de la oferta del impugnante, o del valor determinado en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares, en la garantía de impugnación.

La reglamentación establecerá las formas de constitución de las garantías y los plazos en que se devolverán.

La Provincia no abonará intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía en tanto que los que devengaren los mismos pertenecerán a sus depositantes.

El organismo contratante tendrá derecho a intimar al oferente, adjudicatario o proveedor incumplidor el depósito en efectivo del importe de la multa o garantía perdida, en la cuenta bancaria que indique y dentro del plazo que a tal efecto le fije.

La ejecución de las garantías o la iniciación de las acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas tendrán lugar sin perjuicio de la aplicación de las multas que correspondan o de las acciones que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los incumplimientos de los oferentes o proveedores hubieren ocasionado.

Artículo 140.– La presentación por el proponente de la oferta sin observaciones a esta Ley o su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, implica la aceptación y sometimiento a las cláusulas de esta documentación básica, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.

Artículo 141.– El contrato no podrá ser transferido ni cedido por el adjudicatario sin la previa autorización de la autoridad que resolviera la adjudicación. Si así se hiciere, se podrá dar por rescindido de pleno derecho.

Artículo 142.– La reglamentación establecerá las modalidades que se arbitrarán para el seguimiento de la ejecución de los contratos, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones asumidas o la revisión de las mismas.

El organismo contratante, con aprobación de la autoridad competente de acuerdo con el nuevo monto, tendrá derecho a aumentar el total adjudicado hasta un veinte por ciento (20 por ciento) o disminuirlo hasta un diez por ciento (10 por ciento) de su valor original en uno y otro caso, en las condiciones y precios pactados y con adecuación de los plazos respectivos. Ese porcentaje podrá incidir tanto en las entregas totales, como en las entregas parciales.

Artículo 143.– Los precios pactados son invariables, excepto que ello signifique una economía para el Estado.

Artículo 144.– La reglamentación establecerá las responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato.
Locación de inmuebles

Artículo 145.– La nueva locación de inmuebles para uso del Estado provincial, se efectuará previo pedido de propuestas, con sujeción al trámite de precios, conforme al monto de erogación anual, debiendo en todos los casos publicarse en el Boletín Oficial y un diario de la localidad.

Al vencimiento de un contrato de locación anterior, la entidad responsable de la contratación, previa intervención de la Unidad Rectora Central, podrá proceder según convenga, a su renovación o reconducción o a un nuevo llamado a licitación o concurso de precios para ocupar otro local. No obstante haber llamado a licitación o concurso de precios, podrá resolver la renovación del contrato anterior o su reconducción, si no se presentasen propuestas o éstas resultaran inconvenientes. La contratación de nuevos alquileres está sujeta a las disposiciones en materia de adjudicaciones, en lo atinente a responsabilidad de aprobación.

Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones, por parte del propietario del inmueble, la presentación de libre deuda del impuesto inmobiliario correspondiente a la propiedad en trámite de arrendamiento, la verificación de la titularidad del bien y la inspección del estado del mismo.

En ningún caso se incluirá en los contratos cláusulas que obliguen al Estado al pago de tasas, contribuciones, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza, existentes o futuras que incidan sobre el bien arrendado, los que serán por cuenta exclusiva de su propietario, a excepción de los servicios que por razones de uso que diera al inmueble la repartición locataria, deben ser atendidos por el fisco.

La Provincia debe contemplar al momento de formalizar el contrato la reserva del derecho de rescindir el mismo sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario. 
Proveedores

Artículo 146.– Podrán contratar con el sector público provincial todas las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse y que no se encuentren alcanzadas por las causales previstas a continuación:

a) las personas físicas o jurídicas que se encontraren inhabilitadas.

b) las personas físicas o jurídicas que se encontraren suspendidas en el Registro Único de Proveedores y Contratistas.

c) los agentes y funcionarios del sector público provincial y las empresas en las cuales aquellos tuvieren una participación suficiente para formar la voluntad social.

d) los fallidos, concursados e interdictos.

e) los condenados por delitos dolosos.

f) las personas que se encontraren procesadas por delitos contra la propiedad, o contra la Administración Pública Provincial, o contra la fe pública.

g) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido con sus obligaciones impositivas y previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación.

h) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias establecidas por el artículo 5º, penúltimo párrafo, de la presente Ley.

Artículo 147.– Para poder contratar con el sector público provincial es necesario estar inscripto en el Registro Único de Proveedores y Contratistas.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior podrán presentar ofertas personas físicas o jurídicas no inscriptas en el Registro, implicando la sola presentación una solicitud tácita de inscripción. En este último caso los oferentes, en el momento de presentar la oferta y formando parte de la misma, deberán proporcionar la información que establezca la reglamentación. Si el proponente que resulte adjudicatario no cumple con todos los requisitos exigidos para la inscripción definitiva, la autoridad competente aplicará las sanciones correspondientes.

La reglamentación determinará las excepciones y condiciones para inscribirse en el Registro Único, como asimismo los motivos que darán lugar a apercibimientos, suspensiones, inhabilitaciones o bajas de proveedores y contratistas, debiendo contar con una situación fiscal regularizada ante la Provincia.

Artículo 148.– El Poder Ejecutivo instrumentará un Registro Público Único de Contratos Administrativos donde se asentarán la totalidad de las contrataciones que realice el Sector Público Provincial. El Registro deberá ser de acceso libre, irrestricto y gratuito, estará disponible en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace, y en él deberá anotarse el contrato suscripto por completo en copia especial para dicho registro.

Artículo 149.– El Poder Legislativo y el Poder Judicial dictarán sus propios reglamentos dentro del marco establecido en la presente, pudiendo adherir a la reglamentación dispuesta por el Poder Ejecutivo en lo que les fuera de utilidad.

Artículo 150.– Los valores en las contrataciones de compras o ventas deberán estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes.

Artículo 151.– Para los contratos de suministro la reglamentación establecerá los modos y tiempos de entrega, sea ésta total o de tracto sucesivo. Asimismo establecerá los controles sobre cantidad y calidad que deberán efectuarse previo a la liquidación y pago.

Artículo 152.– Los valores de los contratos de locación de inmuebles deberán ser acordes a los fijados en negociaciones inmobiliarias en condiciones similares de mercado.
Concesión

Artículo 153.– La concesión de obra, servicios públicos u otra actividad del Estado aprobada por Ley, podrá ser asignada por el Poder Ejecutivo a personas físicas o jurídicas, en forma onerosa o gratuita, pudiendo ser:

a) Para proyectar, construir, conservar, mantener u operar una obra pública nueva o preexistente o realizar un trabajo público;

b) Para prestar un servicio público;

c) Para tercerizar actividades del Estado.

Artículo 154.– Los concesionarios podrán percibir de los usuarios y/o beneficiarios, durante el plazo de la concesión, la contraprestación que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable.

Artículo 155.– En las contrataciones de las concesiones de obras y servicios públicos deberá incluirse en la documentación lo siguiente:

a) Base de cálculo, modos y tiempos de revisión de las tarifas;

b) Plan de inversiones a efectuar por el concesionario;

c) Garantías y canon a cargo del concesionario;

d) Obligaciones recíprocas durante y al finalizar la concesión;

e) Causales y efectos de modificaciones contractuales, determinación del resarcimiento y penalidades;

f) Derechos de los usuarios en lo concerniente al costo, calidad y oportunidad de las prestaciones.
Artículo 156.– Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar prestaciones de servicios a terceros con contraprestación económica de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 157.– Las reparticiones públicas dependientes del Poder Ejecutivo harán ejecutar los trabajos de impresión, encuadernación o cualquier otro relacionado con las artes gráficas exclusivamente en los talleres gráficos de la Provincia. 

No obstante y cuando por razones debidamente fundamentadas, las imprentas oficiales no pudieran cumplimentar los pedidos que se le formulen, los titulares de las jurisdicciones o entidades podrán disponer su ejecución en empresas particulares.

Los talleres gráficos oficiales podrán acordar con las reparticiones solicitantes que éstas provean los materiales necesarios para las tareas que se les encomienden.

Artículo 158.– La Provincia, en su condición de autoaseguradora de sus bienes patrimoniales y del personal a su servicio con relación a los accidentes de trabajo, comprende a todas las dependencias del Sector Público Provincial.

Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo reglamentará la modalidad y alcances del autoseguro pudiendo optar en forma total o parcial por la contratación de seguros con terceros cuando existan razones de conveniencia económica y financiera o una norma general que así lo disponga.

El presupuesto fijará anualmente las partidas para tales fines en forma conjunta para las jurisdicciones y separadas para cada una de los entidades comprendidas en este régimen, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para dictar su reglamentación.

Artículo 159.– La mora en el pago por parte del sector público provincial dará derecho al proveedor a percibir, hasta el efectivo pago, accesorios por mora calculados conforme lo establezca la reglamentación. Los contratos deben incluir como parte integrante de los mismos el presente artículo y el que se corresponda del decreto reglamentario.

Artículo 160.– El Poder Ejecutivo reglamentará los restantes requisitos que deban regir las contrataciones que realice el sector público provincial, de manera que las limitaciones que esta Ley establece no resulten violadas por contrataciones parciales, simultáneas o sucesivas.
Capítulo II – Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa

Sección I: Definición

Artículo 161.– El Subsistema de “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa” comprende al conjunto de órganos, normas y procedimientos dirigidas a promover, organizar y coordinar la administración de las plantas permanentes y temporarias de agentes que revistan en los distintos escalafones y/o regímenes laborales de la hacienda pública como así también de las normas que regulan el ordenamiento y el procedimiento administrativo y la asignación de competencia de las distintas jurisdicciones y organismos que componen la hacienda pública del sector público no financiero.

Sección II: Organización

Artículo 162.– La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa”.

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, jurídicas o sociales con una antigüedad mínima de 5 años en la profesión.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 163.– La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la formulación de los aspectos organizativos, jurídicos y financieros de las normativas que signifiquen crear, modificar, unificar o derogar regímenes estatutarios y/o escalafonarios de personal, y entender en la interpretación de la legislación vigente;

b) Realizar la proyección financiera de todas las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan en la hacienda pública;

c) Reglar las normas y procedimientos destinados a instrumentar un Sistema Integral de Recursos Humanos en donde conste la foja personal del agente (alta, ascensos, promociones, medidas disciplinarias, menciones, capacitación adquirida, designaciones especiales, traslados, subrogancias, baja, asignaciones generales y particulares, etc.), resolver las situaciones referidas al mismo y que serán la base para la liquidación de los emolumentos que le correspondan;

d) Unificar los procedimientos para la liquidación de haberes del personal de la Administración Provincial, controlar su cumplimiento y efectuar las liquidaciones correspondientes; 

e) Llevar un registro orgánico que permita conocer en forma inmediata y permanente el número de cargos ocupados y vacantes de planta permanente y temporaria de la Administración Provincial, su desagregación institucional, por sectores, categorías y niveles, compatibilizándola con las plantas autorizadas por el Presupuesto;

f) Participar en la formulación de la política presupuestaria en lo pertinente a recursos humanos y asistir a la Dirección General de Presupuesto en la formulación del presupuesto de gastos en personal y plantas de personal para toda la Administración Provincial;

g) Realizar el seguimiento sobre la aplicación de las medidas salariales aprobadas para la Administración Provincial proponiendo las modificaciones que resulten necesarias;

h) Mantener información actualizada de ocupación y salarios y sobre dotación de estructuras y personal contratado del Sector Público Provincial;

i) Entender en el análisis, interpretación y reglamentación de las normas jurídicas que regulan aspectos organizativos e institucionales del funcionamiento del Estado y la relación del mismo con sus agentes;

j) Entender en las delimitaciones de competencias y de relaciones institucionales, delegación de facultades, coordinación de funciones y estructuras jerárquicas del Sector Público Provincial y controlar su aplicación;

k) Participar en la formulación e implementación normativa y evaluar el impacto organizacional de las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan para la hacienda pública;

l) Asistir técnicamente en los aspectos jurídicos de negociaciones salariales y evaluar el impacto organizacional de las alternativas;

m) Entender en el régimen de contrataciones de servicios personales y pasantías de acuerdo a la normativa vigente;

n) Administrar la serie estadística de evolución del empleo público;

ñ)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.
Sección III: Normas técnicas comunes

Artículo 164.– Para tomar posesión en un cargo que dependa de los Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial, es indispensable que haya sido dictado, previamente, el decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien competa hacerlo. Los haberes se devengarán a partir de la fecha de la toma de posesión no pudiendo liquidarse hasta tanto se haya cumplido con esta exigencia.

Artículo 165.– Los funcionarios de los Poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública, habilitados a efectuar nombramientos, no podrán designar personal de planta o temporario que no cuente con cargo previsto en la ley de presupuesto aprobada para ese ejercicio financiero.

Toda estructura organizativa que se apruebe deberá contar con financiamiento previsto para gastos en personal en la ley de presupuesto vigente.

Artículo 166.– Las jurisdicciones y entidades deberán al inicio del ejercicio registrar el compromiso anual por el total de cargos ocupados de planta permanente y temporaria, hasta el límite del crédito aprobado por la Ley de Presupuesto.

Las liquidaciones de haberes que se practiquen, en el ámbito de la Administración Provincial, deberán tener en cuenta que el crédito se encuentre comprometido en los términos del párrafo precedente y las modificaciones que durante el transcurso del ejercicio se produzcan.

Artículo 167.– Las promociones o aumentos de las asignaciones del personal de la hacienda pública, inclusive las correspondientes a suplementos, compensaciones, reintegro de gastos, u otros beneficios análogos a su favor, cualquiera fuese el motivo o autoridad competente que lo disponga tienen efecto a partir del dictado del decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien le competa hacerlo y de la toma de posesión, en su caso, no pudiendo efectuarse reconocimientos con carácter retroactivo.

Artículo 168.– Los organismos pagadores no admitirán pedidos de contabilización de sueldos que se aparten de las liquidaciones confeccionadas mensualmente por el órgano responsable, como tampoco aquellos que confeccionados por el citado órgano fueran enmendados a posteriori.

Sólo se realizarán liquidaciones complementarias de haberes en el caso que sean de carácter general o sectorial por escalafones y/o convenios, reservándose, en cambio, toda liquidación parcial y/o individual para su inclusión en la próxima liquidación general mensual.

Artículo 169.– El derecho a la percepción de los beneficios individuales y/o colectivos nacen con la presentación por parte del interesado de las pruebas exigidas que acrediten su legitimidad.

Artículo 170.– Los agentes dependientes del Poder Ejecutivo no percibirán sus emolumentos antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos de su sector y pasivos.

Artículo 171.– Institúyese el sueldo anual complementario para todo el personal del sector público que revista en forma permanente o transitoria, excepto para aquellos que tengan un régimen especial, ya se atiendan sus remuneraciones con partidas individuales o globales, el que resultará equivalente a la mitad de la mayor remuneración mensual devengada dentro de los semestres que culminan en junio y diciembre de cada año, computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aporte jubilatorio.

La remuneración acordada, que se declara inembargable en los términos de ley, se liquidará sin otros descuentos que los autorizados legalmente. En los casos de cesantía, renuncia o muerte del agente deberá procederse de inmediato a la liquidación proporcional que corresponda.

Artículo 172.– Todos los agentes civiles del Estado recibirán una compensación extraordinaria por el tiempo suplementario que presten servicios en días inhábiles o en exceso de horario que según su situación de revista deban cumplir los días hábiles.

Quedan excluidos las autoridades superiores, personal de gabinete, religioso y aquellos agentes que perciban adicionales o suplementos particulares acordados en función de prestaciones en exceso.

Los comprendidos en escalafones o convenios que contemplen un régimen especial para este beneficio, se ajustarán al mismo, dentro de las limitaciones fijadas por los Artículos siguientes.

Artículo 173.– Las horas suplementarias se autorizarán únicamente cuando exista crédito presupuestario en la partida Servicios Extraordinarios y deberán ser autorizadas por resolución previa del Ministro o Secretario de Estado respectivo, presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Fiscal de Estado, autoridad máxima de los organismos descentralizados o autoridades competentes de los Poderes Legislativo y Judicial. En caso contrario las mismas serán compensadas en los horarios habituales de trabajo de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo al efecto.

Las comisiones de servicio no darán derecho al cobro de este suplemento.

Artículo 174.– Podrán contratarse servicios personales destinados a la realización de estudios, proyectos, programas especiales en los términos que determine la reglamentación, cuando exista crédito presupuestario para ello. El régimen establecido será de aplicación para todo el sector público, quedando excluido de la Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, y siendo de aplicación las disposiciones sobre contratación de locación de obra y servicios del Código Civil.

Las contrataciones referidas no podrán realizarse con agentes de planta permanente y no permanente de la Administración Provincial o con otras personas vinculadas laboral o contractualmente con la misma, excepto que la soliciten y les sea concedida licencia sin goce de sueldos del cargo del cual es titular.

Asimismo podrán efectuarse contrataciones de servicios con instituciones o entidades cuando las mismas se refieran a pasantías de estudiantes universitarios de las carreras de grado y a graduados con no más de dos años de antigüedad.

Capítulo III: Inversión Pública.

Sección I: Definición del sistema

Artículo 175.– El Subsistema de “Inversión Pública” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos necesarios para la formulación del Plan Provincial de Inversión Pública y el mantenimiento del inventario de proyectos de inversión.

Se entiende por inversión pública la aplicación racional y eficiente de recursos públicos con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes y servicios con el fin de incrementar el patrimonio y optimizar el funcionamiento de la hacienda pública.

El ciclo de vida de todo proyecto de inversión comprenderá las etapas de preinversión, inversión, operación y evaluación posterior.

Artículo 176.– Están sujetos a las disposiciones de la presente Ley todos los proyectos de inversión de los organismos integrantes de la Administración Provincial así como las organizaciones privadas o públicas que requieran para su realización subsidios, transferencias, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de beneficio, que afecte en forma directa o indirecta al patrimonio público provincial, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente.

Artículo 177.– El Banco de Proyectos de Inversión es un sistema de información que, instrumentado, administrado y mantenido por la Unidad Rectora Central, registra proyectos de inversión seleccionados como viables, susceptibles de ser financiados con recursos del presupuesto provincial, previamente evaluados técnica, económica, social y ambientalmente. 
Sección II: Organización

Artículo 178.– La Dirección General de Inversión Pública es la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública y como tal responsable de la aplicación de las normas, procedimientos y metodologías que garanticen una eficiente y oportuna asignación de recursos públicos para mejorar la capacidad productiva de bienes y servicios de la hacienda.

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, sociales, o exactas con una antigüedad mínima de 5 años en la profesión.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 179.– La Dirección General de Inversión Pública tendrá las siguientes competencias:

a) Establecer y elaborar sobre la base de las políticas provinciales y sectoriales, según criterios general e internacionalmente aceptados, las metodologías, indicadores pertinentes y criterios de decisión a utilizar en la formulación;

b) Coordinar las acciones a seguir para el planeamiento y gestión de la etapa de inversión de los proyectos de inversión pública provincial y supervisar la formulación y evaluación de los proyectos de inversión realizados en las jurisdicciones y entidades en cuanto al cumplimiento de las metodologías, pautas y procedimientos establecidos;

c) Elaborar anualmente, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto, el Plan Provincial de Inversión Pública y participar en la determinación de los proyectos a incluir en el mencionado Plan;

d) Participar en la determinación de los sectores prioritarios para el destino de las inversiones públicas;

e) Organizar y mantener actualizado un inventario de Proyectos de Inversión Pública a través de un Banco de Proyectos de Inversión Pública;

f) Desarrollar un sistema que proporcione información adecuada, oportuna y confiable sobre el comportamiento integral de las inversiones públicas; que permita el seguimiento de los proyectos individualmente y del plan de inversión pública en forma agregada, compatible con el control de la ejecución presupuestaria;

g) Capacitar a los agentes de la Administración Pública Provincial y Municipal en la formulación y evaluación de proyectos de inversión;

h) Registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional, los Municipios y Comunas o que sean financiados por el Sector Privado y comunicar al Sistema de Inversión Pública Nacional los proyectos que la provincia considere prioritarios;

i) Supervisar la evaluación posterior realizada por los organismos ejecutores sobre proyectos seleccionados, una vez finalizada la etapa de inversión y por lo menos una vez cuando se hayan cumplido cinco (5) años de operación de los mismos, incluyendo el año de puesta en marcha;

j) Realizar, promover y auspiciar todo tipo de acciones de apoyo informativo, técnico y de capacitación, adiestramiento e investigación acerca de los proyectos de inversión pública, metodologías desarrolladas y/o aplicadas y brindar apoyo técnico en los asuntos de su competencia a las entidades o jurisdicciones que así lo soliciten;

k) Establecer comunicación con el sector público nacional y municipal y comunal y con el sector privado a los efectos de identificar y apoyar la preinversión de proyectos de inversión de mutua conveniencia;

l) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Sección III: Normas Técnicas Comunes

Artículo 180.– Las oficinas encargadas de elaborar proyectos de inversión pública de cada jurisdicción o entidad del sector público provincial tendrán las siguientes funciones:

a) identificar, formular y evaluar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, de acuerdo a los lineamientos y metodologías dispuestos por la Unidad Rectora Central y las disposiciones específicas del organismo de su pertenencia;

b) identificar, registrar y mantener actualizado el banco de proyectos de inversión pública en lo concerniente a su área;

c) efectuar el control físico–financiero del avance de obras y del cumplimiento de los compromisos de obra de los proyectos de inversión pública;

d) realizar la evaluación posterior de los proyectos de inversión.
Artículo 181.– El Plan Provincial de Inversión Pública se integrará con los proyectos que se hayan formulado y evaluado según los principios, normas y metodologías establecidas por la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública, incluyendo las construcciones por administración, contratación, concesión y peaje.

Los proyectos de inversión que se incluyan en el proyecto de Ley de Presupuesto de cada año, y aquellos que soliciten transferencias, aportes, créditos u otorgamiento de avales del Estado Provincial para la realización de obras públicas provinciales, municipales o privadas, deben ser evaluados conforme lo establece el párrafo anterior.

Las jurisdicciones y los entes deberán preparar la propuesta del Plan de Inversiones del área, seleccionar los proyectos prioritarios siempre y cuando éstos cumplan con las condiciones establecidas por la metodología de evaluación y remitir la información requerida por la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública.

Artículo 182.– El Poder Ejecutivo facultará a la Dirección General de Inversión Pública para fijar el monto máximo del programa o proyecto de inversión que podrá ser aprobado directamente por la jurisdicción o entidad iniciadora para su inclusión en el Plan Provincial de Inversión Pública.

Artículo 183.– El Plan Provincial de Inversión Pública se formulará anualmente con una proyección plurianual. Al finalizar cada ejercicio se lo reformulará para el período plurianual que se establezca, con las correcciones necesarias para adaptarlo al grado de avance efectivo logrado en la ejecución de los proyectos de inversión pública provincial y las nuevas condiciones de financiamiento de la hacienda pública. Las clasificaciones de los proyectos, las agregaciones de los mismos y la estructura analítica deberán ser compatibles con la estructura presupuestaria.

En el Plan Provincial de Inversión Pública no podrán incluirse proyectos que no hagan parte del banco de proyectos de inversión. Asimismo sólo podrán financiarse proyectos de inversión de jurisdicciones que tengan garantizado y actualizado el cumplimiento de las obligaciones correspondientes al pago de su deuda.

Artículo 184.– En caso de emergencias los entes podrán encarar la ejecución de proyectos no previstos en el presupuesto, previa evaluación del mismo por la Unidad Rectora Central del sistema e inclusión en el sistema provincial de inversión publica.
Título IV – Sistemas de Información 

Capítulo I: Administración de Recursos Informáticos

Sección I: Definición

Artículo 185.– El sistema “Administración de Recursos Informáticos” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan la adquisición, desarrollo y utilización de tecnologías informáticas para la producción y la conservación de la información y la realización de procedimientos administrativos.
Sección II: Organización

Artículo 186.– La “Dirección General de Informática” será la Unidad Rectora Central del sistema “Administración de recursos informáticos”. 

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, informáticas, básicas o aplicadas con una antigüedad mínima de 5 años en la matrícula.

El Director General deberá dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Serán competencias del órgano rector:

a) Participar en el diseño de la política informática del sector público provincial no financiero;

b) Elaborar las normas que regirán la adquisición de equipamiento informático, sistemas operativos y programas de utilidad, aprobar las especificaciones técnicas que resulten necesarias para cada adquisición y participar en los procesos de adquisición;

c) Dictar las normas y procedimientos generales que deberán seguir las Unidades Informáticas Periféricas para garantizar la seguridad e inviolabilidad de la información procesada;

d) Asistir a las Unidades Informáticas Periféricas en el desarrollo y mantenimiento de los sistemas en producción;

e) Coordinar las actividades que realicen las Unidades Informáticas Periféricas, pudiendo solicitar la reasignación de recursos humanos;

f) Administrar, en forma coordinada con la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes, el inventario de recursos informáticos, estableciendo las normas técnicas específicas a tal efecto;

g) Programar la capacitación del personal de las Unidades Informáticas Periféricas y de los usuarios;

h) Realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrados con la autorización de la autoridad competente y en tanto no resientan sus funciones específicas;

i) Crear y actualizar la página oficial de la Provincia en Internet o en la red que la reemplace, la que tendrá como mínimo la siguiente información:

1) Presupuesto vigente;

2) Ejecución presupuestaria analítica mensual de gastos, recursos y deudas, actualizada con una antigüedad a los cuarenta y cinco (45) días desde el cierre del mes inmediato anterior.

3) Síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos con los contenidos básicos que establecen los Artículos 39 y siguientes de la presente ley.

4) Licitaciones públicas.

j) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Título V: Sistema de Control Interno

Artículo 187.– Créase la Sindicatura General de la Provincia, como el órgano de control interno del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 188.– La Sindicatura General de la Provincia es un ente con autarquía administrativa para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica al titular del Poder Ejecutivo.

Artículo 189.– Es materia de su competencia el control interno y ejercerá la auditoría interna de las jurisdicciones y entidades de la hacienda pública de acuerdo al ámbito de aplicación de la presente Ley, sus métodos, normas y procedimientos de trabajo. El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; abarcará los aspectos presupuestario, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión; la evaluación de programas, proyectos y operaciones y estará fundamentado en criterios de economía, eficiencia y eficacia.

Artículo 190.– El control interno, como función de la conducción, comprende normas y procedimientos destinados a lograr, por medio de una efectiva planificación, el ejercicio eficiente de la gestión administrativa y financiera, dirigido todo a la consecución de los fines de la organización.

La auditoría interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las jurisdicciones y entidades sujetas a su control, realizado por auditores integrantes de la Unidad de Auditoría Interna respectiva. Con el fin de garantizar la autonomía de criterio de los auditores, sus funciones y actividades deberán mantenerse desligadas de las operaciones sometidas a su análisis.

Artículo 191.– El Sistema de Control Interno estará conformado por la Sindicatura General de la Provincia.

La Sindicatura General de la Provincia podrá crear delegaciones con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo Provincial, las que dependerán de ésta orgánica y funcionalmente.

Los titulares de cada jurisdicción y entidad deberán garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas.

Artículo 192.– La autoridad superior de cada jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo Provincial, será responsable del mantenimiento de un adecuado sistema de control interno.

Artículo 193.– Son funciones de la Sindicatura General de la Provincia:

a) Dictar y aplicar normas de auditoría y control interno, debiendo compatibilizar y coordinar con el Tribunal de Cuentas de la Provincia, las materias controlables y los métodos a aplicar;

b) Emitir y supervisar la aplicación de las normas a que refiere el inciso anterior, por parte de las jurisdicciones;

c) Vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia y restantes normas de las Unidades Rectoras Centrales;

d) Supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades del Tribunal de Cuentas de la Provincia;
e) Aprobar sus planes anuales de trabajo y los de las delegaciones, orientando y supervisando su ejecución y resultados;

f) Comprobar la puesta en práctica por los controlados, de las observaciones y recomendaciones;

g) Atender los pedidos de asesoramiento que le formule el Poder Ejecutivo Provincial y/o las autoridades de las jurisdicciones y entidades comprendidas en el ámbito de su competencia, referidos a dicha materia;

h) Formular directamente a las jurisdicciones o entidades sujetas a su control, recomendaciones tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento normativo, la correcta aplicación de los procedimientos de auditoría interna y de los principios de economía, eficiencia y eficacia;

i) Poner en conocimiento del titular del Poder Ejecutivo y de los titulares de las jurisdicciones, los actos que hubiesen acarreado o que estime que puedan acarrear perjuicios para el patrimonio público;

j) Intervenir en los procesos de privatizaciones, cuando así se le requiera y sin perjuicio de la actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme a la reglamentación;

k) Controlar el sistema de información y registros de los juicios que deberá implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la substanciación de juicios, con el objeto de evaluar la repercusión económica y financiera de sus resultados;

l) Atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entidades fuera de su competencia, en la medida que no se resienta su actividad específica.

Artículo 194.– Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el artículo anterior, la Sindicatura General de la Provincia podrá requerir de todas las jurisdicciones y entidades sujetas a su competencia, la información que estime necesaria, quedando obligados todos sus funcionarios y agentes, a prestar su colaboración. La omisión de ello o la conducta adversa, será considerada falta grave.

Artículo 195.– La Sindicatura General deberá informar:

a) Al titular de la jurisdicción, entidad y organismo;

b) Al titular del Poder Ejecutivo, sobre la gestión financiera y operativa de las jurisdicciones y entidades comprendidas dentro del ámbito de su competencia, con copia al titular de la jurisdicción respectiva;

c) Al Tribunal de Cuentas de la Provincia, sobre la gestión cumplida por las jurisdicciones, entidades u organismos por ella fiscalizados, y todo otro requerimiento específico o consulta que le formule el órgano superior de control externo.
Artículo 196.–La Sindicatura General de la Provincia estará a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia. 

Será designado por el Poder Ejecutivo Provincial y dependerá directamente del Gobernador de la Provincia.

Para ser Síndico General de la Provincia, se requiere poseer título universitario en ciencias económicas y diez (10) años de antigüedad en la matrícula. 

El desempeño del cargo de Síndico General, requiere dedicación exclusiva y es incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia, dentro de los límites horarios permitidos por la Ley de Incompatibilidades.

Artículo 197.– El Poder Ejecutivo Provincial instrumentará un sistema de consultas con determinadas instituciones, tales como consejos, colegios, universidades u otra entidad que estime conveniente, a efectos de solicitarles los informes pertinentes sobre los profesionales propuestos para desempeñar el cargo de Síndico General de la Provincia.

Artículo 198.– Son atribuciones y responsabilidades del Síndico General de la Provincia:

a) Proponer al Poder Ejecutivo Provincial el nombramiento y cese de su personal;

b) Organizar y reglamentar el funcionamiento interno de la Sindicatura General de la Provincia, en sus aspectos operativos y de administración de personal;

c) Proponer al Poder Ejecutivo Provincial la estructura orgánico – funcional;

d) Aplicar el régimen disciplinario de acuerdo con las normas legales vigentes;

e) Elevar anualmente a la consideración del titular del Poder Ejecutivo, el plan de acción y presupuesto de gastos, para su posterior incorporación al Proyecto de Ley de Presupuesto General;

f) Contratar suministros y servicios de terceros, conforme a sus necesidades y con sujeción a la normativa en vigencia en la materia;

g) Informar al Tribunal de Cuentas de la Provincia, de actos o conductas que impliquen irregularidades, de las que tuviera conocimiento con motivo y en ejercicio de sus funciones;

h) Confeccionar la memoria Anual de su gestión y elevarla al Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 199.– La Sindicatura General de la Provincia convendrá con cada uno de los organismos que, en virtud de lo dispuesto, queden alcanzados por su competencia, la oportunidad y modalidades de la puesta en práctica del sistema instituido en esta ley.
Título VI: Sistema de Control Externo 

Capítulo I – Organización y Funcionamiento del Tribunal de Cuentas

Sección I – Definición

Artículo 200.– El control externo posterior del Sector Público será ejercido por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de acuerdo con las atribuciones que le fija el Artículo 81 de la Constitución Provincial y las que se determinen legalmente.

A tal fin, contará con personería jurídica, autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente Ley y todos los que se le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.

Artículo 201.– El Tribunal de Cuentas se integra con cinco vocales, uno de los cuales será su presidente.

Deberán poseer título de Contador Público Nacional, expedido por universidad nacional o privada reconocida por el Estado.

Los restantes requisitos son:

a) Ser argentino nativo o por opción,

b) Tener treinta y cinco años de edad como mínimo y diez años de antigüedad en el título;

c) Tener domicilio real en la Provincia.

d) No haber mantenido relación laboral ni contractual alguna con el Poder Ejecutivo Provincial, ni haber pertenecido a la planta del personal político durante el año inmediato anterior a la fecha de su nombramiento.

Artículo 202.– Los miembros del Tribunal de Cuentas son nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Asamblea Legislativa, permanecen seis años en sus funciones y pueden ser renombrados.

Prestarán juramento de desempeñar fielmente los deberes de su cargo, ante el mismo cuerpo.

Durante su gestión gozarán de iguales prerrogativas que los magistrados judiciales y sólo podrán ser removidos mediante juicio político.

Artículo 203.– El desempeño del cargo de Vocal del Tribunal de Cuentas es, incompatible con el ejercicio de la profesión y sólo podrán desarrollar la docencia cuando no requiera dedicación exclusiva.

Artículo 204.– Los cargos de vocales del Tribunal de Cuentas no pueden ser desempeñados por:

a) Los inhabilitados por sentencia judicial firme, los inhibidos por deudas judiciales exigibles y los declarados incapaces;

b) Los que se encuentren procesados por delitos dolosos;

c) Los condenados por delito doloso. Este impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto;

d) Los concursados y fallidos no rehabilitados.

Artículo 205.– Rigen para los vocales del Tribunal de Cuentas, las causas de excusación y recusación establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe para los magistrados judiciales.

Artículo 206.– Ejerce la Presidencia del Tribunal de Cuentas, el Vocal que designa el propio cuerpo en Acuerdo Plenario. Permanece en el cargo un año a partir de la fecha que entra en funciones y puede ser reelecto una sola vez.

El Presidente tiene la representación del Tribunal y estará a su cargo la administración interna, con las siguientes atribuciones mínimas, sin perjuicio de las que le asigne la reglamentación:

a) Ejerce la conducción general y la administración de la entidad, la jefatura sobre todo el personal dependiente y asigna sus funciones.

b) Convoca a las reuniones plenarias y acuerdos extraordinarios, cuando a su juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal.

c) Propone al cuerpo el nombramiento, ascenso, suspensión y cese del personal.

d) Designa los subrogantes del personal, en caso de ausencia o impedimento.

Artículo 207.– El Tribunal de Cuentas contará, como mínimo, con dos Contadores Fiscales Generales, un Cuerpo de Contadores Fiscales, un cuerpo de Abogados Fiscales, un Cuerpo de Auditores de carácter interdisciplinario, un Secretario por cada Sala, un Secretario de Asuntos de Plenario y el personal que determine la Ley de Presupuesto, con la organización, misiones y funciones que fije la estructura orgánica funcional y el reglamento interno.

Para ser Contador Fiscal General, se requiere título de Contador Público Nacional, y el desempeño anterior de cinco años en el cargo de Contador Fiscal.

Para ser Contador Fiscal se requiere título de Contador Público Nacional y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Abogado Fiscal se requiere título de Abogado y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Secretario de Sala o de Plenario, se requiere título de Abogado o Contador Público Nacional, y tres de antigüedad en el título.

Para ser Auditor se requiere título universitario u otra especialización terciaria, adecuadas para la realización de la tarea a encomendar, con un mínimo de tres años de antigüedad en el título.

El reglamento del organismo establecerá los cargos, funciones y casos que estarán comprendidos en la incompatibilidad establecida en el Artículo 203.

Artículo 208.– Las decisiones del plenario del Tribunal de Cuentas son validas si están presentes la totalidad de sus miembros y son adoptadas por mayoría de votos. Cuando no exista unanimidad, los vocales dejarán constancia en acta del sentido de su voto, expresando los fundamentos de su disidencia.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, hará sus veces el vocal que designe el cuerpo. Si el ausente o impedido fuere un Vocal, le subrogará, a los efectos de los acuerdos plenarios, los Contadores Fiscales Generales alternativamente de acuerdo a la reglamentación que al respecto fije el Tribunal. Sucesivamente lo hará el funcionario que resulte sorteado de una lista de diez Contadores Fiscales que anualmente deberá confeccionar el Tribunal de Cuentas de acuerdo a la misma reglamentación.

Artículo 209.– El Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario, convocado por su presidente, por sí o a pedido de otro vocal y a efectos de:

a) Tomar juramento a los vocales designados.

b) Proponer a la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo las modificaciones sobre la estructura orgánica funcional y reglamento interno;

c) Elaborar el proyecto de presupuesto anual;

d) Designar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;

e) Disponer y aprobar los gastos, con arreglo a las disposiciones vigentes, pudiendo delegar tales funciones, en todo o en parte, en la presidencia o en estamentos subordinados;

f) Determinar la composición y jurisdicción de cada sala y resolver las cuestiones de competencia que se susciten entre ellas;

g) Dictar las normas reglamentarias a las que deberá ajustarse el organismo en materia de control externo, examen de legalidad y de gestión y juicio de cuentas; juicio de responsabilidad y procedimientos de auditoría externa, y formular criterios de interpretación de la normativa vigente;

h) Examinar y dictaminar la cuenta de inversión;

i) Resolver los recursos que se promovieren contra los fallos o resoluciones dictadas por las salas o la presidencia;

j) Ejercer las facultades de observación legal y reparo administrativo que les confiere la presente ley;
Las decisiones del Tribunal de Cuentas, adoptadas en acuerdo plenario, constituyen la jurisprudencia aplicable.

Artículo 210.– El Tribunal de Cuentas funciona ordinariamente dividido en salas, integrada cada una de ellas por el presidente y dos vocales.

Las salas forman quórum con los tres miembros, completándose automáticamente, en caso de ausencia o impedimento, con un vocal de la otra sala.

Las decisiones son tomadas por mayoría, rigiendo lo dispuesto en el artículo 208 sobre disidencias.

Sección Ii– Competencia, atribuciones y deberes

Artículo 211.–Es competencia del Tribunal de Cuentas ejercer el control externo posterior de la hacienda pública, mediante:

a) El control de legalidad de los actos administrativos que se refieren o estén vinculados directamente a la hacienda pública;

b) La auditoría y control posterior legal, presupuestado, económico, financiero, operativo, patrimonial, y de gestión y el dictamen de los estados financieros y contables de la hacienda publica. Se incluye a las unidades ejecutoras de proyectos financiados por organismos internacionales de crédito, entes reguladores de servicios públicos, entes privados adjudicatarios de procesos de privatización o concesión, en lo que respecta a las obligaciones emergentes del contrato de concesión y con las limitaciones previstas en el artículo 5 de la presente, entidades públicas no estatales en cuya dirección o administración tenga responsabilidad el Estado, y, en general, a todo ente que perciba, gaste o administre fondos públicos, por cualquier causa jurídica o con una finalidad pública;

c) El examen de las rendiciones de cuentas de percepción e inversión de fondos públicos que efectúen los responsables sometidos a tal obligación, y la substanciación de los juicios de cuentas a los mismos, conforme a lo previsto por la presente Ley y demás normas aplicables;

d) La determinación de la responsabilidad administrativa y patrimonial de los agentes públicos mediante la substanciación de juicios de responsabilidad, en las condiciones fijadas por la presente Ley y demás normas aplicables.

Artículo 212.– En el marco del programa de acción anual de control externo que se fije a sí mismo, y del que establezca la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, el Tribunal de Cuentas tendrá las siguientes atribuciones:

a) Formular reparo administrativo u observación legal a los actos cuyo control posterior sea de su competencia, en los casos y con los alcances previstos en la presente Ley; 

b) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la Hacienda Pública.

c) Examinar e informar la Cuenta de Inversión, previo a su elevación a la Honorable Legislatura. A tal efecto el Tribunal de Cuentas deberá expedirse en un plazo de noventa días corridos a contar desde la fecha de su recepción;

d) Realizar auditorías sobre los asuntos de su competencia en los distintos Poderes, jurisdicciones o entidades bajo su control, examinar y evaluar el Control Interno de los mismos.

e) Controlar las operaciones de percepción e inversión de los fondos públicos provinciales, y la gestión de los fondos nacionales e internacionales recibidos por los entes que fiscaliza.

f) Evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos y operaciones contempladas en la Ley Anual de Presupuesto o Leyes Especiales.

g) Examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables y financieros de los organismos de la hacienda pública;

h) Controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y efectuar los exámenes que sean necesarios para formar opinión sobre el endeudamiento;

i) Controlar el cumplimiento de la coparticipación impositiva a favor de Municipios y Comunas.

j) Realizar exámenes especiales de actos y contratos que estime de significación, por sí o por indicación de las Cámaras Legislativas y/o de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo.

k) Fiscalizar en forma integral los procesos de privatización o concesión en todas sus etapas, con los alcances que establezcan las Leyes especiales;

l) Requerir informes a los órganos de control interno relativos a los controles efectuados y resultados obtenidos.

m) Suministrar al Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo los informes y antecedentes resultantes de su actividad de fiscalización.

n) Recomendar a las autoridades correspondientes la adopción de las medidas administrativas que considere necesarias para prevenir y corregir irregularidades en la gestión de los entes públicos, y lograr mayor eficiencia, eficacia y economía en la misma.

ñ)
Contratar a profesionales independientes de auditoría o consultores externos privados, fijando los requisitos 
de idoneidad que deberán reunir los mismos y las normas técnicas a que deberán ajustar su trabajo; si se 
constatare fehacientemente que no existen en planta  temporaria o permanente de la Administración 
Provincial agentes en condiciones de cubrir las funciones requeridas.

o) Suscribir convenios con organismos públicos de control de otras jurisdicciones relativos a temas vinculados con su finalidad.

p) Establecer el modo de ejercer las funciones de control posterior, pudiendo mantener, si lo considera necesario, una delegación fiscal en cada poder, jurisdicción o entidad, fijándole sus atribuciones y competencias;

q) Constituirse en cualquier organismo sujeto a su control sin necesidad de autorización judicial, a fin de efectuar comprobaciones y notificaciones o recabar de los mismos, los informes que considere necesarios;

r) Promover las investigaciones de cualquier tipo, en los casos que corresponda, remitiendo los antecedentes y conclusiones a la Legislatura;

s) Exigir la colaboración de todas las entidades del sector público provincial, las que estarán obligadas a suministrar los documentos y elementos que el Tribunal de Cuentas les requiera;

t) Solicitar a terceros el reconocimiento de la autenticidad de los documentos emergentes de su relación contractual o fiscal con los entes comprendidos en la jurisdicción y competencia del Tribunal.

u) Solicitar a los organismos y personas privadas, físicas o ideales, las informaciones necesarias para el cumplimiento de las tareas relacionadas con auditorias, juicios de cuentas, juicios de responsabilidad o cualquier otra actuación vinculada con su competencia;

v) Dictar las normas a que se ajustará el organismo en materia de auditoria externa, las que responderán a un modelo de control y auditoria integrada, que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, eficiencia y eficacia;

w) Establecer los plazos y modalidades que deberán observar los responsables para la presentación de las rendiciones de cuentas, coordinando criterios con la Unidad Rectora Central del subsistema de contabilidad, y requerirlas con carácter conminatorio, a los que teniendo obligación de formularla, fueren remisos o morosos;

x) Traer a juicio de responsabilidad a cualquier estipendiario de la provincia con excepción de los miembros del Poder Legislativo y los funcionarios comprendidos en el Artículo 98 de la Constitución Provincial;

y) Imponer multas en los casos de no acatamiento o desobediencia a sus requerimientos o decisiones, las que serán graduadas entre el 5por ciento y el 100por ciento del sueldo del agente administrativo de mayor jerarquía del organismo a que corresponde el sancionado, sin perjuicio de solicitar en dichos casos, la aplicación de medidas disciplinarias por parte de la autoridad competente;

z) Verificar el cumplimiento de la Ley Nº 7089, y su reglamentación; 

aa) Tramitar y fallar los juicios de cuentas y de responsabilidad, conforme a las normas previstas en esta Ley y demás disposiciones reglamentarias;
Artículo 213.– Con relación a su organización y funcionamiento, el Tribunal de Cuentas tendrá las siguientes atribuciones:

a) Elaborar su proyecto de presupuesto anual y someterlo a consideración de la Legislatura;

b) Realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional, debiendo, comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del total de créditos autorizados y de acuerdo a las normas que rigen para la ejecución y modificación del presupuesto vigente;

c) Establecer el régimen laboral y de ingreso de su personal y su reglamento interno, excepto en lo relativo al régimen salarial;

d) Disponer la utilización de los créditos de su presupuesto, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes;

e) Presentar al Poder Legislativo, antes del 1° de mayo de cada año la Memoria de su gestión, a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo del artículo 255, la que deberá emitir opinión previa a su tratamiento.

Artículo 214.– A los efectos de la fiscalización prevista en el inc. b) del artículo 212, los distintos Poderes del Estado comunicarán al Tribunal la totalidad de los actos administrativos referidos a la hacienda pública, pudiendo el mismo requerir los antecedentes que los determinen de acuerdo a la reglamentación que sobre el particular dicte el organismo.

Sección III – Del control de legalidad

Artículo 215.– El control posterior de legalidad a que refiere el Artículo 212, inciso a), será ejercido por el Tribunal de Cuentas, a través de los siguientes procedimientos:

a) Reparo administrativo: cuando el acto analizado contuviere errores materiales, de cálculo u omisiones;

b) Observación legal: cuando hubiese sido dictado en contravención a disposiciones legales o reglamentarias. 

Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios a juicio del Tribunal, y sin perjuicio de la facultad de control integral.

A tales efectos, los actos sujetos a su control conforme a las disposiciones de esta Ley, deberán serles comunicados dentro de los seis (6) días hábiles de su dictado, requisito sin el cual no podrán ser puestos en ejecución.

El Tribunal podrá requerir los antecedentes de aquellos que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido.

La no comunicación de los decisorios y/o de los antecedentes, cuando fueren requeridos, constituirá falta grave del funcionario responsable, pudiendo hacerse pasible de las sanciones pecuniarias a que se alude en el Artículo 212, inciso y) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias pertinentes.

Artículo 216.– A los fines previstos en el Artículo 212 inc. a) los actos administrativos referidos directamente a la hacienda pública son aquellos que, teniendo contenido económico, impliquen la percepción o inversión de caudales públicos, efectos estos que deberían resultar consecuencia inmediata de su propio objeto y no quedar supeditados a otro acto posterior, con excepción de los casos a los que se hacen referencia los incisos g) y h) del Artículo 212.
Los actos que no posean la cualidad precedente, los reglamentos de ejecución y autónomos y los actos administrativos de alcance general con contenido normativo, excepto en las partes que tengan contenido específicamente hacendal, los actos de gobierno que importen el ejercicio de un poder político constitucional en cuanto a su mérito, oportunidad y conveniencia, los actos institucionales referidos a la formación y renovación de los Poderes constitucionales, los actos puramente discrecionales en razón de su objeto y los que importaren el ejercicio de sus facultades disciplinarias, quedan excluidos del control del Tribunal de Cuentas.

Artículo 217.– El reparo administrativo podrá ser formulado en cualquier momento, luego de que el Tribunal haya tomado conocimiento del decisorio sobre el cual recaiga, y generará para la autoridad emitente la instancia de rectificación, con comunicación al Tribunal de Cuentas.

Artículo 218.– Solicitados los antecedentes del decisorio a analizar, la observación legal solo podrá ser efectuada dentro de los veinte (20) días de recepcionados los mismos, debiendo consignarse en ella, en forma clara y precisa, las disposiciones legales o reglamentarias que se han transgredido.

Artículo 219.– Las observaciones legales formuladas por el Tribunal de Cuentas, serán comunicadas simultáneamente:

a) al titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido él o los actos sobre los cuales recaigan; 

b) al titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial cuando correspondiere;

c) al responsable del sistema de control interno de cada jurisdicción.

Dentro de los quince (15) días de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto objetado o un superior a esta con facultad de avocación, puede disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible.

El titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial podrá suspender el acto administrativo en forma expresa, total o parcial en la parte observada, no alcanzando dicha suspensión a los efectos ya cumplidos dentro del plazo establecido en el Artículo precedente. Esta facultad es indelegable.

Si el acto no fuera suspendido el Titular del Poder asumirá por la vulneraciones, por sí, como autoridad emitente, o solidariamente con quien emitió el acto observado. 

Artículo 220.– Los actos administrativos que impliquen la rectificación, derogación o suspensión del acto deben ser comunicados al Tribunal de Cuentas dentro de los tres (3) días de dictados.

Si transcurridos veinte días desde la notificación del acto de oposición, no se hubiera recibido comunicación alguna, el Tribunal de Cuentas debe comunicar a la Legislatura la observación legal, acompañando los antecedentes que la fundamentaron.

Artículo 221.– Con independencia de lo actuado en el control de legalidad de los decisorios sometidos a su competencia conforme a las disposiciones de los Artículos precedentes, el Tribunal de Cuentas podrá efectuar comprobaciones respecto de ellos y de sus antecedentes dirigidas a deslindar, en su caso, las responsabilidades resultantes, en el marco del procedimiento reglado en el Artículo 238 y siguientes de esta Ley.

Artículo 222.– Las resoluciones de sala o de plenario que dispongan la apertura del juicio de responsabilidad, serán comunicadas a la Honorable Legislatura, así como sus resultados.

Artículo 223.– Fíjase en noventa (90) días el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas de la Provincia se aboque al control de legalidad de un acto administrativo, el que se computará desde el momento en que haya tenido lugar su comunicación formal.

Sección IV – De los responsables, de la presentación de las cuentas, de su exÁmen y del juicio de cuentas

Sector I – De los responsables

Artículo 224.– Los agentes y funcionarios del sector público provincial o entidades sujetas al control del Tribunal a quienes se haya confiado en forma permanente, transitoria o accidental, el cometido de recaudar, percibir, transferir, custodiar, administrar, invertir, pagar o entregar fondos, valores, especies o bienes del Estado, son responsables de la administración pública provincial y están obligados a rendir cuenta de su gestión, en la forma y tiempo que dispone la presente Ley y su reglamentación.

La obligación se extiende a la gestión de los créditos del Estado, e implica responsabilidad por las rentas que se dejan de percibir, las entregas indebidas de bienes a su cargo o custodia o la sustracción o daño de los mismos, salvo que se compruebe inexistencia de culpa o dolo.

Artículo 225.– Toda persona de existencia física o ideal que, sin pertenecer al Estado, reciba de éste fondos, valores o especies, cualquiera fuere el carácter de la entrega y siempre que la misma no constituya contraprestación, indemnización o pago de bienes o servicios, es un responsable con la administración y está obligado a rendir cuenta de su gestión, con arreglo a lo prescrito en la presente Ley y su reglamentación.

Artículo 226.– Los titulares de los servicios administrativo–financieros de los Poderes Legislativo y Judicial, de los Ministerios, de las Secretarías de Estado, entes descentralizados y demás organismos sujetos al contralor del Tribunal de Cuentas, además de la obligación que les fija el Artículo 224 por si, en lo referente a los fondos o valores que administren tanto en su percepción como en su inversión en forma directa, se constituyen en obligados indirectos por el monto de lo que transfieran y deben requerir la rendición de cuenta a los responsables de la inversión final, –en adelante, obligados directos–, que se encuentren bajo su dependencia, para ponerla a disposición del Tribunal, en la forma y plazos que éste establezca.

La omisión o negligencia en el cumplimiento de este deber, genera responsabilidad solidaria con el obligado directo.

Artículo 227.– El obligado a rendir cuentas que cesa en sus funciones, no queda liberado de la jurisdicción del Tribunal de Cuentas, hasta tanto haya sido aprobada la rendición de cuentas de su gestión.

Cuando se produce un cambio de agente o funcionario obligado, debe practicarse un arqueo y formalizarse un acta con intervención del responsable de la unidad de auditoría interna y, en su caso, del reemplazante. El incumplimiento genera responsabilidad solidaria del agente o funcionario entrante y saliente.

El Tribunal de Cuentas resolverá los casos no previstos en relación con esta disposición.

Artículo 228.– Los hechos u omisiones violatorias de disposiciones legales o reglamentarias, generan responsabilidad personal y solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan en alguna de las etapas de su cumplimiento.

Si de tales hechos u omisiones, no se derivare perjuicio para el fisco y, en cambio, sus consecuencias pudieran resultar de utilidad para el Estado provincial, el Poder Ejecutivo o la autoridad a quien competa superar el vicio, podrá optar por su convalidación, en el marco de la presente norma, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias aplicables al responsable de la transgresión, circunstancia que deberá hacerse constar en el decisorio que al efecto se dicte.

Los agentes o funcionarios que reciban órdenes de hacer o no hacer, deben advertir, por escrito, a su respectivo superior, sobre toda posible infracción que traiga aparejado el cumplimiento de dichas órdenes. Si no obstante la referida prevención, el superior insiste en su orden, también por escrito, cesa para el inferior toda responsabilidad, trasladándose a aquel.

Sector II – De la presentación de las cuentas

Artículo 229.– Facúltase al Tribunal de Cuentas a determinar el contenido, forma de presentación, requisitos, modelos y procedimientos de rendición de cuentas, los que deberán posibilitar su contralor en los aspectos: formal, legal, contable, documental y numérico. Dichas normas deberán ser coordinadas con lo que establezca para ello la Unidad Rectora Central del subsistema de contabilidad.

Dentro de los ciento veinte (120) días de publicada la presente, deberá aprobar el cuerpo reglamentario respectivo, comunicarlo a la Legislatura a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo prevista en el artículo 255, a las jurisdicciones y entidades sujetas a su control y publicarlo en el Boletín Oficial.

Artículo 230.– El Tribunal de Cuentas dispondrá la oportunidad, procedimientos, plazos y forma de auditar las rendiciones de cuentas atendiendo a las circunstancias que a su juicio deban considerarse.

Sector III – Del exámen de las cuentas

Artículo 231.– El contador fiscal que asigne el Tribunal, examinará la cuenta en los aspectos enunciados, con sujeción a las normas de procedimiento e interpretación que éste dicte y, si encuentra defectos que den lugar a reparo, formulará requerimiento conminatorio a fin de que se subsanen los mismos o se presente la rendición omitida.

Dicho requerimiento será dirigido al responsable indirecto, quien, una vez impuesto del mismo, lo derivará al obligado directo.

Artículo 232.– Contestado el requerimiento o vencido el plazo otorgado para hacerlo, el contador fiscal se expedirá por:

a) Aprobación de la cuenta;

b) Mantenimiento del reparo o en su caso, pedido de emplazamiento si la rendición no hubiera sido presentada;

c) Abstención de opinión, cuando los antecedentes aportados no resulten, a su juicio, suficientes para determinar la procedencia de alguna de las dos alternativas anteriores.

En cualquier supuesto, elevará las actuaciones a la sala correspondiente, por medio de la Fiscalía General del Tribunal de Cuentas, solicitando, en su caso, la substanciación de medidas previas.

Artículo 233.– Previo dictamen de la Fiscalía General, la sala resolverá la aprobación o la iniciación del juicio de cuentas respectivo.

Sector IV – Del juicio de cuentas

Artículo 234.– De estimar procedentes los reparos deducidos a la cuenta por el contador fiscal y/o Fiscalía General, o en caso de rendiciones omitidas, la sala dictará resolución de emplazamiento, citando al responsable a que comparezca y conteste los mismos en el término de quince (15) días contados desde su notificación, bajo apercibimiento de dictar resolución condenándolo al pago de las sumas cuya justificación no existieran o fuera defectuosa.

El emplazamiento se efectuará al obligado directo, sin perjuicio de que, a criterio del Tribunal, corresponda hacer extensiva la medida al titular del servicio administrativo que intervino en la transferencia de los fondos, en su carácter de responsable indirecto.

El término para la contestación, podrá ser ampliado por el Tribunal hasta un máximo de sesenta (60) días, a solicitud de parte y en mérito a la complejidad o dificultades que ofrezca el tema.

Artículo 235.– Contestado el emplazamiento o vencido el término acordado para la respuesta sin que ella se produzca, previo dictamen de Fiscalía General y si se estima, la sala dictará resolución, que puede ser:

a) Aprobatoria de la cuenta, declarando total o parcialmente liberado al responsable emplazado;

b) Condenatoria, determinando el cargo e intimando su pago en el término de treinta (30) días;

c) Interlocutoria, cuando aún haya que recurrir a antecedentes, diligencias o pruebas que no hubieran podido considerarse hasta entonces.

Artículo 236.– Si el pago del cargo no se cumpliere en el término establecido en el fallo condenatorio, se dará intervención a Fiscalía de Estado a los fines de su ejecución judicial.

El fallo, una vez firme, hace cosa juzgada y constituye título ejecutivo hábil para las acciones que correspondan.

Artículo 237.– Si al cumplirse el plazo con que cuenta el Tribunal de Cuentas para expedirse sobre la Cuenta de Inversión, quedarán rendiciones de cuentas correspondientes a ese período sin que hayan recibido su aprobación, solo por causas debidamente fundadas, el Tribunal de Cuentas podrá expedirse sobre las mismas hasta la presentación, por parte del Poder Ejecutivo, de la Cuenta de Inversión del ejercicio siguiente.

Transcurridos el plazo estipulado en el presente artículo, sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados.

Sección V – Del juicio de responsabilidad

Artículo 238.– Los actos, hechos u omisiones de los agentes o funcionarios de la administración pública provincial, o la violación de las normas que regulan la gestión hacendal, susceptibles de producir un perjuicio para el patrimonio estatal, darán lugar al juicio de responsabilidad administrativa, que instruirá el Tribunal de Cuentas.

Dicho organismo actuará de oficio, cuando adquiera por sí la presunción o el conocimiento de la existencia de las aludidas irregularidades, o por denuncias formuladas por agentes, funcionarios o terceros.

La acción a cargo del Tribunal, tendiente a hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de toda persona física que se desempeñe o se haya desempeñado en el Estado Provincial y que surja de lo previsto en el primer párrafo del presente, prescribe en los plazos fijados en el Código Civil, contados a partir del hecho generador o del momento en que se produzca el daño, si éste fuere posterior.

Artículo 239.– El juicio de responsabilidad administrativa tendrá por objeto:

a) Determinar la existencia de un perjuicio económico causado por la conducta de agentes de la administración;

b) Identificar a los responsables;

c) Determinar el monto del perjuicio;

d) Condenar al responsable al pago del daño.

Artículo 240.– Los agentes de la administración que tengan conocimiento de irregularidades que hayan ocasionado o pudieren ocasionar perjuicios económicos al Estado, deberán comunicarlo a su superior jerárquico, quien lo pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas.

Si el imputado fuere el superior jerárquico del denunciante, la comunicación deberá efectuarse ante la autoridad inmediata superior.

El Tribunal de Cuentas podrá desestimar aquellas denuncias que, a su juicio, considere infundadas.

Artículo 241.– El procedimiento será ordenado por la sala respectiva y se iniciará con un sumario, que instruirá el Tribunal de Cuentas por medio de su sector específico, o solicitará se instruya en la jurisdicción u organismo donde la irregularidad se haya detectado o donde revista el imputado o donde graviten las consecuencias de aquella.

El Tribunal de Cuentas podrá coordinar su actividad con la autoridad sumarial de la jurisdicción u organismo que competa, a fin de que el procedimiento esclarezca, a la vez, la responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad patrimonial en que se haya incurrido.

El sumario deberá substanciarse en un plazo ordinario de sesenta (60) días, prorrogable por causa justificada a criterio de la sala competente, hasta un máximo de ciento veinte (120) días.

Artículo 242.– Concluido el sumario, el instructor emitirá su dictamen precisando los cargos a formular, debiendo, en su caso, individualizar a los responsables de la transgresión y elevar lo actuado al Tribunal de Cuentas por medio de la sala que ordenó el juicio.

Artículo 243.– La sala dictará resolución, adoptando alguna de las alternativas siguientes:

a) Archivo de las actuaciones por considerar que no ha existido responsabilidad ni daño;

b) Ampliación del sumario; o

c) Emplazamiento por veinte (20) días a los presuntos responsables, para que comparezcan y formulen su descargo.

Artículo 244.– Contestada la imputación, se procederá al análisis de la prueba ofrecida por el enjuiciado y todo otro elemento que se considere pertinente para la dilucidación de los hechos, trámite que deberá cumplirse en el término de treinta (30) días.

Artículo 245.– Vencido el término probatorio, la sala deberá fallar dentro de los treinta (30) días posteriores.

Artículo 246.– Si la resolución fuere condenatoria, fijará la suma que deba abonar el responsable, bajo apercibimiento que en caso de no satisfacerse el cargo dentro de los diez (10) días de la notificación, se dará intervención a Fiscalía de Estado, para su ejecución judicial.

El fallo, una vez firme, constituye título ejecutivo hábil y suficiente para las acciones que correspondan.

Artículo 247.– Cuando del juicio de responsabilidad se compruebe que no se ha producido daño alguno para la hacienda pública, pero sí la existencia de procedimientos irregulares, el Tribunal podrá imponer multas graduadas con arreglo a lo previsto en el artículo 212, inciso y) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias que adopten los superiores del imputado.

Artículo 248.– Si del procedimiento cumplido, surgiere la existencia de un delito de acción pública, el Tribunal de Cuentas formulará la denuncia correspondiente ante la justicia ordinaria, notificándole a la Fiscalía de Estado la actividad cumplida, radicación de la denuncia, con remisión de copias del legajo y antecedentes presentados en sede judicial.

Artículo 249.– El Tribunal de Cuentas reglamentará las distintas instancias del juicio de responsabilidad, pudiendo ampliar o reducir los plazos establecidos, por causa justificada.

Sección VI – Recursos

Artículo 250.– Contra los fallos dictados por las salas en los juicios de cuentas y responsabilidad, procederá el recurso de apelación ante el tribunal plenario, el que deberá interponerse dentro de los diez (10) días de notificada la resolución impugnada y fundamentarse en el mismo acto.

Será admisible el ofrecimiento de nuevas pruebas, a las que se dará el trámite que el Tribunal crea más conveniente, según las circunstancias y en ejercicio de sus facultades de mejor proveer.

Artículo 251.– Contra los fallos que dicte el Tribunal de Cuentas en plenario, en los juicios de cuentas y de responsabilidad, procederán los recursos establecidos y reglados en el Código Contencioso Administrativo de la Provincia, los que se concederán con efectos suspensivos.

Sección VII – Disposiciones generales

Artículo 252.– El pronunciamiento del Tribunal de Cuentas será previo a toda acción judicial tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil de los agentes de la administración provincial sometidos a su jurisdicción.

Se exceptúan los casos en que mediare condena judicial por sentencia firme contra el Estado provincial, en los que el fallo respectivo que determine la responsabilidad civil de alguno de sus agentes, constituirá título suficiente para promover contra el responsable las acciones que correspondan.

Artículo 253.– Los fallos firmes del Tribunal de Cuentas, dictados en los juicios de responsabilidad y de cuentas, harán cosa juzgada y constituirán título ejecutivo suficiente y hábil para su ejecución judicial, por la vía del juicio de apremio que deducirá el Fiscal de Estado, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 81 de la Constitución Provincial.

Capítulo II – Otras Disposiciones

Artículo 254.– Todos los plazos establecidos en el presente Título, deberán computarse por días hábiles administrativos de funcionamiento para el Tribunal de Cuentas.

A este efecto, se lo faculta para determinar los períodos de las ferias durante las cuales aquellos quedarán suspendidos, por receso del organismo.

Artículo 255.– El control jerárquico de la gestión del Tribunal de Cuentas, será ejercido por el Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá con tres (3) Senadores y tres (3) Diputados, con representación de la minoría.

La Presidencia de la Comisión será ejercida por períodos anuales ocupándose el cargo alternadamente por un Senador y un Diputado. Al Presidente le corresponderá doble voto en caso de empate.

Serán competencia de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, sin perjuicio de otras que pudieran establecerse, las siguientes:

a) Aprobar el programa de acción anual de control externo a desarrollar por el Tribunal de Cuentas;

b) Requerir al Tribunal de Cuentas procedimientos especiales de control posterior;

c) Analizar los informes periódicos de cumplimiento de programas o resultantes de la tarea propia de fiscalización que realice el Tribunal de Cuentas;

d) Analizar la Memoria Anual del Tribunal de Cuentas que deberá elevarse antes del 1º de mayo de cada año;

e) Encomendar al Tribunal de Cuentas la realización de estudios, investigaciones y dictámenes especiales sobre materia de su competencia estableciendo los plazos para su realización;

f) Requerir al Tribunal de Cuentas información sobre la actividad jurisdiccional desarrollada por el mismo.

Artículo 256.– El producido de las multas que aplique el Tribunal de Cuentas a los agentes responsables, y todo otro ingreso que obtenga con motivo de su gestión, cualquiera fuere su origen, constituirán recursos de rentas generales.

Artículo 257.– En todo lo no previsto por esta Ley respecto al juicio de cuentas y juicio de responsabilidad, y en tanto sean compatibles, serán de aplicación las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe, atinentes a: recusaciones y excusaciones, salvo el derecho de recusar sin causa; sobre actos y diligencias procesales y su documentación; notificaciones, plazos procesales, emplazamientos, traslados y vistas; audiencias, oficios, providencias y resoluciones; ineficacia de los actos procesales; de la prueba en general y de los medios de prueba; del allanamiento; de los incidentes y de lo normado para el juicio sumarísimo.

Título VII: Disposiciones Complementarias

Artículo 258.– Los órganos rectores de la presente ley, estarán a cargo de un titular y en los casos establecidos en la presente ley también de un subtitular. Se accederá a dichos cargos por concurso abierto de oposición y antecedentes y los designados durarán en el ejercicio de sus funciones cinco (5) años.

Al finalizar el período citado, los designados en ejercicio del cargo podrán presentarse a un nuevo concurso. 

Para ejercer el cargo de Director de cualquiera de los órganos rectores, será condición indispensable poseer idoneidad, sujeta a los siguientes requisitos:

1) poseer título universitario en la disciplina que corresponda a la naturaleza de sus funciones, de acuerdo con la incumbencia establecida por la universidad otorgante;
2) conocimiento en la materia específica que debe atender el órgano rector del cual aspira ser titular;

3) ser argentino nativo o por opción;

4) no encontrarse inhabilitado por sentencia judicial firme;

5) no encontrarse inhibidos por deudas judiciales exigibles; 

6) no haber sido condenado por delito doloso. Este impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto.

7) no encontrarse declarado fallido y no estar rehabilitado.

8) los demás establecidos en los artículos pertinentes.

Artículo 259.–Los Servicios Administrativo–Financieros previstos en el artículo 10 de esta Ley estarán a cargo de un director y un subdirector que deberán ser profesionales con título de contador público nacional.

Artículo 260.– En todo proyecto de Ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del presupuesto general vigente, la composición de la deuda pública, o tenga implicancia sobre el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría de Estado u organismo correspondiente.

Artículo 261.– Las acciones administrativas que exijan refrendo ministerial se canalizarán a través de la cartera que competa de acuerdo a la ley de ministerios.

Artículo 262.– Los plazos establecidos en la presente Ley se calcularán en días hábiles administrativos, excepto los establecidos en el art. 254.

Artículo 263.– Cuando las Unidades Rectoras Centrales y el Órgano Coordinador se expidan haciendo uso de su potestad normativa dichas normas serán de aplicación para toda la hacienda pública. Cuando leyes especiales hayan definido procedimientos especiales de administración de la hacienda pública los mismos se interpretarán como tácitamente derogados y serán de aplicación los que surgen de esta ley y su reglamentación, a excepción de los procedimientos regulados por leyes especiales de endeudamiento con instituciones multilaterales de créditos o celebrados con Estados extranjeros o entidades del Derecho Público Internacional.

Artículo 264.– Las disposiciones del Artículo 169 de esta Ley se hacen extensivas a las liquidaciones de haberes a pasivos y a beneficiarios de la Ley Nro. 5.110.

Artículo 265.– El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley, con excepción del Título VI, Sistema de Control Externo, que será reglamentado por el Poder Legislativo a propuesta de la Comisión Parlamentaria Mixta creada por el Artículo 255. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar e implementar gradualmente los términos y funcionalidades previstas para cada uno de los subsistemas de la presente Ley. Su vigencia dependerá en todos los casos de la disponibilidad financiera de la Provincia y de la existencia de crédito presupuestario en cada caso.

El Poder Ejecutivo no podrá, a los efectos del cumplimiento de la presente ley:

a) incrementar el número de cargos de personal tanto permanente como temporario aprobados por “Planilla Anexa 9” al Artículo 6º de la Ley de Presupuesto 11.876.

b) efectuar compensaciones internas de las partidas presupuestarias que signifiquen incrementos en los rubros destinados a contratos de locación de servicio.

c) incrementar la partida presupuestaria de remuneraciones prevista en la Planilla Anexa 1 al Artículo 1º de la Ley de Presupuesto 11.876.

Artículo 266.– Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar las excepciones en el cumplimiento de los requisitos fijados por la presente Ley para la ocupación de los cargos de las Unidades Rectoras Centrales a los funcionarios públicos que actualmente los ocupan. El cumplimiento de lo normado en la presente ley será obligatorio en el momento que los mismos deban ser nuevamente ocupados.

Artículo 267.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas, en su facultad de órgano coordinador de los sistemas de administración, podrá, con autorización del Poder Ejecutivo, asumir por sí las facultades o mediante delegación las funciones de las Unidades Centrales Rectoras de los subsistemas que no puedan implementarse inicialmente, en las condiciones que establezca la reglamentación.

El Ministerio de Hacienda y Finanzas deberá proponer al Poder Ejecutivo luego de promulgada la presente Ley la adecuación gradual a su estructura orgánico funcional, la cual quedará sujeta a las restricciones y disponibilidades financieras de la provincia.

Artículo 268.– Las disposiciones de la Ley 11696 tendrán prelación en su aplicación, durante el período de su vigencia, cuando exista conflicto interpretativo respecto de las disposiciones de la presente ley.

Artículo 269.– Las derogaciones enunciadas en el art. 270 sólo serán efectivas en la medida que el Poder Ejecutivo implemente gradualmente la presente ley de acuerdo establece el art. 265 segundo párrafo.

Artículo 270.– Derógase el Decreto Ley 1757/56, ratificado por Ley 4815, y sus modificaciones Leyes 5617, 6089, 6592, 6594, 6863, 7080, 7159, 8171, los Artículos 1, 2, 3, 4, 5,6, 7, 8, 9, 11 y 12 de la Ley 10580 y la Ley 10801; las Leyes 5356, sus modificatorias y prórrogas; las Leyes 9081, 9140, y la Ley 9432. Abrógase la Ley Complementaria 11877.

Artículo 271.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 14 de noviembre de 2001.

Muniagurria – Paulichenco 

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Deseo fijar la posición del bloque Demócrata Progresista, contraria al tratamiento sobre tablas de este tema.


En la mañana y en la tarde de ayer solicitamos copias del proyecto que había aprobado el Senado la semana pasada y no pudimos obtenerlo porque faltaban algunas firmas en la Cámara de Senadores.


Es decir, el proyecto como fue aprobado en el Senado ni siquiera lo vimos y en tanto recién entra a la Cámara, nos parece de nuestra parte poco prudente rechazarlo sin haberlo leído, máxime tratándose de una ley que tiene alrededor de 270 artículos.


En nuestra conciencia no condice aceptar el tratamiento sobre tablas de un proyecto de esta naturaleza, en estas condiciones, porque entendemos es contrario al concepto que tenemos sobre la responsabilidad legislativa.


El tema –como lo demostramos en su oportunidad– no nos es ajeno; lo analizamos, lo estudiamos, colaboramos en la comisión y en el tratamiento en el recinto a lo largo del debate, para tratar de lograr la mejor ley.


Habíamos votado el proyecto en general, con la idea de que algunas de las sugerencias que íbamos a sumar al debate podían ser aceptadas. 

Hubo dos o tres cuestiones fundamentales –que a nuestro juicio constituyen vicios de inconstitucionalidad–, por un lado, negativas o cercenamiento de lo que debe ser la independencia en el Tribunal de Cuentas, y alguna otra cuestión que –a nuestro entender– desnaturalizaron esta ley que debía ser un instrumento importante para servir a la administración pública santafesina.

Según la información periodística, el Senado ha aprobado el proyecto que fuera en revisión con reformas sustanciales, con relación a lo que se había aprobado en la Cámara de Diputados. Y aquí surge la pregunta: ¿cómo es posible que un proyecto de esta naturaleza, de estas características, de esta importancia, promovido por el Poder Ejecutivo, sea aprobado –según la información– con diferencias sustanciales entre ambas Cámaras?

El Justicialismo tiene mayoría como para imponer su voluntad en la Cámara de Diputados y tiene abrumadora mayoría en el Senado para decidir de la manera que considere más conveniente.


¡Pero cómo puede entenderse, señor presidente, que en una ley de esta importancia haya posiciones tan antagónicas entre las Cámaras de Diputados y Senadores! ¡Acá se dice blanco y allá se dice negro!, ¡y se trata de un proyecto que es iniciativa del mismo gobierno! Hasta se dice, por ahí, que cambiaron para peor los vicios de redacción que habían sido corregidos en la Cámara de Diputados.


¿Cómo puede ser que no haya un principio de entendimiento, no sólo de parte de los legisladores de ambas Cámaras del Justicialismo, sino también con los distintos sectores que tienen predisposición y voluntad para votar la ley, como lo hemos tenido todos los sectores en esta Cámara? ¿Por qué no puede lograrse un mayor consenso?.


Responsabilizamos, señor presidente, al Poder Ejecutivo por esta forma de legislar, porque es imprescindible que se comprenda la necesidad de contar con un subsecretario de Asuntos Legislativos que contribuya a la coordinación de la tarea entre ambas Cámaras. Un subsecretario legislativo que no sea una figura decorativa, que tenga entidad, presencia, condiciones, experiencia y conocimientos para tratar de aunar las diferencias en estos temas, en los que no estamos divididos por cuestiones políticas partidistas, sino por un desentendimiento que cada vez es más habitual y que redunda en forma negativa en la tarea legislativa que se debe desarrollar. Pensamos nosotros que si el propósito es lograr la mejor ley, lo más aconsejable sería que este vapuleado proyecto caduque la semana que viene y que desde el Poder Ejecutivo se los convoque a los senadores y a los diputados de todos los sectores para lograr los mejores consensos, los mejores acuerdos y tratar de proyectar una nueva ley sobre la base de ésta que se está considerando, pero que sea, fundamentalmente, el producto del acuerdo.


Si hay tanta urgencia para tratarlo nosotros estamos dispuestos también a contribuir para superar las urgencias. Que se vuelvan a analizar las cuestiones de fondo en las que hay posiciones divididas, porque no son las cuestiones formales, solamente, las que motivan las diferencias. Procuremos lograr mejores entendimientos sobre estas cuestiones de fondo y busquemos tratar el proyecto en sesiones extraordinarias, antes de la finalización del año.


Creo que estaríamos haciendo una contribución importante a la Provincia de Santa Fe si ponemos la cuota de madurez que se nos reclama a los legisladores y que a veces parece que no tenemos. 


Por estas razones, señor presidente, el bloque Demócrata Progresista no va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto de ley, insistiendo en la iniciativa oportunamente aprobada por la Cámara.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.

Simplemente quiero aclarar –aún siendo correctos los presupuestos que menciona el señor diputado Favario y compartiendo muchos de sus argumentos– que nuestro bloque va a acompañar el tratamiento sobre tablas, circunstancia que parecería contradictoria con los fundamentos que fueron brindados, pero que voy a tratar de explicarlo.

Efectivamente, en el Senado se han introducido diversas modificaciones que no ha sido posible analizar con la seriedad y el tiempo que se merecen. De todas formas, en un rápido análisis compartimos criterios con otros legisladores –con el señor diputado Jorge Álvarez, por ejemplo– , en el sentido de que las modificaciones que se han introducido en el Senado son absolutamente formales y muchas de ellas no precisamente felices. Sin embargo, hay otras reformas que contradicen algunos elementos positivos que, en nuestra opinión, contenía la media sanción de esta Cámara y otras iniciativas del Senado que deberían ser analizadas.

En la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, señor presidente, yo le señalé que sería necesario que este espíritu se transmitiera con precisión a la Cámara de Senadores, pero más allá de las diferencias que se plantearon en el debate del tratamiento de esta ley –todos recordamos el casi conmovedor esfuerzo del señor diputado Favario por mejorar algunos tramos de forma y de fondo de esta norma–, creo que existe un consenso general, en el sentido de que con relación a la legislación vigente, la misma es un avance. 

Dado el momento del año que estamos transcurriendo y el no conocimiento de la voluntad del Poder Ejecutivo de abrir una instancia en el período extraordinario para la consideración de este proyecto, y teniendo en cuenta que el paso de esta semana y la próxima ocasionaría la caducidad y la consecuente caída del proyecto, situación que, sin duda, nos retrotraería a la necesidad de revisar toda la ley –que no sé si es la más importante, pero sí la más frondosa y compleja que hemos tratado con la actual composición de la Legislatura–, a nosotros nos ha parecido mejor votar sobre lo que sabemos, que es la media sanción que se otorgó aquí, e insistir con ello. Si el Senado compartiera este espíritu y el mecanismo que ha mencionado el señor diputado Favario, podría abrirse casi de inmediato, ya con la ley aprobada, la posibilidad de revisar algunos aspectos conflictivos o las iniciativas valiosas, según el mecanismo planteado por el Senado en la revisión que se nos propone.

Creo que avanzar sobre el tratamiento sobre tablas de este proyecto y ratificar la decisión de esta Cámara –porque otra no podemos tomar seriamente en el nivel de nuestro conocimiento del proyecto legislativo– es contribuir a una mejora parcial de la legislación vigente, que podrá concretarse en una mejora sustancial si el mecanismo que ha propuesto el señor diputado Favario se ejerce en el futuro inmediato, que bien podría ser el del período extraordinario de sesiones.

Por eso vamos a acompañar el tratamiento sobre tablas y la ratificación legislativa del proyecto, tal como fuera aprobado por esta Cámara.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Ratificando lo manifestado en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, vamos a acompañar el tratamiento sobre tablas, convencidos de que es lo menos malo para la Provincia. 

En estos momentos tenemos que tener la mayor de las responsabilidades. Desde la oposición estamos acompañando una ley que, a nuestro entender, es realmente importante para la provincia de Santa Fe. Los cinco bloques que componen esta Cámara han trabajado mucho durante más de un año para llegar a una ley de consenso, importante como es ésta, para la Provincia de Santa Fe. 


En poco tiempo el Senado –como bien lo decía el diputado Favario–, donde el Justicialismo tiene amplia mayoría, sin ningún tipo de consenso mínimo con la Cámara de Diputados, produjo modificaciones, algunas de ellas importantes en sus agregados y otras en lo que se ha sacado. 

Dentro de la evaluación que hemos hecho, consideramos que es mejor la media sanción de la Cámara de Diputados, pero repudiamos, tal cual se manifestaba anteriormente, el proceder que ha tenido el bloque mayoritario en el Senado, con relación a una ley donde –dejando de lado lo político, dada la importancia que tiene esto para la Provincia de Santa Fe– se deberían haber acercado las dos cámaras, a los efectos de tener la mejor norma para nuestra Provincia.


Pero como bien decía también el diputado D’Ambrosio, votemos esta ley con la media sanción de Diputados, para que no pierda estado parlamentario, con la finalidad de que la Provincia de Santa Fe tenga una ley. Y si no la tiene, señor presidente, va a ser exclusivamente imputable al Partido Justicialista. 


Desde la oposición hemos estado acompañando el proyecto en el debate , como lo estamos haciendo, también, en la insistencia de esta media sanción. 

Y si hay que analizar algunos aspectos importantes que han sido incorporados en el Senado –tal cual lo dijimos también en la reunión de Labor Parlamentaria–, podríamos plantearlos después, en una futura modificación de esta ley. 

Considero que no es la mejor herramienta ni la mejor metodología para tratar una ley, pero espero, señor presidente, que ésta sea la última incongruencia que se comete dentro del Poder Legislativo de la Provincia de Santa Fe y que de aquí en adelante, en algunos temas trascendentales e importantes empiecen la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores a tener un camino distinto. 

Desde la Cámara de Diputados lo hemos estado marcando, porque como decía al inicio, la totalidad de los bloques hemos contribuido, prescindiendo de nuestras ideologías políticas, para tener la mejor ley para la Provincia y si hoy no tenemos la mejor ley en la Provincia de Santa Fe no es, precisamente, por responsabilidad nuestra.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: desde el bloque Socialista queremos manifestar que vamos a acompañar la media sanción que en su momento diéramos en Diputados y también comentar, como se ha dicho aquí, que hemos trabajado, y mucho, para llegar al texto que ha aprobado esta Cámara y que fuera modificado por el Senado.


Hay detalles fundamentales, cuestiones de fondo que han sido modificadas en esta ley; entre ellas, se ha excluido el Compre Santafesino. Entendemos que hay que insistir, porque este proyecto tiene una gran importancia .


Seguramente, como ya se dijo aquí, también falta bastante para tener una ley que se corresponda con las necesidades de la Provincia. Por otra parte, tal como lo afirmó el diputado Álvarez, será responsabilidad del Senado si no contamos con una ley en este aspecto.

Por eso considero que hoy tenemos que aprobar esta insistencia en la media sanción, por la importancia institucional que tiene este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto de ley que figura como Nº 54 en la nómina de Asuntos Entrados.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: por las razones expuestas con anterioridad, solicitamos al Cuerpo se nos permita abstenernos en la votación de este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la solicitud de abstención del bloque Demócrata Progresista en la votación del presente proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley venido en segunda revisión del Senado, insistiendo con la sanción de esta Cámara del 30 de agosto del corriente año y de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 58 de la Constitución Provincial.

 XE "zlLey Órganica de Administracion y Control de Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero"  

–
Resulta aprobado.(
6.6 Escuela Particular Incorporada Nº 1114

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentran reservados los dictámenes de comisión del proyecto de ley (Expte. Nº 8375 – UCR) por el que se autoriza a la Empresa Provincial de Energía a donar una fracción de terreno a la Escuela Hijos de Nuestra Señora de la Misericordia.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley ( Expte. Nº 8375 – UCR ), autoría del diputado Álvarez, por el cual se autoriza a la EPE a donar una fracción de terreno a la congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de las instalaciones de la escuela particular incorporada 1114 “Nuestra Señora del Rosario”, de Arequito, departamento Caseros. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Educación, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho, aconsejando su aprobación, el que a continuación se transcribe:

 XE "zlEscuela Particular Incorporada Nº 1114" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley

Artículo 1º: Autorízase a la Empresa Provincial de la Energía a donar a la Congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de instalaciones de la Escuela Particular Incorporada Nº 1114 “Nuestra Señora del Rosario” de la localidad de Arequito, departamento Caseros, una fracción de terreno ubicada en la localidad de Arequito, en la parte sur del lote del plano Nº 103.685, inscripto en el dominio a nombre de la Empresa Provincial de la Energía al Tº 278, Fº 460, Nº 243566 de fecha 8 de septiembre de 1992, en el Registro General de la Propiedad, departamento Caseros, P.I.I. Nº 395397/0000, y mide aproximadamente 28,80 metros sobre el costado sur y norte, por 15,00 metros sus costados este y oeste, encerrando una superficie total aproximada de 432 metros cuadrados, lindando al sur con el terreno del Colegio Nuestra Señora del Rosario, al oeste con Sucesión Domingo Demaría, al este con el lote “B” y al norte con más terreno de la Empresa Provincial de la Energía.

Artículo 2º: La donataria tendrá a su cargo la realización de una nueva mensura y todos los demás gastos que la presente ley irroge.

Artículo 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión: 21 de noviembre de 2001.

Esquivel – Barrera – Meotto – Migno – D’ambrosio – Basaldella – Dalla Fontana – Favario – Strada

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley presentado por el diputado Jorge Álvarez, por el cual solicita se autorice a la EPE a donar una fracción de terreno a la Congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de las instalaciones de la Escuela Particular Incorporada Nº 1114 “Nuestra Señora del Rosario”, de Arequito, departamento Caseros; y por las razones invocada y las que dará el miembro informante, esta Comisión adhiere al despacho de la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Sala de la Comisión, 13 de junio de 2001

Molinas – Strada – Schachner – Cavigiuri – Venesia – Baudín

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley –Expte. Nº 8375, UCR– presentado por el diputado Álvarez, por el que se autoriza a la EPE a donar una fracción de terreno a la congregación "Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de las instalaciones de la Escuela Particular Incorporada 1114 “Nuestra Señora del Rosario”, de Arequito, departamento. Caseros; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen, y a las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2001

Álvarez, Ricardo – Basaldella – Giardino – Grvabac – Baudín – Strauss – Reutemann – Demaría.

PROYECTO DE LEY ORIGINAL

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Autorízase a la Empresa Provincial de la Energía a donar a la Congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, con destino a la ampliación de instalaciones de la Escuela Particular Incorporada Nº 1.114 “Nuestra Señora del Rosario” de la localidad de Arequito, departamento Caseros, una fracción de terreno ubicada en la localidad de Arequito, en la parte sur del lote del plano Nº 103.685, inscripto en el dominio a nombre de la Empresa Provincial de la Energía al Tº 278, Fº 460, Nº 243566 de fecha 8 de septiembre de 1992, en el Registro General de la Propiedad, departamento Caseros, P.I.I. Nº 395397/0000, y mide aproximadamente 28,80 metros sobre el costado sur y norte, por 15,00 metros sus costados este y oeste, encerrando una superficie total aproximada de 432 metros, lindando al sur con el terreno del Colegio Nuestra Señora del Rosario, al oeste con Sucesión Domingo Demaría, al este con el lote “B” y al norte con más terreno de la Empresa Provincial de la Energía. 

Artículo 2º – A los fines de la donación dispuesta, el Poder Ejecutivo Provincial instrumentará las medidas que fueren menester.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente: 

Luego de efectuada la solicitud y fundada la misma, la EPE otorgó a la Congregación “Hijas de Nuestra Señora de la Misericordia”, en comodato, una fracción de terreno, que es la que hoy gestiono como donación. Posteriormente, con fecha 3 de junio de 1998, la EPE donó a la mencionada congregación este terreno, a través de la Resolución Nº 122, luego observada por el Tribunal de Cuentas de la Provincia. A raíz de esta cuestión, una nueva resolución de la EPE dejó sin efecto la cesión a favor del colegio. 

Por tal motivo, la Comisión Comunal de Arequito, a través de la Resolución Nº 258 del 03 de mayo de 2000, autorizó a su Presidente Comunal a gestionar una solución definitiva al problema, habiéndose informado verbalmente que se otorgará un nuevo comodato, requiriendo una ley para la donación efectiva.

Cabe destacar que el terreno solicitado no resulta de ningún beneficio para la EPE; tampoco está afectado al proceso de privatización y se afectó a la escuela desde hace diez años. Por el contrario, para el colegio resulta de suma utilidad para la construcción de salones de clases, ya que no posee otros espacios físicos para poder hacerlo. 

Por los argumentos expuestos solicito a mis pares de esta Cámara la aprobación de este proyecto. 

Jorge Álvarez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

6.7 Jornadas de Actualización en Enfermería

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. 9183 – BRA) de interés de las Primeras Jornadas de Actualización en Enfermería, a realizarse en el auditorium de la Asociación Médica de la ciudad de Reconquista.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdJornadas de Actualización en Enfermería" 
la cámara de diputados de la provincia

declara

De su interés las Primeras Jornadas de Actualización en Enfermería a celebrarse el día 23 de noviembre de 2001 en el auditorium de la Asociación Médica de la ciudad de Reconquista, organizada por la Fundación “Dr. Luis Bentos” de la mencionada ciudad, y que contará con la participación de las licenciadas Lidia Nelly Madrid de Cardozo, Marta Álvarez, Claudia Mencia Puyol y la enfermera profesional Irma Sajama.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Mediante la iniciativa planteada por parte de la Fundación “Dr. Luis Bentos”, de la ciudad de Reconquista, de realizar las Primeras Jornadas de Actualización en Enfermería, a celebrarse el día 23 de noviembre de 2001 en el auditorium de la Asociación Médica, se tendrá la oportunidad de actualizar y debatir acerca de cuestiones como: 

· Vida Asociativa.

· Ley del Ejercicio Profesional

· Aspectos legales, juicios de mala praxis.

· Factores de riesgo, prevención.

· Diagnóstico.

· Tratamiento y cuidado de enfermería.

Dada la importancia de los temas a debatir y teniendo en cuenta que se hace necesario apoyar la labor señera y desinteresada que a favor de los sectores carenciados de Reconquista vienen realizando los integrantes de esta fundación, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de declaración de interés de esta Cámara de las Primeras Jornadas de Actualización en Enfermería, a celebrarse el día 23 de noviembre de 2001 en el auditorium de la Asociación Médica de la ciudad de Reconquista.

Tate – Samardich – Zogbi – Ritter – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6.8 Capacitación sobre incidentes con mercancías peligrosas

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. 9167 – DB) de interés del curso de capacitación sobre respuestas a incidentes con mercancías peligrosas.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdCapacitación sobre incidentes con mercancías peligrosas" 
PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados declara de interés el curso de capacitación sobre “respuesta a incidentes con mercancías peligrosas”, que organizan la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, la Dirección Provincial de Formación de Recursos Humanos y la Dirección Provincial de Defensa Civil, que se está desarrollando en Santa Fe hasta el 23 del mes en curso, destinado al personal profesional y técnico de los organismos mencionados.

fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:

El curso de capacitación de referencia se lleva a cabo en la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, sito en calle Patricio Cullen 6161 de nuestra ciudad.

Está destinado al personal profesional y técnico de los organismos mencionados y tiene como objetivos:

· Aportar los conocimientos necesarios para comprender el riesgo de las actividades que involucren el transporte de mercancías peligrosas.

· Profundizar aspectos sobre los sistemas identificatorios, protocolos básicos de intervención y medidas de mitigación más comunes.

· Favorecer la integración y coordinación entre los distintos organismos que entienden en situaciones de emergencias y la Secretaría de Medio ambiente y Desarrollo Sustentable.

En este nuevo milenio asistimos a una preocupación del nuevo orden mundial, respecto del resguardo del medio ambiente y de la calidad de vida comunitaria. En este contexto no resultan extraños los estudios centrados en la contaminación ocasionada por sustancias químicas o materias peligrosas de elevada capacidad tóxica, sobre todo a partir de su composición, persistencia y transformación al momento de ponerse en contacto con el ecosistema.

El anexo “S” de la Ley Nacional Nº 24.449, define como “mercancías peligrosas” a aquellas que siendo imprescindibles para la vida moderna son consideradas peligrosas por presentar riesgos para la salud de las personas, para la seguridad pública o para el medio ambiente.

La presencia de materiales peligrosos no sólo está restringida a las emergencias producidas en la industria o en el transporte, sino que también los podemos encontrar en supermercados, garajes e, incluso, en viviendas particulares.

Estas localizaciones potenciales pueden ser clasificadas en cuatro áreas básicas: producción, almacenamiento, transporte y uso.

Lo incidentes con mercancías peligrosas pueden afectar el medio ambiente (contaminación de agua, suelo y aire), la salud (lesiones temporales, permanentes, muerte) y los bienes de la comunidad: muebles e inmuebles (incendios, explosiones, fugas radiactivas).

Las vías de ingreso de los contaminantes químicos al organismo son la piel, la respiratoria y la digestiva, siendo la más peligrosa la respiratoria y la menos común en una emergencia , la vía digestiva. 

Actualmente no podríamos prescindir de estas materias que están catalogadas como peligrosas. No es posible imaginar un nuevo milenio sin que exista la gasolina, que nos proporciona la energía para los medios de transporte; los abonos necesarios para aumentar la cantidad y calidad de las cosechas; los derivados de los plásticos; o los químicos, que nos garantizan la salubridad del agua y los medicamentos que preservan nuestra salud.

Algunos de los productos considerados como peligrosos son materias primas y por ello hay que transportarlos desde los puntos de extracción– por lo general zonas no industrializadas– hacia los países desarrollados. Otras materias peligrosas son productos intermedios, que se utilizan en los procesos industriales y, finalmente, hay otros que son productos terminados y elaborados, que hay que transportarlos desde el lugar de producción y fabricación, distribuyéndolos hasta los lugares de consumo.

En nuestra provincia rige el Decreto Nº. 1650/98, que tiende a preparar a quienes viven en zonas industriales para hacer frente a posibles emergencias. El Decreto Nº 123/99 contiene un plan para actuar adecuadamente ante posibles accidentes con transportes de sustancias peligrosas. Finalmente, el Decreto Nº 200/00 establece el control del transporte de dicha cargas.

En el año 2000 Defensa Civil de nuestra ciudad puso en práctica una serie de operativos de control y detectó 451 infracciones a las normas de seguridad en el trabajo.

Se reconoce que las tares de prevención y concientización sobre la problemática llevarán entre 10 y 15 años.

Dados los riesgos que entrañan los materiales peligrosos, las tareas de detección, el rescate de víctimas y toda otra tarea en proximidad del contaminante, necesitan de personal idóneo y acciones coordinadas, para lo que es imprescindible la prevención y capacitación permanentes. 

Por lo expuesto, solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto.

Cavigiuri – Baudín – Strauss – Schachner – Tate

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6.9 Obras en el canal Ibarlucea

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de comunicación (Expte. 9190 – DB) por el cual se solicita que el Poder Ejecutivo incluya en el Presupuesto 2002 las partidas necesarias para las obras del canal Ibarlucea.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zcObras en el canal Ibarlucea" 
proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, incluya en el proyecto de Presupuesto del año 2002 las partidas necesarias para la concreción del definitivo reacondicionamiento (ensanche y profundización) del canal Ibarlucea, y realice su correspondiente licitación, según el Proyecto elaborado por la Dirección de Hidráulica y Saneamiento de la Municipalidad de la ciudad de Rosario y que erradicaría las cíclicas inundaciones de los barrios Nuevo Alberdi, Nuevo Alberdi Oeste y Cristalerías de Cuyo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Durante el año 2000 la ciudad de Rosario sufrió los efectos de dos grandes fenómenos meteorológicos que dejaron como secuela gran cantidad de evacuados. Uno ocurrió a principios del mes de mayo, con 600 personas evacuadas; y a mediados del mismo mes, 1000 fueron los rosarinos afectados. Recientemente, en el pasado mes de octubre, 500 vecinos de la zona noroeste de Rosario se vieron fuertemente afectados. 


Pero fue la anterior oportunidad, en el año 2000, la que hizo que se aceleraran los trámites de licitación de las obras de canalización parcial del arroyo Ludueña y del canal Ibarlucea.


Los anuncios –hechos en medio de la crisis provocadas por aquellas inundaciones– dieron como resultado un decreto por el cual se adjudicaban las obras a una empresa (Edeca), que recién fue rubricado en el mes de diciembre del mismo año.


En enero de 2001 el proyecto, con un costo de obra de 1,5 millón de pesos, comenzó a hacerse realidad, pero para desterrar definitivamente el fantasma de las inundaciones de los barrios Nuevo Alberdi, Nuevo Alberdi Oeste y Cristalerías de Cuyo hacen falta las obras que permitan el libre escurrimiento de los canales Ibarlucea y Salvat, en el tramo correspondiente a Rosario.


Dichas obras se sitúan dentro del distrito Rosario –en correspondencia con el canal Ibarlucea, entre su descarga al arroyo Ludueña y el Camino Límite del Municipio– y consisten en la canalización (ensanche, profundización y obras de reducción de procesos erosivos) de los cursos de agua, y ocho puentes vehiculares (uno sobre la Ruta Nacional Nº 34, más uno ferroviario), todo en el tramo rosarino del Ibarlucea.


Este proyecto de obras corresponde a la 3º fase de obras definidas en el Estudio de Control de Crecidas del arroyo Ludueña realizado en 1985/87, con el objeto de otorgar protección contra los desbordes del Canal Ibarlucea, reduciendo sustancialmente los riesgos de inundaciones en áreas sometidas a alto impactos ambientales de diversos barrios de Rosario.


La adecuación del canal Ibarlucea a la condición de diseño prevista en este proyecto está supeditada a la ejecución de las obras de reacondicionamiento del arroyo Ludueña, entre la embocadura de los entubamientos y la Av. J. Newbery.


Todo esto tiene un presupuesto aproximado de 4 millones de pesos.


Es en ese sentido que queremos hacernos eco del reclamo de vecinos y autoridades locales para que la Provincia asuma la decisión política de concretar estas obras, y para ello deberá incluir una partida específica en el proyecto de Presupuesto del año 2002. Dicha inversión redundará en la solución de fondo a estas recurrentes catástrofes, producto de los desbordes del canal Ibarlucea de la última década: años 1992,1994,1996, 2000 y 2001, terminando con el padecimiento de miles de ciudadanos que cíclicamente son afectados por las inundaciones.


Además, la realización de estas obras permitirá el desarrollo urbanístico y económico de la zona en cuestión, como así también de los barrios ya mencionados, desterrando de una vez y para siempre dicho flagelo social.

Favario – D’Ambrosio – Basaldella – Di Pollina

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Quiero fundamentar la solicitud de tratamiento sobre tablas de este proyecto. Es realmente muy importante, por la magnitud que significa la canalización del canal Ibarlucea.


Permanentemente vemos, cada vez que hay lluvias importantes en la zona de Rosario, cómo barrios que son mencionados en el proyecto, tales como Alberdi, Nuevo Alberdi Oeste y Cristalería sufren las consecuencias de ello. Nos remitimos a lo ocurrido en los últimos meses del año 2000, principalmente a principios de mayo, cuando hubo 600 evacuados, y a mediados del mismo mes más de mil rosarinos sufrieron los efectos del desborde provocado por la descarga de canal Ibarlucea, en el arroyo Ludueña.


Estamos en la tercera etapa de las obras de canalización y es muy importante aclarar a quienes no viven en la zona que los canales Ibarlucea y Salvat descargan sus aguas en el arroyo Ludueña, aguas abajo, o sea que estamos hablando de situaciones producidas con posterioridad a la construcción de la represa que regula el Ludueña, lo que implica como consecuencia grandes inundaciones para estos barrios. En el mes de octubre del año 2001 hubo muchos vecinos fuertemente afectados por esta realidad provocada por las inclemencias del tiempo.


Por eso, es muy importante que el Poder Ejecutivo contemple esta situación reclamada durante muchísimo tiempo, durante muchos años, como es la relacionada con la canalización, ensanchamiento y profundización del canal Ibarlucea.


Esta tercera fase implicaría un presupuesto de aproximadamente 4 millones de pesos. Por eso reclamamos en tiempo y forma –ya que el Poder Ejecutivo todavía no ha enviado a esta Legislatura el proyecto de Presupuesto 2002– que se contemple esta obra de magnitud desde un punto de vista social y no solamente económico, porque ello permitiría resolver la problemática que se le presenta año a año a cientos de familias de la ciudad de Rosario.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6.10 Maratón por la Vida

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. 9189 – PJ) de interés de la 12 Maratón por la Vida organizada por Donar y el Colegio de Farmacéuticos de la Primera Circunscripción.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdMaratón por la Vida" 
la cámara de diputados de la provincia

declara:


De su interés el “XII MARATÓN POR LA VIDA”, a llevarse a cabo el próximo 25 de noviembre en la ciudad de Santa Fe de la Vera Cruz, organizado en forma conjunta por Donar y el Colegio de Farmacéuticos de la 1ª Circunscripción Santa Fe.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Las razones que me llevan a presentar este proyecto están claramente detalladas en la nota que me hiciera llegar el Dr. Pedro Zukas, Presidente de Donar, las que comparto y adjunto al presente.


Asimismo, destaco como antecedente más importante la Ley 10784 sancionada por este Cuerpo, que declara al mes de noviembre de cada año como “mes de la donación de sangre y órganos para trasplante”.


Por lo antes dicho, y considerando a este maratón como un medio para difundir y estimular la donación de sangre y órganos, es que solicito el apoyo de mis pares.

Livio A. Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6.11 Dominio “legislaturasantafe.com.ar”
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. 9191 – DB) por el se procede a solicitar a la empresa Nic Argentina (Entidades Administradoras de Dominio de Argentina en Internet) revocar el nombre del dominio “legislaturasantafe.com.ar”, dado que el mismo se refiere a una institución pública de trascendencia, por lo que sólo puede ser utilizado por la misma.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


En principio, agradezco al bloque Justicialista por el hecho de que al darle forma definitiva a este proyecto haya recogido alguna inquietud mía, con respecto a la excesiva personalización que ha sido extraída del texto final. Pero de todas formas, y a los efectos de que se entienda nuestra posición, debo remarcar que nosotros, tal como lo mencionáramos en la reunión de Labor Parlamentaria, no somos especialistas, naturalmente, en esta cuestión de los registros de dominios sobre páginas web en internet. El proyecto en tratamiento contiene una serie de disposiciones que nos gustaría ratificar si es, efectivamente, aplicable, ya que los primeros datos que hemos recibido indicarían que no es así, de acuerdo con la brevísima información que pudimos recoger en Labor Parlamentaria.


Por otro lado, quiero destacar, como lo hice en la mencionada reunión, que se ha tomado conocimiento de la eventual o inmediata existencia de esta página web por una información que los propios autores de esa iniciativa hicieron llegar a cada uno de los diputados; incluso en el staff de esa página figuran periodistas con los cuales tenemos algún trato cotidiano en esta Casa, lo que descarta, en mi opinión, toda consideración disvaliosa sobre el tema, más allá de que, de ser ciertos los presupuestos del proyecto, sin dudas corresponderá intentar que se modifique la denominación de esta página. Pero nos parece de un elemental sentido de la probidad el hacer primero una gestión ante esta gente, sobre todo –y esto no lo pude precisar en Labor Parlamentaria porque recibimos esta información con posterioridad a esa reunión, pero lo voy a señalar ahora– porque posiblemente en el caso de una denominación a la que se le agrega el “.com” (punto com), no sean aplicables las normas que se mencionan entre los fundamentos de este proyecto.


Por lo expuesto, nosotros no convalidaremos el pedido de tratamiento sobre tablas de este proyecto, a la espera de esta doble circunstancia: por un lado, asegurarnos de que los antecedentes que se invocan son los correctos y, por el otro –y sobre todo–, tener una gestión personal con esta gente que, evidentemente, está ejerciendo una actividad lícita, que nos parece que de ninguna manera ha intentado aprovechar una denominación para confundir a la gente, sino para hacer más atractivo, seguramente, el resultado del trabajo que pretenden iniciar. En consecuencia, entendiendo que el tratamiento sobre tablas no corresponde, nuestro bloque no lo acompañará.

SR. MAZZIOTTA XE "PJMAZZIOTTA, Fernando" .– Pido la palabra.


Señor presidente: a los efectos de que no haya posibilidad de error, me voy a permitir leer las reglas para la registración de nombre y dominio en internet en la República Argentina, más precisamente el artículo 7º, que expresa: “Las denominaciones que contengan las palabras, letras o nombres distintivos que usen o deben usar la Nación, las provincias y los municipios sólo podrán ser registradas por las entidades públicas que correspondan. En el caso de dependencias estatales, el nombre registrado o permitido…”. Y sigue el texto de estas reglas que están vigentes a partir del 30 de agosto del 2000, publicadas el día 29 de agosto, en el Boletín Oficial Nº 29471.

Nadie dice que la página no tenga que estar, lo que si creemos es que el nombre está equivocado por esta razón.

SR. SAMARDICH XE "BRASAMARDICH, Rafael" .– Pido la palabra.


Brevemente, señor presidente, quiero señalar, como bien mencionó algún par, que la vigencia de una página necesita la autorización del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Creo que en este caso particular no se trata de una página institucional ni mucho menos oficial. Para los que entienden algo más que yo, que entiendo poco sobre este tema, esta página, si bien se llama legislaturasantafe.com, al ser punto com significa claramente que es una página particular o más bien conocida como comercial, así que según mi modo de ver, los autores del proyecto están, cuanto menos, mal asesorados al respecto.

SR. BERMÚDEZ XE "PJBERMÚDEZ, Carlos" .– Pido la palabra.


La verdad es que no pensaba hablar, pero creo que el bloque al que pertenece el diputado fue hace pocos días uno de los que tuvo en este recinto una voz muy dura con respecto a lo que había pasado en las últimas elecciones y las equivocaciones que había tenido el electorado, a partir de la apropiación de una sigla por parte de un sector de la sociedad política santafesina.


Lo que dice el diputado preopinante sobre el .com.ar, en el sentido de que todo el mundo sabe que ese .com.ar no le da la oficialidad o el carácter de pertenencia a un organismo del Estado, no es tan así, ya que eso lo sabe muy poca gente; le diría que lo debe conocer sólo el 0,5 por ciento de los que utilizan Internet, en el sentido de que los organismos del Estado llevan como distintivo la sigla gov. 


Voy a leer un artículo de una página que tengo aquí, para demostrar que esto no puede ser algo que se vincule directamente con la Legislatura. En un artículo que salió en el día de hoy dice: “El Gobierno Provincial mantiene deudas con municipios y comunas, pero no le cobra a Rosario y Santa Fe…” Y dice en un párrafo: “En segundo lugar, la mayoría de las comunas y municipios que son acreedoras de la Provincia son gobernadas por la oposición; lo contrario sucede con los municipios deudores, como en el caso de Villa Gobernador Gálvez, que con un hombre reutemanista en la conducción, debe a la Provincia 5.418.694”.


La verdad es que me parece que en un artículo que publique el bloque al que pertenece el diputado preopinante, una opinión de este tipo sería perfectamente entendible, porque es una opinión política, pero de figurar en una página donde el 99 por ciento de los que la lean van a creer que es la página oficial de esta Cámara, creo que constituiría una cuestión inaceptable. Por eso pensé que esta discusión no se iba a dar, pero tienen todo el derecho del mundo a plantearla, porque allí hay prestigiosos periodistas, a algunos de los cuales –como bien decía el diputado D’Ambrosio– los vemos todos los días por aquí, y cambiándole el nombre a la página podrán escribir y decir en ella lo que quieran, porque allí se puede verter cualquier tipo de expresiones; inclusive, hay que tener en cuenta que en Internet se puede publicar cualquier cosa, porque no hay ningún tipo de traba en ello. 

Me parece que aquella situación que tanto se criticó, que fue la utilización de la sigla trucha, no se condice con lo que se dice en este momento, con respecto a la utilización de esa denominación legislaturasantafe, porque aún cuando fuera .com , el punto com tiene poca importancia; lo que tiene importancia es el nombre, y creo que eso es lo que hay que resguardar.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Que le pongan rafa.com y hacemos publicidad…

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En la Comisión de Labor Parlamentaria se analizó el proyecto del bloque Justicialista referido a una situación puntual, identificando alguna parte del proyecto, incluso alguna persona con nombre y apellido. Como todos coincidimos con que la anotación de la página no podía obedecer a ninguna intención subalterna de quienes han comenzado este emprendimiento periodístico, propusimos que se hiciera una gestión personal a través de la Presidencia, dado que son personas de nuestro conocimiento y de algunos periodistas prestigiosos los que están mencionados en esta empresa, y que se postergara el tratamiento sobre tablas. 

Por parte de algunos de los legisladores se aceptó este criterio, previa consulta con el bloque mayoritario, y se alegó la conveniencia del proyecto para prever situaciones similares futuras.

Antes de que comenzara la sesión se nos acercó el proyecto a nuestro bloque y se nos invitó a suscribirlo; como no se refería a la cuestión puntual a la que se hizo referencia acá, sino que se estaba analizando el tema objetivamente para situaciones futuras, decidimos firmarlo. Damos esta aclaración porque –tal como lo dijo el señor diputado D’Ambrosio– no está en nuestro ánimo y creo que tampoco en el de ningún señor diputado, hacer ninguna adjudicación de intenciones a quienes han promovido esta iniciativa. Si el señor diputado D’Ambrosio entiende que no hay elementos de información suficientes, no obstante haber leído el señor diputado Mazziotta uno de los artículos de la reglamentación pertinente, nosotros no tendríamos inconveniente, señor presidente, en postergar, si hubiese asentimiento del sector mayoritario, el pedido de tratamiento sobre tablas, para que no quede ninguna duda de lo que estamos solicitando y lo transformemos en una preferencia para la próxima sesión. De todas formas, la cuestión no va a modificar en nada el propósito que se persigue con el proyecto.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: también nosotros hemos adherido a este proyecto, con la misma intención de aclarar y dejar establecido para el futuro este tipo de iniciativas. Haciendo la salvedad de que no estamos juzgando en absoluto a quienes las hayan tomado, exceptuamos totalmente esa opinión para con todas las personas que lo hicieron, pero sí entendemos que es muy importante y conceptualmente adherimos al proyecto que nos hicieron llegar, porque consideramos que se tiene que ser muy claro en este aspecto, en el sentido de que cuando se abre una página no debe existir ningún tipo de confusión. Creemos que es de una importancia institucional muy grande y por eso apoyamos esta iniciativa que tiene que ser absolutamente clara.

De todos modos, también voy a adherir a la propuesta que ha hecho el señor diputado Favario, ya que no tenemos ningún inconveniente en postergar el tratamiento de este proyecto y pedir una preferencia para la próxima sesión, a los efectos de que en estos siete días que restan podamos recabar la información correspondiente y poder trabajar sobre el proyecto con mayor claridad. Muchas gracias, señor presidente.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


No quiero demorar a la Cámara, nada más que para decir lo imprescindible, para que se entienda lo que nosotros estamos proponiendo.

Comparto plenamente lo que dijo el señor diputado Bermúdez y la necesidad de reglar para que no haya confusiones, y si esto es legal o no, si se presta a confusiones habrá que tratar de modificarlo. Lo que pasa es que, a lo mejor, si esto fuera legal, pero se presta a confusiones, a través de una gestión lo podemos modificar, pero a través de una resolución no vamos a poder hacerlo. Porque mi duda –que reitero, surge más que nada desde mi ignorancia y de un comentario muy ligero que me hicieron– es que lo que señalaba el diputado que tuvo la gentileza de leernos las pautas que se aplican en estas normas, es precisamente aplicable para estas denominaciones, pero cuando se agrega lo del punto com. coincido con el diputado Bermúdez, en cuanto a que estas cosas la mayoría –entre quienes me cuento– las ignoramos. Lo que me preocuparía a mí es que la Cámara de Diputados dictara una resolución, se remitiera a la empresa que se menciona en la misma dirección y nos contestaran “no corresponde, porque esto es .com“. Sería un papelón. Esta es, simplemente, mi preocupación.

En el otro aspecto, comparto plenamente que si esto se presta a confusiones, habrá que intentar modificarlo, si corresponde, diplomáticamente, y si corresponde, legalmente. Gracias, señor presidente.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Obviamente estamos hablando de dos aspectos, señor presidente. Uno es el legal, para el que bajo ningún criterio nuestro bloque se va a negar a que haya una consulta previa, por lo consiguiente, no tenemos inconvenientes en aceptar la preferencia para la próxima sesión, tratando en la semana venidera de hacer las averiguaciones correspondientes –yo debo reconocer que no es un tema que manejo en profundidad–, pero dejando sentado claramente que en lo posible y, al menos, como una recomendación a quienes integramos el Cuerpo, tratemos de no generar confusión en una sociedad que desconoce, quizás, aún más que nosotros, lo que es Internet y cuáles con sus códigos, porque lo que está en juego es la Legislatura. Nada más, señor presidente.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


En primer lugar, voy a ratificar y avalar lo dicho por los señores diputados Favario y Di Pollina, con relación a cuál fue el procedimiento. También quiero acompañar el pedido de preferencia para la próxima sesión, ya que considero que este tema es importante y tiene que quedar debidamente aclarado, tal como lo planteaba el señor diputado D’Ambrosio.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción de tratamiento preferencial para la próxima sesión, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta afirmativa.

6.12 Impuesto a la Patente Única sobre Vehículos (convenios)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de ley (Expte. Nº 7121 – UCR y su acumulado Expte. Nº 9162 – DB), referido al pago de deudas vencidas del impuesto sobre patente única de vehículos, el cual cuenta con dos dictámenes de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Como se acordó en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, y a los efectos de unificar los dos dictámenes, modificamos el dictamen de mayoría, en su artículo 2º, donde dice: “Para el cálculo de interés que devengará la deuda deberán aplicar una tasa mensual no inferir al 1 por ciento ni superior al 3 por ciento”, para que quede redactado de la siguiente manera: “Para el cálculo de interés que devengará la deuda deberán aplicar una tasa mensual del 1 por ciento”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al dictamen de mayoría de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, con la modificación introducida por el señor diputado Jorge Álvarez.

–
Se lee:

Dictamen de mayoría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 7121– UCR) presentado por el diputado Juan Carlos Cardelli, por el que se establece la posibilidad de suscribir convenios de pago en cuotas, por deudas vencidas del impuesto patente única sobre vehículos, y el proyecto de ley (Expte. Nº 9162 – DB) presentado por los diputados: Hammerly, D’Ambrosio, Di Pollina, Ugalde y Favario, por el que se modifica el Código Fiscal – Ley Nº 3.456 (t.o. Decreto 2350/97), en sus artículos 55 y 58; y la Ley Nº 11.105, en los artículos 2º y 3º – Patente Única sobre Vehículos; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zlImpuesto a la Patente Unica sobre Vehículos (convenios)" 
la legislatura de la provincia de santa fe sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º: Modifícase el Código Fiscal Ley Nº 3456 –T.O. Decreto Nº 2350/97, de la siguiente manera:

– Incorpórase como último párrafo del artículo 55: “Exceptúase de las disposiciones del presente, a los pagos que por el Impuesto Patente Única sobre vehículos atrasados se realicen en el marco de la Ley Nº 11.105, los que se efectuarán en las entidades bancarias o dependencias administrativas que habiliten los municipios y comunas”.

– Incorpórase como último párrafo del artículo 58: “Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán al pago del Impuesto Patente Única sobre vehículos atrasados, que se regirá por el régimen especial de la Ley Nº 11.105”.

Artículo 2º: Modifícanse los artículos 2º y 3º de la Ley Nº 11.105, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 2º: Facúltase a los municipios y comunas a celebrar convenios con aquellos contribuyentes que no hubieran dado cumplimiento al pago del Impuesto a la Patente Única sobre Vehículos vencida al 31/12 de cada año.


Para el cálculo de intereses que devengará la deuda deberán aplicar una tasa mensual del 1por ciento.


Las condiciones para la formalización de los convenios serán establecidas por ordenanza de cada ente territorial.


Asimismo, podrán promover por su cuenta y cargo acciones administrativas y/o ejecución judicial por vía de apremio de acuerdo a las prescripciones de la Ley Nº 5.066, a cuyo efecto emitirán los títulos correspondientes”.

“Artículo 3º: La Administración Provincial de Impuestos suministrará a cada municipio y comuna, el padrón o detalle de contribuyentes que no hubieren cumplimentado el pago, dentro de los 90 días de haber finalizado cada ejercicio.


Cada municipio y comuna, una vez que el contribuyente cancele el convenio de pago, informará a esta Administración a los fines de que proceda a dar de baja la deuda de la base de datos provincial”.

Artículo 3º: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 90 días de su sanción.

Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 22 de noviembre de 2001.

Venesia – Pochettino – Gutiérrez – Giardino – Álvarez, J. – Basaldella

Dictamen de minoría

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 7121 – UCR) presentado por el diputado Juan Carlos Cardelli, por el que se establece la posibilidad de suscribir convenios de pago en cuotas, por deudas vencidas del impuesto patente única sobre vehículos, y el proyecto de ley (Expte. Nº 9162 – DB) presentado por los diputados: Hammerly, D’ambrosio, Di Pollina, Ugalde y Favario, por el que se modifica el Código Fiscal – Ley Nº 3456 (t.o. Decreto 2350/97), en sus artículos 55 y 58; y la Ley Nº 11.105, en los artículos 2º y 3º – patente única sobre vehículos; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

Artículo 1º – Modifícase el artículo 2º de la Ley Nº 11.105, el que quedará redactado como sigue:


Artículo 2º – Facúltase a las municipalidades y comunas –por su cuenta y cargo– a promover acción administrativa y/o ejecución judicial por vía de apremio conforme lo previsto en el Código Fiscal Provincial (Ley Nº 3.456) y el Código Tributario Municipal (Ley Nº 8.173), respecto de los vehículos radicados en cada jurisdicción.


Las municipalidades y comunas podrán formalizar convenios con los deudores, incluidos aquellos que se encuentren en gestión administrativa o judicial, según disposiciones aplicables en su jurisdicción, quedándole prohibido la realización de quitas en el capital.

Artículo 2º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente dentro del término de 30 días a partir de la fecha de su promulgación.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 22 de noviembre de 2001.

Alicia Tate

Proyecto de ley original (EXPTE. nº 7121 – ucr)

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley

Artículo 1º – Todos los contribuyentes que tengan deudas vencidas del Impuesto a la Patente Única Automotor sobre Vehículos podrán suscribir convenios de pagos de hasta 18 (dieciocho) cuotas mensuales, iguales y consecutivas cuyo importe no podrá ser inferior a los pesos veinte ($ 20).

Artículo 2º – Este plan de facilidades es extensivo a todos los deudores, incluso aquellos que se encuentren en gestión administrativa o judicial, quedando comprendidos todos los conceptos accesorios a la deuda originaria, como intereses, honorarios, aportes profesionales y costa general.

Artículo 3º – Los convenios de pagos se podrán realizar directamente en los municipios y comunas en base a la deuda que se liquide la Administración Provincial de Impuestos.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Hace unos pocos días en la Provincia de Santa Fe ha terminado una nueva moratoria impositiva, la cual ha permitido regularizar su situación a una gran cantidad de contribuyentes.


Con anterioridad a la sanción de la moratoria de aquellos deudores del impuesto de patentes que pretendan cancelar su deuda vencida, no tenían otra posibilidad que el pago de contado.


No sucedía lo mismo con el caso de impuesto inmobiliario, donde para regularizar la deuda se podían hacer convenios en varias cuotas.


Esta diferencia desapareció momentáneamente durante la vigencia de la mencionada moratoria, pero vuelve a producirse en la actualidad, toda vez que ha vencido la misma.


Por otro lado, el presente proyecto no pretende ninguna quita de capital, intereses, honorarios o gastos, sino simplemente crear un marco mínimo dentro del cual se facilite el cobro del tributo vencido a todos aquellos deudores del Impuesto de Patente Única sobre Vehículos que por distintas circunstancias no se han podido acoger a la moratoria.


No debe escapar a este análisis que según la Ley Provincial 11.105 y su Decreto reglamentario 2773/94, el 100 por ciento de la deuda morosa de patente se destina directamente al municipio o comuna donde se encuentra radicado el vehículo.


Por lo tanto, este impuesto se encuentra en una crítica situación, ya que el resultado de su recaudación se destina en un 100 por ciento a los gobiernos locales, por lo que las acciones del gobierno central no se encuentran prioritariamente dirigidas a optimizar la recaudación por este concepto, dejando en una encrucijada en la cual lo único que pueden hacer es cobrar al contado las deudas o bien resignarse a esperar que el contribuyente se vea obligado por cualquier circunstancia externa (por ejemplo transferencia del dominio) a regularizar su situación.


A este diputado no le cabe la menor duda de que la mejor forma de fiscalizar el pago de los tributos es derivándolo en los gobiernos locales, que muchas veces se encuentran en contacto directo con los propios contribuyentes, pero debemos darle un marco dentro del cual puedan negociar, sin perjuicio de que el cálculo de la deuda surja de la base de datos provinciales.


La idea, señor presidente, es que la Provincia diga cuánto debe el contribuyente y luego cada municipio o comuna decida cómo cobrarlo, poniéndole ciertos límites para evitar situaciones de desigualdad entre contribuyentes con domicilio en distintas localidades de una misma provincia.


Pero insisto, debe quedar debidamente aclarado: este proyecto no tiene como objetivo beneficiar a los deudores morosos, quienes tal vez indirectamente mejoran su situación, sino que, por el contrario, la idea es crear un marco legal dentro del cual las comunas puedan gestionar eficientemente sus cobros, siendo éstas las que obtengan más rédito. 


Por las razones expuestas, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de ley.
Juan Carlos Cardelli

proyecto de ley original (Expte. Nº 9162 – db)

la legislatura de la provincia de santa fe sanciona con fuerza de ley

Artículo 1º.– Modifícase el Código Fiscal Ley Nº 3456 –T.O. Decreto Nº 2350/97, de la siguiente manera:

· Incorpórase como último párrafo del artículo 55: “Exceptúase de las disposiciones del presente, a los pagos que por el Impuesto Patente Única sobre Vehículos atrasados se realicen en el marco de la Ley Nº 11.105, los que se efectuarán en las entidades bancarias o dependencias administrativas que habiliten los municipios y comunas”.

· Incorpórase como último párrafo del artículo 58: “Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán al pago del Impuesto Patente Única sobre Vehículos atrasados, que se regirá por el régimen especial de la Ley Nº 11.105.”

Artículo 2º.– Modifícanse los artículos 2º y 3º de la Ley Nº 11.105, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

 “Artículo 2º – Facúltase a los municipios y comunas a celebrar convenios con aquellos contribuyentes que no hubieran dado cumplimiento al pago del Impuesto a la Patente Única sobre Vehículos vencida al 31/12 de cada año. Para el cálculo de intereses que devengará la deuda deberán aplicar una tasa mensual no inferior al 1 por ciento ni superior al 3 por ciento. Las condiciones para la formalización de los convenios serán establecidas por ordenanza de cada ente territorial. Asimismo, podrán promover por su cuenta y cargo acciones administrativa y/o ejecución judicial por vía de apremio de acuerdo a las prescripciones de la Ley Nº 5066, a cuyo efecto emitirán los títulos correspondientes”.

“Artículo 3º – La Administración Provincial de Impuestos suministrará a cada municipio y comuna, el padrón o detalle de contribuyentes que no hubieren cumplimentado el pago, dentro de los 90 días de haber finalizado cada ejercicio. Cada municipio y comuna que el contribuyente cancele el convenio de pago, informará a esta Administración a los fines de que proceda a dar de baja la deuda de la base de datos provincial”.

Artículo 3º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 90 días de su sanción

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Ley Provincial Nº 11.105 faculta a los municipios y comunas a realizar toda aquella gestión que sea necesaria, a los efectos de realizar el cobro del impuesto a la patente única sobre vehículos en mora o atrasados, ingresando el total de lo recaudado (100por ciento de lo recaudado) a las rentas generales de cada municipio o comuna.


Para la implementación de ello la API deberá entregar a cada municipio o comuna los listados de los contribuyentes en mora con respecto a dicho impuesto, con la deuda actualizada al momento de la entrega, generalmente no entregada en las condiciones establecidas, ya que los padrones no gozan de la actualización pertinente, lo que deriva en graves problemas a la hora de gestionar los cobros. Para lo cual deben colaborar los municipios y comunas, según lo normado por el Código Fiscal y sus decretos y resoluciones reglamentarias.


Resulta necesario, una vez en poder de las municipalidades y comunas los padrones actualizados, que cada uno de ellos decida y establezca la formalización de convenios de pagos con las características (plazos, número de cuotas, interés, etc) que considere conveniente, tanto para las rentas municipales y comunales como para el contribuyente. Ello no generará perjuicio alguno a las rentas provinciales, ya que el total de lo recaudado corresponde a cada uno de los municipios y comunas.


En la actualidad esa totalidad de recursos ingresa a la cuenta de la API en el NBSF S.A. y ésta lo transfiere a cada una de las cuentas de los municipios y comunas, con el consecuente cobro de comisiones por transferencias, por lo que a las arcas municipales no ingresa la totalidad de lo recaudado.


Ello, además, implicará un importante ingreso de recursos a las rentas generales de los municipios y comunas, compensando de alguna manera la fuerte caída, no sólo de la recaudación local, sino de los recursos que los municipios y comunas reciben a través del régimen de coparticipación.


No debemos olvidar ni dejar de tener presente que todos los fundamentos teóricos consideran que los impuestos cuyas bases imponibles son fijas deben dejarse en manos de los gobiernos locales, quienes son los que tienen una mayor cercanía con los habitantes de su comunidad, captando de una mejor manera las reales preferencias de las necesidades de los mismos, estando en condiciones de brindar las cantidades adecuadas de los bienes y servicios públicos requeridos por la comunidad, evitando en cierta forma los excesos en las cantidades brindadas.


Por lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de ley
Hammerly – D’Ambrosio – Di Pollina – Favario – Ugalde

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de mayoría de la Comisión de Presupuesto y Hacienda con la modificación introducida, tal cual se dio lectura por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

7 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

7.1 Ley Nº 3648 (modificación al Código de Ética Médica)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De acuerdo con lo resuelto oportunamente, corresponde considerar las preferencias acordadas para la sesión de la fecha. 


En primer lugar, el proyecto de ley (Expte. Nº 9132 – FPS) por el cual se sustituye el artículo 125 del Título II, Capítulo XII del Código de Ética Médica – Ley 3648, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.

Solicito la renovación de la preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Di Pollina.

–
Resulta afirmativa.

7.2 Impuesto a la Patente Única sobre Vehículos (convenios)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 7121 – UCR y Nº 9162 – DB) por el cual se establece la posibilidad de suscribir convenios de pago en cuotas, por deudas vencidas del Impuesto a la Patente Única sobre Vehículos, ya fue tratado sobre tablas.

7.3 Centro de Formación Profesional

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 9164 – PJ) por el cual se solicita se arbitren los medios necesarios para la creación de un Centro de Formación Profesional en Esperanza, departamento Las Colonias.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación presentado por la diputada Strauss, por el cual solicita se arbitren los medios necesarios para la creación de un Centro de Formación Profesional en Esperanza, departamento Las Colonias; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcCentro de Formación Profesional" 
proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de crear un Centro de Formación Profesional en la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias.

Sala de Comisión 21 de noviembre de 2001.

Strada – Cavigiuri – Molinas – Venesia – Schachner

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. 9164 – PJ) presentado por la diputada Nancy Strauss, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, arbitre los medios necesarios para la creación de un Centro de Formación Profesional en Esperanza, departamento Las Colonias. Y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 22de noviembre de 2001.

Basaldella – Álvarez, J – Paganini – Gutiérrez – Venesia – Giardino – Pochettino – Tate – Cecchi

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, arbitre las medidas necesarias para la creación de un Centro de Formación Profesional en la ciudad de Esperanza.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La comunidad de la ciudad de Esperanza vería con agrado se realicen las gestiones necesarias ante el Ministerio de Educación, a fin de lograr la apertura de un Centro de Formación Profesional. El mismo funcionaría en la Escuela de Educación Técnica Nº 644, área no formal, turno noche, por lo que requiere una inversión mínima, con un alto impacto social favorable, permitiendo su funcionamiento en mejores condiciones en lo que compete al área de la educación provincial.


Sería competencia del Ministerio de Educación afectar el traslado de horas que en la actualidad dependen de la ciudad de Rafaela y que se cumplen en la ciudad de Esperanza, en el área de Planeamiento.


Para la apertura de dicho centro no se necesita disponer de la creación de cargos, los cuales ya existen; sólo el de Director Organizador, que se cumpliría con el traslado de las horas afectadas en la ciudad de Rafaela.


Estimamos que este pedido cubriría una sentida necesidad en las localidades del interior del departamento Las Colonias, las que hoy no tienen la posibilidad de dictar cursos que canalicen las constantes demandas que surgen en dicho departamento. La apertura de este Centro de Formación Profesional permitiría que los alumnos logren una capacitación laboral, sin tener que viajar a otras localidades dentro de la Provincia, contemplando que existe una matrícula que supera los 2000 alumnos inscriptos por año.


Por todo lo expuesto y teniendo en cuenta que la creación de dicho centro brindaría la posibilidad de beneficiar a la comunidad educativa, promulgando mejores posibilidades de capacitación para una futura inserción laboral, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Nanci Graciela Strauss

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.4 Modificación Código Fiscal

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 8933 – Senado) venido en revisión, por el cual se modifica el artículo 93 del Código Fiscal de la Provincia (cobro judicial de los gravámenes y sus accesorios y multas por infracciones tributarias) no cuenta con dictamen de comisión, por lo que vuelve a la misma.

7.5 Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 7641 – PJ) venido en segunda revisión, por el cual se crea en el ámbito del Ministerio de Educación un “Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales”.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley venido en segunda revisión – Expte. Nº 7641, PJ –, autoría de la diputada Cavigiuri, por el cual se crea en el ámbito del Ministerio de Educación un “Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales”. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 25 de octubre de 2001, y no habiendo emitido su opinión la Comisión de Educación al respecto, esta Comisión ha resuelto aconsejar que previo a emitir su despacho, el proyecto sea girado a sus efectos a la Comisión de Educación.

Sala de comisión: 7 de noviembre de 2001.

Reutemann – Migno – Di Pollina – Esquivel – Meotto – Basaldella – Favario – Strada

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley venido en segunda revisión, presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a implementar en los diseños curriculares y/o a crear en el ámbito del Ministerio de Educación un “Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales”, destinado a alumnos que cursen Educación Polimodal y Educación Superior; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al proyecto venido en segunda revisión, con las modificaciones introducidas en la Cámara revisora.

Sala de Comisión, 21 de noviembre de 2001.

Venesia – Strada – Cavigiuri – Foresi – Schachner – Samardich – Molinas

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley venido en segunda revisión – Expte. Nº 7641, PJ –, autoría de la diputada Cavigiuri, por el cual se crea en el ámbito del Ministerio de Educación un “Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales”. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 25 de octubre de 2001, y con despacho precedente de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 22 de noviembre de 2001.

Reutemann – D’Ambrosio – Esquivel – Barrera – Strada – Basaldella – Migno – Meotto – Di Pollina

 XE "zlPrograma de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º: Facúltase al Poder Ejecutivo a implementar en los diseños curriculares y/o crear en el ámbito del Ministerio de Educación, un “Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales”, destinado a alumnos que cursen Educación Polimodal y Educación Superior.

Artículo 2º: El Ministerio de Educación podrá implementar convenios de cooperación con universidades, instituciones académicas, científicas y profesionales de reconocido nivel, para complementar la capacitación de los alumnos.

Artículo 3º: La reglamentación contemplará la difusión por parte del Ministerio de Educación, a través de los distintos medios, de las experiencias significativas de los alumnos, que evidencien comprensión global y ordenada de los nuevos paradigmas de los fenómenos internacionales.

Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 25 de octubre de 2001.

Betique – Paulichenco

PROYECTO DE LEY original

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º:Créase en el ámbito del Ministerio de Educación un "Programa de Introducción a la Problemática de Relaciones Internacionales", destinado a alumnos que cursan Educación Polimodal y Educación Superior.

Artículo 2º: El Ministerio de Educación implementará convenios de cooperación con universidades, instituciones académicas, científicas y profesionales de reconocido nivel, para complementar la capacitación de los alumnos.

Artículo 3º: El mismo Ministerio difundirá a través de distintos medios, las experiencias significativas de los alumnos, que evidencien comprensión global y ordenada de los nuevos paradigmas de los fenómenos internacionales.

Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

El proyecto se sustenta, en primer lugar, en el auge de las Relaciones Internacionales en la últimas décadas. Procesos como el Mercosur o la Unión Europea y conflictos como los de Kosovo o Chechenia adquieren en la actualidad una repercusión que implica la necesidad inmediata de una explicación formalizada y sistemática de estos fenómenos, según la lógica propia del sistema internacional.


Para cumplimentar este primer objetivo se decidió la elección de alumnos de los últimos años de Educación Polimodal y Educación Superior, como destinatarios primarios del proyecto. Esta elección se debe, fundamentalmente, al nivel de conocimientos asimilados durante esta etapa de su vida social y escolar.


En cuanto a la educación formal, los alumnos han tenido ya un acercamiento general y personalizado a las Relaciones Internacionales, a través de las diferentes materias que forman parte de sus planes educativos, los que les permiten una aproximación inicial a la temática.


En su vida cotidiana, igualmente, los alumnos han aprehendido varios conceptos de la cuestión, a través de los medios masivos de comunicación, de tal modo que reconocen la importancia, por ejemplo, de procesos complejos, como la integración económica o los acuerdos internacionales.


Sin embargo, este proyecto propone promover una visión más sistematizada de las Relaciones Internacionales. En otras palabras, nuestro objetivo principal no es impartir nuevos conocimientos, sino asimilar los adquiridos, nucleándolos en un marco teórico – conceptual, de manera de lograr una comprensión global y ordenada de los fenómenos internacionales.


Creemos que el enfoque sistemático aplicado a la educación permitirá un aprendizaje acorde a las nuevas tendencias de la realidad de nuestro país y del mundo y continuará las líneas generales aplicadas en la reciente Ley Federal de Educación Nº 24195.


Asimismo, estos conocimientos podrían generar una mejor inserción del hombre en su sociedad cambiante y de la misma en el contexto mundial y constituirse en un aporte considerable a la búsqueda creciente del desarrollo social.


En este fin de siglo, coincidente con la finalización del milenio, las evaluaciones sobre los comportamientos sociales, las voluntades políticas y el progreso técnico parecen excluir otro análisis. La globalización se manifiesta como el proceso que resume todos los cambios de los últimos tiempos y representa la versión más difundida y analizada de las Relaciones Internacionales. Frente a este momento de evaluaciones y perspectivas, la educación en su rol de formador y como fenómeno social simboliza la herramienta más indicada para una mejor reflexión y comprensión de los hechos. El único camino de afrontar la realidad es entendiéndola y, a partir de allí, constituirse en participante activo de nuestra propia historia.

Dolly L. Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

7.6 Parque General Belgrano

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9119 – Senado) por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo la transferencia gratuita a la Municipalidad de Santa Fe, del dominio del Parque General Belgrano (Parque del Sur), no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de esta preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado Bullrich.

–
Resulta afirmativa.

7.7 Modificación de la Ley de Contabilidad de la Provincia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9133 – DB, Nº 7091 – BRA y Nº 7485 – PJ) por el cual se modifican los artículos 111 y 112 del Decreto – Ley 1757/56, no cuenta con dictamen de comisión, en consecuencia vuelve a la misma.

7.8 Rebajas de tarifas de la EPE

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 8998 – BRA) por el cual se establecen rebajas en las tarifas del servicio eléctrico prestado por la EPE, en las categorías usuarios residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados.


Por Secretaría de dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 8998 – BRA) presentado por los diputados D’Ambrosio, Zogbi, Samardich, Ritter y Tate, por el cual se establecen rebajas de servicio eléctrico prestado por la EPE en las categorías usuario: residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados; atento al informe de dicha empresa recibido el día 06/11/01, al que debe considerárselo parte integrante de este dictamen, no existen recursos en la estructura de la Empresa Provincial de la Energía que permitan una rebaja tarifaria como propuesta en el proyecto de ley en estudio, sin deteriorar la calidad del servicio, por el cual aconsejamos el rechazo del mismo.

Sala de Comisión, 14 de noviembre de 2001.

Strauss – Grbavac – Basaldella – Giardino – Guido de Nirich – Demaría – Álvarez, R

Dictamen de mayoría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 8998 – BRA), presentado por los diputados D’Ambrosio, Zogbi, Samardich, Ritter y Tate, por el cual se establecen rebajas de servicio eléctrico prestado por la EPE en las categorías usuarios: residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados; atento al informe de dicha empresa recibido el día 06/11/01, al que debe considerárselo parte integrante de este dictamen, no existen recursos en la estructura de la Empresa Provincial de la Energía que permitan una rebaja tarifaria como propuesta en el proyecto de ley en estudio, sin deteriorar la calidad del servicio, y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 14 de noviembre de 2001.

Giardino – Gutiérrez – Venesia – Paganini – Pochettino 

Dictamen de minoría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 8998 – BRA), presentado por los diputados D’Ambrosio, Zogbi, Samardich, Ritter y Tate, por el cual se establecen rebajas de servicio eléctrico prestado por la EPE en las categorías usuarios: residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 14 de noviembre de 2001.

Cecchi – Tate

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º: Rebájense las tarifas del servicio eléctrico prestado por la Empresa Provincial de la Energía, en la siguiente forma:

Usuarios residenciales: 30 por ciento inferior a las tarifas vigentes en el año 1.999 como mínimo. La tarifa promedio se calculará como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes residenciales, dividido los kwh facturados. Aplicando el cuadro tarifario previsto por esta ley, a los mismos kwh facturados en el año 1999, el monto que se facture deberá ser un 30 por ciento inferior.

Usuarios comerciales: 25 por ciento inferior a las tarifas vigentes en el año 1.999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes comerciales, dividido los kwh facturados. Aplicando el cuadro tarifario previsto por esta ley, a los mismos kwh facturado en el año 1999, el monto a facturar deberá ser un 25 por ciento inferior.

Usuarios Pymes: 10 por ciento inferior a las tarifas vigentes en el año 1.999 como mínimo. La tarifa promedio se calculará como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes industriales tarifa Ul , dividido los kwh facturados. Aplicando el cuadro tarifario previsto por esta ley, a los mismos kwh facturados en el año 1999, el monto a facturar deberá ser un 10 por ciento inferior.

Usuarios jubilados y pensionados: Los jubilados y pensionados que consuman hasta 120 kwh mensuales se beneficiarán con una rebaja del 10 por ciento.

Artículo 2º: Las rebajas previstas en el artículo 1º se implementarán en 3 períodos de facturación consecutivos, y en forma proporcional hasta llegarse al total mencionado.

Artículo 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Es por todos conocida la distorsión del costo del servicio eléctrico en nuestra Provincia, distorsión que ha llevado al Sr. Gobernador a calificar estos valores como un verdadero robo, concepto que compartimos en su totalidad, aunque resulta curioso que pretenda tomar distancia del problema, cuando en la actualidad la Empresa Provincial de la Energía no es conducida por un Directorio, sino por un Delegado Personal del Gobernador, que cumple al pie de la letra sus instrucciones.


Representantes de los trabajadores y funcionarios de la empresa comunicaron en reiteradas ocasiones la factibilidad de reducir las tarifas, sin necesidad de enajenar la empresa, y frente a la privatización –a la que nos opusimos y que, evidentemente, no podrá concretarse en el corto plazo, la que supuestamente produciría una rebaja de tarifas, (hecho sobre el cual mantenemos un fundamentado escepticismo)–, consideramos necesario producir sin demora las medidas que reduzcan la sensación de que “nos asaltan en la calle” cada vez que recibimos la factura de luz, dado que la decisión política depende exclusivamente del Gobierno de la Provincia. Proponemos, también, que este ajuste se fragmente en tres períodos, para facilitar su aplicación.


La rebaja planteada no perjudicará el funcionamiento de la empresa, ya que de la propia información emitida por la misma surge que es superavitaria.


En el entendimiento de que podemos aportar para solucionar esta injusticia presentamos el presente proyecto de ley, el cual descontamos contará con el apoyo de la Cámara en pleno, a partir de la clara visión que sobre el problema tiene el Ejecutivo Provincial.

D’Ambrosio – Zogbi – Samardich – Ritter – Tate

Dictamen de mayoría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. 8998 – BRA), autoría del diputado D’Ambrosio, por el cual se establecen rebajas en las tarifas del servicio eléctrico prestado por la EPE, en las categorías usuarios: residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que le proyecto cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, en mayoría y minoría, esta Comisión ha resuelto adherir al despacho de mayoría de la Comisión de Presupuesto y Hacienda y al de Obras y Servicios Públicos, aconsejando el rechazo del presente proyecto.

Sala de Comisión, 21 de noviembre de 2001.

Barrera – Meotto – Esquivel – Dalla Fontana – Strada

dictamen de minoria

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8998 – BRA), autoría del diputado D’Ambrosio, por el cual se establecen rebajas en las tarifas del servicio eléctrico prestados por la EPE, en las categorías usuario: residenciales, comerciales, Pymes, jubilados y pensionados, Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, en mayoría y minoría, esta comisión ha resuelto adherir al despacho de minoría de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, aconsejando la aprobación del presente proyecto.

Sala de la Comisión: 21 de noviembre de 2001.

Ángel M. D’ Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Tiene la palabra el diputado D’Ambrosio.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Gracias, señor presidente. Si nadie va a hablar para defender el dictamen de mayoría, yo lo voy a hacer para defender el de minoría.


La falta de argumentaciones en este recinto me obliga a suponer el rechazo de este proyecto que pretendía la aplicación, a partir del corriente año y durante tres períodos de facturación, de una rebaja en las tarifas eléctricas de la Empresa Provincial de la Energía, del monto y características acordados por la ley que estableció su privatización para que figure, como mínimo, en el pliego de condiciones.

Entiendo que debe fundarse en un informe que la comisión cabecera de tratamiento de este proyecto hizo, con un requerimiento al interventor de la Empresa Provincial de la Energía, que con fecha 6 de noviembre se dirige al diputado Giardino y expone una serie de argumentaciones –por llamarlas de alguna forma– que, realmente, señor presidente, me dejan más preocupado que la suerte misma del proyecto.

El señor Caro nos dijo inicialmente que comparte en forma absoluta lo expresado por el señor Gobernador de la Provincia, es decir, el interventor de la Empresa Provincial de la Energía comparte que está robando con el precio que se aplica a la energía eléctrica de esta Provincia, el que cada uno de los santafesinos debemos soportar.

De inmediato –y sin mayores consideraciones, más allá de aquellas a las que en algún momento nos vamos a referir– menciona que la rigidez de los gastos y las previsiones de ingresos no permiten la posibilidad de implementar estas rebajas tarifarias sin desfinanciar a la empresa. A partir de esa circunstancia el ingeniero Caro nos da algunos datos que realmente me llenan de asombro. 

En primer lugar, el escasísimo monto de reducción del costo laboral de la empresa; incluso señala que a fines de 1999 hubo un aumento del costo. 


Menciona, además, una cifra para el año 2001 que supera la ya prevista en el Presupuesto, porque se refiere a 134 millones, cuando el Presupuesto para el corriente año, aprobado por la Legislatura, establece gastos de personal por un monto de 130 millones. Además, señor presidente, el Ingeniero Caro, sin mayores ejemplificaciones, nos dice que a esto hay que compararlo con una empresa eficiente, y establece que una empresa eficiente es aquella que cuente con un empleado cada 500 usuarios, afirmación tan carente de sentido técnico, que parece asombrosa en la boca de quien presume ser un técnico en esta materia. Y lo peor es que es el hombre en el que se ha derivado la responsabilidad de conducir una empresa que va a privatizarse en el futuro, según las cada vez menores esperanzas que se alientan en ese sentido.


Eso de un empleado cada 500 usuarios puede tornar extraordinariamente eficiente a una empresa en la Capital Federal, en Jujuy o viceversa. No es un patrón de medida que pueda aplicarse. Además, nos preocupa que las estimaciones del interventor de la EPE derivan de la existencia de un número de personal que de acuerdo con un informe suyo, debería haberse reducido abruptamente en el curso de su gestión. Porque el señor Caro nos decía en un informe suscripto hace casi un año, que el plan de retiro del personal implicaba, eventualmente, el retiro de 530 personas, y no menos –agregaba después– de 470. 


Como esta información data ya de algún tiempo, hubiera sido bueno que el señor interventor de la Empresa Provincial de la Energía nos dijera qué ha pasado con esas 470 bajas –que anunciara él mismo en un anterior informe–, cuánto le ha costado a la empresa y cuánto implica, en el invocado financiamiento, el costo de esos retiros voluntarios, como así también si se ha producido, que se nos diga cuánto costó y de cuánto significó la reducción del costo de personal, ya que me parece que no se redujo en lo más mínimo, porque también en la estimación que formula para el año próximo sigue poniendo como gasto de personal los 130 millones. 


Además, señor presidente, en este informe el Ingeniero Caro describe que no se pudo reducir el costo de personal, que no se pudieron hacer grandes inversiones, debido a situaciones que se generaron en la programación de los trabajos. En definitiva, nos dice que el monto de energía que se roba o se hurta ha aumentado, tras describirnos una serie de programas que se han puesto en vigencia, teóricamente, para disminuir el aumento. Y una vez más atribuye dicho aumento al agravamiento de las condiciones socioeconómicas. Nos vende una vez más el mito de que el robo de la energía es producto de los sectores marginales de la población, cuando todos sabemos que el robo de la energía es producto de gente bastante más importante que el hombre humilde de algún barrio, que tiene que engancharse a la corriente eléctrica del servicio público.


Creo, señor presidente, que este informe podría ser legítimo si lo hubiera suscripto un periodista, un espectador de la situación, pero es un informe que deviene de quien desde hace dos años tiene la suma del poder público en la Empresa Provincial de la Energía. Entonces, yo me pregunto, sea el destino la eficiencia para preservarla en el marco del Estado o para hacerla más atractiva a los eventuales y cada vez más remotos inversores que desean adquirirla, ¿qué ha pasado en estos dos últimos años, en que apenas se ha podido reducir el costo de la planta de personal en un monto cercano a los 10 millones de pesos?; monto que, seguramente, debía ser comparado, para verificar su conveniencia, con el costo varias veces millonario –según tengo entendido– de los retiros voluntarios. El propio interventor de la Empresa Provincial de la Energía mencionaba en su momento un costo muy inferior a 27 millones de pesos para pagar los retiros voluntarios. 

La absoluta ineficiencia demostrada en materia de terminar con algunos de los abusos ha convertido, según decires, a ésta en una empresa tan ineficiente que la ha llevado, en definitiva, a ocultar graciosamente lo que sí hubiera sido importante que se señalara en este informe: que en la misma fecha en que se produjo este informe se efectuó una reducción del orden del 25 por ciento en los costos de la energía mayorista, reducción que ha permitido a algunas empresas de energía, estatales o no, disminuir sus tarifas de un 3 hasta un 9 por ciento, en virtud, pura y exclusivamente, de esta reducción que, por otra parte –y como el propio informe lo señala– tenderá a mantenerse en un período bastante prolongado, ante la situación de postración que, evidentemente, tienen los elementos industriales en la República Argentina. 

Lamento que se desprecie tanto la opinión de gente que sufre, como ésta. En los mismos asuntos entrados que hoy hemos leído existe una declaración del Concejo Municipal de Totoras, así como otras de los concejos municipales de Reconquista, de Rufino, de San Carlos Centro y de otras municipalidades y comunas que han adherido a este proyecto en informes anteriores, así como importantes asociaciones empresarias de toda la Provincia, que hacen reclamos ante esta situación, pero con este pequeño informe que, como si fuera espectador, el interventor nos brinda después de dos años de gestión, en los que prometió el oro y el moro en materia de transformación de la Empresa Provincial de la Energía, simplemente se dice que no a esos reclamos, en el mismo momento en que sin alterar ninguna otra variable, en el país se producen rebajas tarifarias que, reitero, son del 3 al 9 por ciento. 

A mí me hubiera gustado escuchar alguna explicación seria de que era imposible aplicar el pliego de condiciones que se le va a exigir al privatizador. Y además, la última preocupación, porque pese a que el ingeniero Caro habla del costo social cero para la futura eficiencia de la empresa, de su informe se deriva claramente que la única fórmula de eficiencia que parece avizorar el ingeniero Caro es que cuando esta empresa se privatice, 1.800 personas quedarán en la calle. Por eso vamos a seguir insistiendo con el proyecto de ley que propiciamos, para acompañar al Gobernador en su justa calificación del robo que sufren los santafesinos, 

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Nuestro bloque va a adherir al dictamen en minoría. Nos resulta también incomprensible que después de haberse sancionado la Ley de Privatización de la EPE, con el fundamento de la rebaja tarifaria –cuando ya se encuentran terminados los pliegos y se ha anunciado que se han solucionado las dificultades y la empresa está a punto de privatizarse–, no pueda esta Cámara sancionar una ley que permita la reducción del costo de la energía en la Provincia de Santa Fe.

La Provincia es un ejemplo para la República, pero por los costos tan altos que tiene. Se remarca el costo de la energía a valores exorbitantes, porque en vez de ser una empresa eficiente, como se manifiesta, el costo de la energía se aplica conforme a los gastos que tiene la empresa. 

Hemos estado escuchando desde hace más de dos años que se ha hecho un plan de retiro voluntario, que se ha hecho mucho más eficiente la empresa, por lo cual ya se encuentra en condiciones para que venga un tercero a privatizarla y a cumplir con el mandato de la ley, que es la reducción del 25 por ciento en el promedio de las categorías. Pero esto avanzó mucho más allá, y de ser el 25 por ciento del promedio de cada una de las categorías, el gobernador anunció y dio orden para que este 25 por ciento fuera para cada uno de los bolsillos de los usuarios de la energía en la Provincia de Santa Fe.


O sea que si ya estamos en condiciones de privatizar, no veo el motivo por el cual, hasta que esto ocurra en el tiempo, cuando las condiciones económicas de la Argentina cambien y la Empresa pueda venderse a valores reales, no se pueda hacer una reducción como la que se ha propuesto en el proyecto del señor diputado D’Ambrosio, para posibilitar que los santafesinos puedan beneficiarse con la reducción de la energía, no sólo por la disminución de los precios en los mercados mayoristas, sino por todos los anuncios que ha hecho el gobierno y el propio interventor.


Los empleados jerarquizados de la EPE han manifestado en la Legislatura santafesina, a través de los medios de difusión y de una planificación que se nos hizo llegar, que es posible reducir los costos de la energía sin privatizar. Asimismo, el propio gremio que nuclea a los trabajadores de la energía en la Provincia nos ha presentado un trabajo tendiente a reducir los costos, sin que esto signifique un menoscabo para los empleados que están desarrollando sus tareas, sino tratando de que los dineros que se inviertan en la empresa sean utilizados de la manera más eficiente. Y si esto es así y si los propios jerarquizados, como los empleados que trabajan en la EPE, nos están diciendo que se puede reducir la energía en toda la Provincia de Santa Fe, yo no me explico cómo esta Cámara, en contradicción a lo que se sancionó a principios de este período para su privatización y en contra de lo manifestado por el propio gobernador, esté haciendo un despacho por la mayoría rechazando este proyecto.


Considero que sería conveniente, señor presidente, que si no están muy claros los números que ha puesto de manifiesto el señor interventor, sí hay dudas en el bloque mayoritario, con el afán, a lo mejor, de poner palos en la rueda en la gestión de Carlos Reutemann, que este tema se posponga, pero que no se rechace, porque va a imposibilitar, en cierta forma, que pueda volver a tratarse. 

En consecuencia, el bloque de la Democracia Progresista va a votar el despacho de la minoría, porque creemos que la Provincia de Santa Fe tiene que tener un costo de la energía mucho más inferior de lo que se está cobrando y que va a significar, no sólo el abaratamiento para los bolsillos de los habitantes de Santa Fe, sino también para promocionar la tan mentada producción santafesina que en cada una de las sesiones se viene declamando en este recinto, pero, sin embargo, cuando hay que sancionar las normas adecuadas, esto no se realiza.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: brevemente voy a manifestar que queremos acompañar con nuestro voto el despacho de la minoría. Creo que aquí se han vertido claramente los fundamentos por los cuales la Empresa Provincial de la Energía tiene en la actualidad una tarifa muy alta.

Se han hecho diferentes estudios –como lo mencionaba el señor diputado Bullrich, al referirse al que ha realizado el personal jerárquico de la empresa–, donde se demuestra claramente que estas tarifas están sobredimensionadas y que las posibilidades son totales para reducirlas. El estudio aludido se hizo, en su oportunidad, en el marco de la discusión que teníamos, justamente, cuando debatimos en este recinto la Ley de Privatización de la EPE. 

En ese momento nuestra bancada se opuso claramente a la privatización, porque entendemos que no es necesario. Propusimos una sociedad del Estado, que era la alternativa para mejorar la empresa, para reestructurarla y eficientizarla.


Creo que en aquel momento fuimos muy claros y lo fundamentamos, no me voy a explayar en este tema, ya que consta claramente cuáles fueron nuestras propuestas y, además, las hicimos llegar a todas las entidades de la Provincia de Santa Fe.


Ratifico lo que se decía aquí, con relación a la propuesta del señor diputado D’Ambrosio. Se pueden reducir las tarifas de la EPE, lo que no solamente beneficiaría a las familias santafesinas, contribuyentes, usuarios, sino que también generaría una alternativa de radicación de empresas en la Provincia de Santa Fe, ya que muchas de ellas eligen otras provincias que les dan otras ventajas para radicarse, especialmente en esta área, concretamente me refiero a la Provincia de Buenos Aires.


Por eso, señor presidente, vamos a acompañar con nuestro voto positivo la propuesta que ha hecho a través de su proyecto el señor diputado D’Ambrosio y así lo dejamos manifestado. Gracias.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Señor presidente, en primer lugar, quiero ratificar nuestro convencimiento en la necesidad de una rebaja tarifaria en la Provincia de Santa Fe y, de la misma manera, del mejoramiento de la calidad del servicio y de las inversiones. 

Coincido con lo manifestado por el señor diputado D’Ambrosio, con respecto a lo “light” de la respuesta de la EPE al pedido que se hizo desde la Comisión de Obras y Servicios Públicos, y fue ese el motivo, señor presidente, por el cual no hemos suscripto los dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, donde hicimos el planteo formal de la necesidad de la espera para dictaminar, con un urgente pedido a la EPE, de los informes económicos financieros de la empresa, la evolución de las compras de energía y también la evolución de los pagos y los presupuestos y ejecuciones de lo que es personal. Esto también lo hicimos en la Comisión de Seguimiento de la Privatización de la EPE atento a la situación que hoy se está teniendo en la privatización para poder tomar una decisión urgente dentro del marco del Estado en la rebaja tarifaria.


Esto que pedimos y que podía llevar una o dos semanas más contar con esta información y certeramente poder determinar cuáles son las causas por las cuales se argumenta que no se pueden bajar las tarifas y cuáles son las pautas por las que, a nuestro entender, deben bajarse las tarifas. Si esto se hubiese llevado a cabo, señor presidente, estoy convencido que incluso hasta el oficialismo hubiera acompañado también este planteo con los números en la mano.


Por eso, comparto el hecho de la votación de una vuelta a comisión porque no le podemos dar a la ciudadanía la respuesta de que la Cámara de Diputados no quiere bajar el costo de la energía en la Provincia de Santa Fe. Si así no es, nuestro bloque pide autorización para abstenerse en la votación de este tema, porque queremos legislar sobre datos concretos, sobre números, que como santafesinos tenemos derecho a tener en nuestras manos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Jorge Álvarez de vuelta a comisión del proyecto.

–
Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de autorización para abstenerse en la votación, solicitado por el bloque que integra el señor diputado Jorge Álvarez.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el expediente Nº 8998.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, queda rechazado el proyecto y es girado al Archivo.

8 orden del día

8.1 Premio San Martín de Rafaela

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 26.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de declaración de interés de esta Cámara (Expte. N° 9078 – FPS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín; del premio “San Martín”, que se entrega anualmente por la Comisión Vecinal del barrio General Don José de San Martín, de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 XE "zdPremio San Martín de Rafaela" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:

De su interés el premio “San Martín”, que es entregado anualmente por la Comisión Vecinal del barrio General Don José de San Martín, de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos.

Sala de la Comisión, 7 de noviembre de 2001.

Gutiérrez – Tate – Dalla Fontana – Broda – Mazziotta

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Este evento surge como iniciativa de la Vecinal General Don José de San Martín, de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos, y por él se premia a quienes han aportado una dilatada y fructífera labor en la ciudad, a favor de la cultura y sus distintas disciplinas.

El procedimiento de selección incluye la realización de ternas, ante el caso de la presentación de numerosos participantes, y se realizan reuniones en la Comisión Vecinal para decidir, resolviéndose por votación por simple mayoría de votos, cuando no hay criterio unánime.

Es dable destacar que en mérito a la seriedad y honestidad con que se realiza esta entrega, participan en los actos en forma desinteresadas artistas de la ciudad, de Saguier, Ataliva, Susana, Humboldt, Esperanza, Santa Fe, Colonia Cavour, Sa Pereyra, San Cristóbal, Arrufó, Sunchales y Fray Luis Beltrán, entre otras localidades.

Dicho premio fue declarado de interés municipal por el Concejo Municipal de Rafaela, mediante Resolución Nº 1.641 de fecha 14 de diciembre de 2.000. Además, cuenta con el merecido apoyo de todos los medios de prensa orales y escritos de la ciudad y su zona de influencia.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Di Pollina – Baudín – Cecchi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.2 Instituto Nacional del Teatro: reducción de su presupuesto

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2, que originariamente era un proyecto de resolución y se transforma en uno de comunicación, tal como se da lectura por Secretaría.

–
Se lee:

 XE "zcInstituto Nacional del Teatro\: reducción de su presupuesto" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo solicite al Poder Ejecutivo Nacional que revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía, y disponga que el Instituto Nacional de Teatro reciba los fondos que le corresponden por intermedio de la Ley Nacional Nº 24800 para el apoyo y fomento del teatro argentino.

Además que el presente se comunique a ambas Cámaras Legislativas Nacionales, a todas las Cámaras Legislativas Provinciales y al Instituto Nacional del Teatro.

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de resolución (Expte. N° 9062 – D.B.) presentado por las señoras diputadas Tate, González, Strauss, Schpeir y Cavigiuri, por el cual esta Cámara resuelve solicitar al Poder Ejecutivo Nacional que revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía y disponga que el Instituto Nacional del Teatro reciba las fondos que le corresponden por la Ley Nacional 24800 (apoyo y fomento del Teatro Argentino); y el proyecto de resolución (Expte. N° 9049 – PJ) presentado por la señora diputada Foresi, por el cual esta Cámara solicita al Poder Ejecutivo Nacional revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía, de autorizar sólo un 7 por ciento del presupuesto del Instituto Nacional del Teatro. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante de la Comisión, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

1°.– Solicitar al Poder Ejecutivo Nacional que revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía, y disponga que el Instituto Nacional del Teatro reciba los fondos que le corresponden por imperio de la Ley Nacional N° 24800 para el apoyo y fomento del teatro argentino.

2°.– Comunicar la presente resolución al Poder Ejecutivo Nacional, a ambas Cámaras Legislativas Nacionales, a todas las Cámaras Legislativas Provinciales y al Instituto Nacional del Teatro.

3°.– Regístrese, comuníquese, archívese.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Tate – Strauss – Foresi – González – Ritter –Schpeir

proyecto de resolución original (expte. 9062–PJ)

la cámara de diputados de la provincia

resuelve

1º.– Solicitar al Poder Ejecutivo Nacional que revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía, y disponga que el Instituto Nacional del Teatro reciba los fondos que le corresponden por imperio de la Ley Nacional Nº 24.800 para el apoyo y fomento del teatro argentino.

2º.– Comunicar la presente resolución al Poder Ejecutivo Nacional, a ambas Cámaras Legislativas Nacionales, a todas las Cámaras Legislativas Provinciales y al Instituto Nacional del Teatro.

3º.– Regístrese, comuníquese, archívese.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El motivo de este proyecto es apoyar la relevante tarea intelectual y artística que realiza el Instituto Nacional del Teatro, que a raíz de los programas de ajuste encarados por el Gobierno Nacional ha sufrido sucesivos recortes que tornan imposible su normal funcionamiento.


Este instituto cuenta con recursos propios, originados por la Ley Nacional Nº 24.800 para el apoyo y fomento del teatro argentino. El Ministerio de Economía pretende recortar casi el 80 por ciento de su presupuesto, con lo cual provocaría el cierre del organismo y la caída de 15.000 puestos de trabajo en el orden nacional.


Los fondos que percibe el Instituto Nacional del Teatro no provienen de un impuesto, sino de un porcentual fijado por ley sobre el impuesto a la publicidad, que cobra el Comfer a los canales de televisión y sobre lotería y casinos, y funciona dentro de un sistema de contralor de fondos que se ha caracterizado por su corrección y por su efectivo y demostrado federalismo.


En las distintas provincias, incluso la nuestra, se ha generado la actividad profesional de distintos elencos, al poder sistematizar y programar su trabajo; a través de la promoción y el perfeccionamiento se ha incentivado a otras disciplinas, tales como títeres, danza, escenografía, iluminación y otras afines.


Es importante agregar que muchas de las obras que fueron estrenadas en Santa Fe durante el último tiempo y la existencia de algunas salas independientes que funcionan en distintos puntos de la ciudad fueron posibles gracias al apoyo del Instituto Nacional del Teatro, que también otorga subsidios a salas teatrales.


Estos recortes afectarían a las 24 delegaciones que existen en el país y traerían aparejada la pérdida de fuentes de trabajo a actores, docentes, técnicos, dramaturgos, bailarines, titiriteros, mimos, directores y demás personas relacionadas con el quehacer, además de no poder sostener los compromisos contraídos a partir del apoyo comprometido, como alquileres de salas, obras estrenadas con actores que pusieron horas de trabajo, escenografías y vestuarios construidos y confeccionados, jornadas de clases en diversos puntos del país o el pago de becas.


La continuidad del Instituto Nacional del Teatro está en riesgo y una conquista en apoyo al teatro argentino largamente postergado, que esperó 50 años para cristalizarse, junto al Instituto Malbrán, el Consejo del Menor y la Familia, la Biblioteca Nacional, el Instituto Nacional de Cine y el Teatro Nacional Cervantes, está condenada a desaparecer si este recorte se lleva a cabo.


Una vez más los valores culturales y los hacedores culturales son reemplazados por las estadísticas y los consejos de economistas, que sólo saben leer números, a los que no les interesa proteger el acervo cultural del país, ese bien irrecuperable, irreemplazable e invalorable. Sólo se preocupan porque cierren sus cuentas, sin advertir que están devastando una herencia que es de todos nosotros y sobre la cual no les asiste derecho alguno.


Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto.

Strauss – González – Schpeir – Tate – Cavigiuri 

proyecto de resolución original (expte. 9049–PJ)

la cámara de diputados de la provincia

resuelve

1º – Solicitar al Poder Ejecutivo Nacional que revea la medida adoptada por el Ministerio de Economía, de autorizar sólo un 7 por ciento del presupuesto del Instituto Nacional de Teatro, a fin de que éste disponga del monto que le corresponde, para evitar la pérdida de fuentes de trabajo; para que pueda mantener su accionar federalista y para que continúe cumpliendo su relevante tarea intelectual y artística, vital sustento para la consolidación del cuerpo social.

2º – Comunicar la presente Resolución al Poder Ejecutivo Nacional, a ambas Cámaras Legislativas Nacionales, a todas las Cámaras Legislativas Provinciales, al Parlamento Patagónico y al Instituto Nacional de Teatro.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto tiene su fundamento en el recorte del 93,5 efectuado por el Ministerio de Economía de la Nación a los fondos del Instituto Nacional de Teatro, teniendo en cuenta que tales fondos son genuinos, en tanto no provienen de un impuesto, sino de un porcentual fijado por la Ley 24.800.


En esta ley que creó el Instituto Nacional de Teatro se estipula que sólo el 10 por ciento de su presupuesto puede ser utilizado para gastos administrativos.


Entendemos que la decisión del Ministerio de Economía de la Nación de autorizar sólo un 7 por ciento del presupuesto paraliza la red federal del instituto, al imposibilitar el funcionamiento de las delegaciones y significa la pérdida de fuentes de trabajo de actores, docentes, técnicos, dramaturgos, bailarines, titiriteros, mimos, directores y demás personas relacionadas con esos quehaceres en todo el país.

Irma Amelia Foresi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.3 Banco Provincial de Santa Fe: preservación de sus archivos

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

–
Se lee:
Señores diputados :

Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. N° 9079 – D.B.) presentado por los/as señores/as diputados/as Tate, Strauss, Ritter, Schpeir, González y Cavigiuri, por el cual se solicita que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias para que los archivos y demás bienes históricos del Banco Provincial de Santa Fe sean remitidos para su preservación al Museo Histórico Provincial de Rosario “Dr. Julio Marc”; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante de la Comisión, os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zcBanco Provincial de Santa Fe\: preservación de sus archivos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para que los archivos y demás bienes históricos del Banco Provincial de Santa Fe, sean remitidos para su preservación al Museo Histórico Provincial de Rosario “Dr. Julio Marc”.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Tate –Strauss – Foresi – González – Ritter –Schpeir

proyecto de comunicación ORIGINAL

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para que los archivos y demás bienes históricos del Banco de Provincial de Santa Fe, sean remitidos para su preservación al Museo Histórico Provincial de Rosario “Dr. Julio Marc”.

FUNDAMENTOS DE LOS AUTORES DEL PROYECTO

Señor Presidente:


Este proyecto tiene por objeto intentar preservar los archivos y otros bienes históricos del Banco Provincial de Santa Fe, los que constituyeron una parte sumamente importante de la historia de la provincia, de su desarrollo y de su progreso.


No en vano sus más de 75 años de existencia jalonaron la historia económica de nuestra provincia y formaron parte de la pujanza de nuestra patria gringa, asistiendo a colonos, pequeños empresarios, agricultores y, en general, a cuanto santafesino lo necesitara, no sólo a través de la parte financiera, sino con aportes a proyectos comunitarios y culturales.


Es necesario que todo ese material quede en manos de los santafesinos y estimamos que uno de los lugares posibles puede ser el Museo Histórico Provincial de Rosario, “Dr. Julio Marc”, ya que en esa ciudad se encuentra la mayor parte de la documentación de la citada entidad.


Por otra parte, los actuales dueños del banco no han manifestado interés por la preservación y cuidado de esos archivos, que no tienen para ellos otro valor que el de antecedentes de una entidad bancaria, pero que para nosotros son parte de la historia común.


Santa Fe se ha caracterizado siempre por tener una tradición archivística que ha permitido preservar, incluso, sus actas capitulares; no dejemos pasar la oportunidad de recuperar la memoria de la herramienta financiera de la provincia, que marcó un hito en su desarrollo.


Este proyecto, que esperamos cuente con el apoyo del resto de los legisladores, surge a instancias de las deliberaciones del Foro del Patrimonio Histórico de Rosario, a través de las jornadas realizadas entre el 2 y 5 de octubre de 2001 en el Museo Histórico Provincial “Dr. Julio Marc”, que fue presentada por la Asociación Rosarina Amigos del Riel, Museo y Archivo Ferroviario Regional.


Por todo lo expuesto, solicitamos el voto favorable de esta iniciativa.

Tate – Ritter – Strauss – González – Cavigiuri – Schpeir

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.4 Régimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 7527 – BRA) presentado por los diputados Ritter, D’Ambrosio y Tate, por el cual se solicita se suscriba un convenio de adhesión con la Nación, con relación al Régimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original.

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas tendientes a la suscripción de un convenio de adhesión con el Gobierno de la Nación, con relación al Régimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales establecido por Decreto Nacional No. 422/99, arbitrando las medidas tendientes a implementar en el ámbito provincial un registro similar para aquellas organizaciones no gubernamentales que, actuando en la jurisdicción de la provincia, reciban o pretendan recibir recursos públicos para llevar adelante proyectos financiados en todo o en parte con fondos estatales.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Gutiérrez – Tate – Mazziotta – Broda – Dalla Fontana

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 7527 – BRA), autoría de los diputados Ritter, Tate y D’Ambrosio, por el cual se solicita que se suscriba un convenio de adhesión con la Nación, en relación al Régimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta Comisión ha resuelto introducir modificaciones al texto propuesto, aconsejando que se le preste aprobación al siguiente texto:

 XE "ZCRégimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo procure implementar un Registro de Organizaciones no Gubernamentales que, actuando en la jurisdicción de la Provincia, pretendan llevar adelante proyectos financiados en todo o en parte con fondos públicos. Asimismo vería conveniente que arbitre las medidas necesarias para contar con la información disponible en el Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales, establecido por Decreto Nacional N° 422/99.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Di Pollina – Basaldella – Barrera – D’Ambrosio – Reutemann – Strada

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas tendientes a la suscripción de un convenio de adhesión con el Gobierno de la Nación, con relación al Régimen del Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales establecido por Decreto Nacional Nº. 422/99, arbitrando las medidas tendientes a implementar en el ámbito provincial un registro similar para aquellas organizaciones no gubernamentales que, actuando en la jurisdicción de la provincia, reciban o pretendan recibir recursos públicos para llevar adelante proyectos financiados en todo o en parte con fondos estatales.

FUNDAMENTOS DE LOS AUTORES DEL PROYECTO

Señor Presidente:

El presente proyecto de comunicación tiene por objeto propiciar la adhesión de la Provincia al Régimen Registral instituido por el Decreto Nacional Nº. 422/99; el cual crea en el ámbito de la Secretaría de Relaciones con la Comunidad, dependiente del Ministerio del Interior de la Nación, un Registro Nacional Obligatorio de Organizaciones no Gubernamentales.

Asimismo, y en igual sentido que en el orden nacional, se solicita por el presente la implementación, a través de la repartición provincial correspondiente, de un Registro Provincial para dichas organizaciones no gubernamentales, el cual contribuirá al fortalecimiento y coordinación de las relaciones que tanto el Estado Provincial como Municipal y Comunal mantienen con todas aquellas organizaciones que reciben o pretenden recibir fondos públicos en el desarrollo de sus actividades de voluntariado dentro de la provincia.

Con respecto al registro provincial, es de destacar que desde el Bloque Radical en la Alianza se ha impulsado su creación, asignándole funciones ampliadas respecto del registro nacional, mediante un proyecto que tiene estado parlamentario y se ha registrado en el expediente N° 6319 BRA

Tenemos la convicción de que esta iniciativa, y la mencionada precedentemente, constituirán medios idóneos y eficaces para contribuir al afianzamiento de las múltiples interrelaciones que se establecen entre las entidades y los distintos estamentos del sector público; logrando a su vez una mayor eficiencia y transparencia en la asignación de fondos que los gobiernos provincial, municipal y comunal realizan a favor de dichas instituciones.

No escapa a nadie la importancia social que tienen en la actualidad las organizaciones no gubernamentales, las cuales tienen una actividad destacada en nuestra comunidad, ocupándose de una diversidad de proyectos y acciones que contribuyen de manera real y efectiva en la lucha contra las distintas necesidades que padece nuestra sociedad, siendo también innegable el incremento de las distintas relaciones que aquellas tienen con el Estado, ya sea éste provincial, municipal o comunal; las cuales son cada vez más importantes e intensas, como consecuencia del creciente protagonismo que estas organizaciones adquieren como legítimos actores sociales en la organización y afianzamiento del tejido social.

Todas estas razones hacen necesario que el Estado, dentro de lo que es el diseño de políticas sociales, implemente mecanismos y lleve adelante acciones destinadas a afianzar la organización, funcionamiento y porvenir de aquellas organizaciones no gubernamentales que, junto con el Estado, desarrollen proyectos y trabajos de tipo asistencial y social.

En este sentido, es primordial que los recursos públicos destinados a dichas entidades se otorguen con el mayor grado de transparencia y eficiencia; para así optimizar tanto los esfuerzos como los fondos que desde el sector público se destinan a las mismas; mejorando, en última instancia, la distribución de estos recursos para con la comunidad, la cual a través de dichas instituciones representativas es la última y verdadera receptora de estos fondos públicos.

El fortalecimiento de las relaciones del sector público con las genuinas organizaciones no gubernamentales, la mejor información de que se disponga sobre las mismas, como así también el asesoramiento y asistencia que se les pueda brindar permitirán que las estructuras gubernamentales aborden junto con estas instituciones, como verdaderos interlocutores en los social, las diversas necesidades que en materia comunitaria día a día se presentan.

Todas estas razones aconsejan sugerir al Poder Ejecutivo la suscripción del respectivo Convenio de Adhesión, como así también la implementación del correspondiente Régimen Registral que se propicia por medio del presente proyecto, cuya aprobación se solicita a los señores diputados.

Ritter – D’Ambrosio – Tate

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

8.5 Pensiones Ley 5.110 (pedido de informes)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Seguridad Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 9038 – FPS) presentado por el señor diputado Cecchi, por el cual se solicitan informes respecto de la cantidad de Pensiones Ley 5110 otorgadas desde el 1º de enero de 2000 al 31 de octubre del corriente año, con discriminación mensual. Y por las razones expresadas y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto, con las reformas introducidas:

 XE "ZCPensiones Ley 5.110 (pedido de informes)" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a informar:

1º – Cantidad de Pensiones Ley 5110 otorgadas desde el 1º de enero de 2000 al 31 de octubre de 2001, con discriminación mensual.

2º – A quien corresponde, según la metodología de práctica, la notificación de la concesión de los beneficios de la Ley 5110.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Giacosa – Samardich – Ritter – Strauss

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 9038 – FPS) presentado por el diputado Cecchi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe respecto de la cantidad de Pensiones Ley 5110 otorgadas desde el 1º de enero de 2000 al 31 de octubre del corriente año, con discriminación mensual; y atento al dictamen de la Comisión de Seguridad Social, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Cecchi – Giardino – Gutiérrez – Basaldella – Pochettino – Tate

Proyecto de Comunicación ORIGINAL

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a informar:

1º – Cantidad de Pensiones Ley 5110 otorgadas desde el 1º de enero de 2000 al 31 de octubre de 2001, con discriminación mensual.

2º – Para el supuesto que los meses de septiembre y octubre de 2001 indiquen una clara superioridad de altas en relación al promedio de los meses anteriores, se explique dicha situación.

3º – Desde cuándo la notificación de obtención de una pensión Ley 5110, se realiza desde la Secretaría Privada de la Gobernación, en lugar de hacerse desde la Dirección de la Caja de Pensiones Sociales Ley 5110.

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:

Una importante cantidad de desposeídos inicia habitualmente la tramitación para el acceso al modesto beneficio mensual de la Ley 5110, y muchos de ellos vienen a nosotros para que averigüemos el estado de sus expedientes.

Desde que está en funciones el actual Gobierno fueron escasas las altas producidas. Es más, desde hace más de un año se ha venido informando reiteradamente desde la Caja de Pensiones Sociales que “el sistema informático había caído”, por lo que ni siquiera se podían transmitir datos sobre el estado de los expedientes.

Sorpresivamente, la semana anterior al acto eleccionario muchos tramitantes de dichas pensiones, que hasta entonces –como queda dicho– ni siquiera podían conocer el estado de los expedientes, recibieron un telegrama firmado por la Srta. Verónica Reutemann, Secretaria Privada del Gobernador, en el que les manifestaba “el agrado de dirigirme a Ud. en nombre del señor Gobernador, a efectos de informarle que la gestión que oportunamente iniciara para obtener el beneficio de pensión ha resultado favorable”, por lo que “en el transcurso del presente mes se procederá a efectivizar la misma”.

Dicha pensión es de un importe casi miserable, ya que apenas supera los cien pesos mensuales; existe disposición dentro del oficialismo de desfinanciar la Caja, a tal punto que el Estado Provincial, como patronal, se ha autoeximido de hacer frente al aporte, a través del artículo 31º de la Ley Nº 11.876, promulgada por el Gobernador Reutemann, y promete que si alguna vez sembramos de bingos y casinos la Provincia, parte de su cosecha iría a la Caja de Pensiones Sociales – Ley 5110 en compensación a esa autoexención y a la exención del aporte patronal industrial, dispuesta en un ciento por ciento para el año 2003. Y no obstante que en el último año y medio prácticamente no hubo nuevos beneficiarios, el oficialismo hoy hace uso y abuso de ella para hacer demagogia, la peor de las demagogias, como sin duda lo es traficar con las necesidades del pueblo, convirtiéndose en mercaderes de la política.

Mas esta muestra de demagogia y degradación política no es la única que hemos visto emerger una vez más en la conducta del oficialismo: denuncias por doquier por manejos oscuros y espúreos de la ayuda social, canalizada fuera de la estructura institucional y a través de punteros políticos habituados a practicar una suerte de compra–venta de voluntades, que avergüenza a quienes valoran la acción política como herramienta de mejoramiento y emancipación, sumadas a la arbitraria distribución de ayuda social a través de gobiernos locales afines, y la negación del Poder Ejecutivo de garantizar los créditos del Banco Interamericano de Desarrollo a municipalidades que no son del signo del partido en el Gobierno de la Provincia, son sólo una breve muestra del ultraje a que está siendo sometida la democracia en la Provincia.

No es seguramente con hechos de muy bajo vuelo, con la utilización político–partidista de los dineros del pueblo, como se habrá de revertir la negativa imagen de la actividad política en la Provincia y el país.

Por ello ingresamos este pedido de informes, con el objetivo de que cumpla una doble función: la de denunciar públicamente lo que para nosotros es una reprochable irregularidad, y la de informar oficialmente, luego con la contestación, cómo se manipula con inocultable tendenciosidad partidista la inversión de los dineros públicos.

Alfredo Cecchi.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.6 Vacuna contra la viruela

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 6.

SR. MAINETTI XE "PJMAINETTI, Osvaldo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: solicito el pase al archivo de este proyecto, debido a que ha habido documentación periodística donde se menciona que la Nación reconoce que va a fabricar la vacuna contra la viruela, por lo tanto, este proyecto pierde sentido.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pase al archivo del proyecto de comunicación (Expte. Nº 9057 – PJ) por el cual se solicita se confirme ante el Gobierno Nacional si el país está en condiciones de elaborar o adquirir partidas de vacunas contra el virus de la viruela, tal como lo solicita el señor diputado Mainetti, 

–
Resulta aprobado.

8.7 Carreras terciarias en Vera

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

–
Se lee: 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8929 – UCR) presentado por la diputada Schpeir, por el cual se solicita al Ministerio de Educación autorice la inscripción para cursar el primer año en el período lectivo 2002 de carreras terciarias que se dictan en establecimientos educativos de la localidad de Vera, departamento Vera; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "ZCCarreras terciarias en Vera" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de autorizar la inscripción para cursar el primer año en el período lectivo 2002 en las carreras terciarias del Instituto Superior Particular Incorporado N° 4019 “San Juan Bautista” y el Colegio Superior N° 42 “Doctor Agustín Luis Rossi”, de la localidad de Vera, departamento Vera.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Strada – Schachner – Baudín – Cavigiuri – Samardich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8929 – UCR) presentado por la diputada Schpeir, por el cual se solicita al Ministerio de Educación autorice la inscripción para cursar el primer año en el período lectivo 2002 de carreras terciarias que se dictan en establecimientos educativos de la localidad de Vera, departamento Vera; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Gutiérrez – Basaldella – Pochettino – Tate

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo solicite al Ministerio de Educación la autorización de la inscripción para cursar el primer año en el período electivo 2002, referidas a las carreras terciarias en el Instituto Superior Particular Incorporado N° 4019 “San Juan Bautista” y el Colegio Superior N° 42 “Dr. Agustín Luis Rossi”, de la localidad de Vera, departamento Vera.

FUNDAMENTOS DE LA AUTORA DEL PROYECTO

Señor Presidente:

La no apertura de la inscripción para los primeros años en estos institutos terciarios significaría un virtual cierre de los mismos, dejando a una innumerable cantidad de jóvenes sin la posibilidad de crecer intelectualmente.

Los fundamentos para la no apertura de las inscripciones sería el hecho de que los institutos educativos no habrían alcanzado los requisitos exigidos para que puedan seguir funcionando; y que según los responsables de los institutos referidos, actualmente están en condiciones de poder cumplimentar las exigencias requeridas, sin necesidad de tener que esperar hasta el mes de junio de 2002, plazo que se les otorgó para alcanzar los objetivos exigidos.

Por todo esto, resulta razonable el dictado de una medida de no innovar por parte del Ministerio de Educación de la Provincia y que, en su momento, se autorice la inscripción por todos aquellos alumnos que quieran iniciar el primer año de estudio en el año 2002, en las mismas condiciones y con igual título que en los años próximos anteriores, ya que, de otra manera, se estaría perjudicando enormemente a quienes quieren estudiar la carreras que se ofrecen en estos establecimientos, debido a que perderían un año de estudio, con todo lo que ello significa.

Es por todo lo expuesto, señor presidente, que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Analía Schpeir

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.8 Edificio escuela República Argentina de Santa Fe

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

–
Se lee:
Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8934 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual solicita se considere la posibilidad de proveer de un edificio propio a la Escuela de Enseñanza Media N° 262 “República Argentina” de la ciudad de Santa Fe; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "ZCEdificio escuela República Argentina de Santa Fe" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de proveer de edificio propio a la Escuela de Enseñanza Media N° 262 “República Argentina” de la ciudad de Santa Fe.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Strada – Schachner – Baudín – Cavigiuri – Samardich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8934 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual solicita al Poder Ejecutivo considere la posibilidad de proveer de un edificio propio a la Escuela de Enseñanza Media Nº 262 “República Argentina” de la ciudad de Santa Fe; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Gutiérrez – Basaldella – Pochettino –Tate

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, considere la posibilidad de proveer de un edificio propio a la Escuela de Enseñanza Media N° 262 “República Argentina” de la ciudad de Santa Fe.

FUNDAMENTOS DE LA AUTORA DEL PROYECTO

Señor Presidente:

La escuela de referencia, desde su creación, abril de 1974, compartió sucesivamente los edificios de las escuelas: Primaria N° 29 “Sargento Bustamante”; ex primaria “Justo José de Urquiza” y de Educación Técnica N° 684 “Dr. Mariano Quiroga”.

En el año 1990 pasó a funcionar en el inmueble situado en calle Ángel Cassanello N° 2249, que en 1991 fuera objeto de expropiación mediante Ley N° 10434, de fecha 30 de noviembre de 1989, haciéndose efectiva por Decreto N° 4509/91. Dicho inmueble no reúne las condiciones mínimas indispensables para el normal desarrollo de las actividades educativas, debiéndose cumplir las mismas en diversos locales –Centro de Educación Física N° 29, Club de Agua y Energía Eléctrica, Club Unión y Progreso, Club Hijos de Lioni, el sector nuevo del edificio escolar lindero a la Escuela N° 139 “Jorge Stephenson” y el inmueble ubicado en A. Cassanello 2250.

La matrícula escolar asciende a 1053 alumnos que provienen en un 90 por ciento de escuelas de la zona norte de la ciudad, tales como: N° 136, N° 26, N° 578, N° 465, N° 139, N° 30, N° 43, entre otros.

El radio escolar es muy amplio y la población populosa, abarcando barrios y localidades cercanas: Villa María Selva, Guadalupe, Belgrano, Transporte, Mayoraz, Don Bosco, Los Hornos y zonas de quintas de Cabaña Leiva, Monte Vera y Ángel Gallardo; siendo el único establecimiento de enseñanza media oficial en esa zona.

La dirección de la escuela y Asociación Cooperadora han planteado la problemática por la vía jerárquica pertinente, sin obtener aún respuesta favorable.

Además de las razones invocadas, el pedido se fundamenta en lo expresado en la Ley Federal de Educación N° 24195: Título I, art. 3; Título II, art. 5 incs. “f” y “g”; Título VIII, Cap. I, art. 43 incs. “a” y “f”.

Por lo expuesto precedentemente, solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto.

Dolly Luisa Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.9 Subsidio a asociación cooperadora de Santa Fe

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8983 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual se solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, considere la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Enseñanza Media N° 382, “Santa Fe de la Vera Cruz”, de esta ciudad, destinado al reciclaje y ampliación del edificio Escolar; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "ZCSubsidio a Asociación Cooperadora de Santa Fe" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Enseñanza Media N° 382 “Santa Fe de la Vera Cruz”, de esta ciudad, destinado al reciclaje y ampliación del edificio.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Strada – Schachner – Baudín – Cavigiuri –Samardich

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8983 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, considere la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Enseñanza Media Nº 382, “Santa Fe de la Vera Cruz”, de esta ciudad, destinado al reciclaje y ampliación del edificio escolar; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo. 

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.
Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Tate – Gutiérrez – Basaldella – Pochettino

FUNDAMENTOS DE LA AUTORA DEL PROYECTO

Señor Presidente: 

La escuela de referencia está ubicada en el populoso barrio periférico “Acerías”, en el sector noroeste de la ciudad de Santa Fe.

La vecindad está integrada por familias de condición humilde, afectadas por la desocupación, la subocupación y la precarización laboral, a lo que debe sumarse un nivel cultural inferior al medio, ausencia de canales de participación en la vida social y crisis de valores en general.

Surge, como necesidad inmediata, la adopción de medidas preventivas destinadas al sector más vulnerable: los adolescentes. Estos deben tomar conciencia de los peligros que acarrean el alcohol, la drogadicción, la delincuencia juvenil, la deserción escolar, etc..

Una de las medidas más acertadas para el logro de cambios positivos y de un equilibrio normalizador es incrementar la capacidad de retención del alumnado en el sistema educativo, evitando su ingreso temprano al mercado laboral, como resultado de la coacción económica. La adquisición de hábitos, habilidades, saberes y valores les permitirán asumir con responsabilidad su propio desarrollo integral.

La educación sistemática y formal es una de las mejores opciones para disminuir viejas desigualdades y estigmatizaciones de las que son objeto los jóvenes.

Conscientes de que el punto de partida de la tan ansiada equidad es optimizar y ampliar las ofertas educativas, la dirección de la escuela ha incorporado el 8° y 9° año de la EGB e implementado las terminalidades de Economía y Gestión de las Organizaciones y Ciencias Naturales de Educación Polimodal.

Los niveles habilitados están destinados a una matrícula de 600 alumnos.

Para albergar a tan numerosa población escolar y adaptarse a los cambios curriculares y metodológicos que impone la actual matrícula, la Escuela de Enseñanza Media N° 382 necesita ampliar su edificio, con cuatro aulas más y un laboratorio, como asimismo reciclar algunos sectores deteriorados.

La dirección y la Asociación Cooperadora han iniciado los trámites por la vía jerárquica correspondiente, ante las autoridades del FAE y del Ministerio de Educación –Expte. N° 00414–0015125–7–, solicitando subsidio necesario para realizar las obras.

Además de las razones invocadas, este pedido tiene sustento en la Ley Federal de Educación N° 24195, Título I art. 3; Título II art. 5 incs. “f” y “g”; Título VIII cap. I art. 43 incs. “a” y “f”.

Por lo expuesto solicito de mis pares el voto afirmativo al presente proyecto.

Dolly Luisa Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.10 Subsidio para el hogar Orden de la Caridad

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8879 – PJ) presentado por el diputado Bermúdez, por el se solicita otorgue un subsidio al Hogarcito de la Orden de la Caridad, de la ciudad de Rosario; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto que, con modificaciones, se transcribe:

 XE "ZCSubsidio para el hogar Orden de la Caridad" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, otorgue un subsidio al Hogarcito de la “Orden de la Caridad”, sita en calle Cerrito 2931, de la ciudad de Rosario, para la compra de un filtro de agua.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Gutiérrez – Tate – Mazziotta – Broda – Dalla Fontana – Schpeir

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8879 – PJ) presentado por el diputado Bermúdez, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, otorgue un subsidio al Hogarcito de la Orden de la Caridad, de la ciudad de Rosario; y atento al dictamen de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Gutiérrez – Basaldella – Pochettino – Tate 

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo disponga otorgar un subsidio, a determinar por la repartición que corresponda, para la compra de un filtro de agua, al Hogarcito de la “Orden de la Caridad”, sita en calle Cerrito 2931 de la ciudad de Rosario.

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:

El presente proyecto que pongo a consideración de mis pares surge como solicitud expresa del Fray Luis Fernández, responsable del Hogarcito de la Orden de la Caridad fundada por el Rvdo. Padre Luis Smiriglio (fallecido). Estos hogarcitos constituyen una obra de misericordia que se mantiene exclusivamente de la caridad, sin ningún subsidio o aporte oficial, ya sea municipal, provincial o nacional, y su función es sin fines de lucro.

El hogar alberga niños abandonados, con secuelas de enfermedades no recuperables, cuyo espíritu se toma de San José Benito Cottolengo al atender a los pobres, viendo a nuestro Señor Jesucristo en la persona de los más necesitados, proseguida por el Padre Smiriglio durante toda su vida.

La solicitud de este subsidio es para poder adquirir y reponer un filtro de agua para el hogar, ya que en estos tiempos se corre riesgo por las contaminaciones y las enfermedades.

Es por todo lo anteriormente expresado que solicito a mis pares tengan a bien aprobar el presente proyecto de comunicación.

Carlos Bermúdez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.11 Subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios de Rosario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11.

–
Se lee: 
Señores diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8951 – PJ) presentado por el diputado Bermúdez, por el se solicita otorgue un subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios, de la ciudad de Rosario; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto que, con modificaciones, se transcribe:
 XE "zcSubsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios de Rosario" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, otorgue un subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios, de la ciudad de Rosario, sita en calle Rioja 2860, destinado a afrontar los gastos para la publicación de la revista “El Bombero Voluntario.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Gutiérrez – Tate – Mazziotta – Broda – Dalla Fontana – Schpeir

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8951 – PJ) presentado por el diputado Bermúdez, por el se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, otorgue un subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios, de la ciudad de Rosario; y atento al dictamen de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi –Basaldella – Pochettino – Tate

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo disponga otorgar un subsidio, a determinar por la repartición que corresponda, a la Asociación de Bomberos Voluntarios de Rosario, sita en calle Rioja 2860 de Rosario, para poder afrontar los costos de la publicación de la revista “El Bombero Voluntario”.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

El presente proyecto que pongo a consideración de mis pares surge como solicitud expresa de los directivos de la División de Bomberos Voluntarios de Rosario, sita en calle Rioja 2860 (TE: 0341–430–8888 / 0333), que están en la tarea de poder difundir sus experiencias, información, educación preventiva y todo lo que corresponde a la inigualable tarea de los Bomberos Voluntarios en una ciudad, en una publicación en beneficio de la sociedad en su conjunto.

Como es sabido, aún en estos tiempos difíciles hay personas que se ocupan de brindarse hacia el prójimo en una de las tareas de mayor riesgo en la vida civil de una comunidad. Su función es la de ayudar y proteger, sin distinción de credo, raza o religión; y este mismo desempeño se ve dificultada por la total ausencia de recursos económicos.

Es por todo lo anteriormente expresado, y apelando a la voluntad de mis pares, que solicito tengan a bien aprobar el presente proyecto de comunicación.

Carlos Bermúdez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.12 Ambulancia para Samco de Arroyo Aguiar

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8967 – BRA) de la diputada Tate, por el cual se solicita se provea de una ambulancia al Samco de Arroyo Aguiar, departamento La Capital, y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

 XE "zcAmbulancia para Samco de Arroyo Aguiar" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud, arbitre las medidas necesarias para proveer una ambulancia al Samco. de la localidad de Arroyo Aguiar.

Sala de la Comisión, 25 de octubre de 2001.

Sellarés – Villalba – Broda – Strauss –Samardich – Demaría

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8967 – BRA) presentado por la diputada Tate, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo provea de una ambulancia al Samco de Arroyo Aguiar, departamento La Capital, y atento al dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Basaldella – Pochettino – Tate – Gutiérrez

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La ambulancia solicitada es de extrema necesidad para la comunidad de Arroyo Aguiar y de las localidades vecinas (Constituyentes, San Pedro Sur, etc.), dado que no se cuenta en la zona con un vehículo de estas características para atender los requerimientos de una población superior a los 2.500 habitantes.


Es necesario destacar que las localidades mencionadas cuentan con un porcentaje importante de su población con (N.B.I.) necesidades básicas insatisfechas, que debe ser atendido por esta Samco.


La comuna de Arroyo Aguiar ha realizado oportunamente gestiones ante el Gobierno Provincial para que se le asigne una ambulancia, pero las tramitaciones no tuvieron el éxito esperado.


Señor presidente: dadas las condiciones de salud y socioeconómicas de los pobladores de la zona, alejada de centros de salud de mayor complejidad, el requerimiento es realmente justificado.


Por todo lo expuesto es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Alicia Ester Tate

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.13 Provisión de energía a localidades próximas a laguna La Picasa

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

–
Se lee:
Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 9037 – FPS) presentado por el diputado Cecchi, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a planificar e instalar una conexión alternativa a la línea de subtransmisión de 33 Kv. y 13,2 Kv. que provee de energía eléctrica a las localidades de Rufino, Aarón Castellanos, Diego de Alvear, San Gregorio, Christophersen, María Teresa y Amenábar, del departamento General López, asegurando el suministro eléctrico ante la posibilidad de colapso de las actuales instalaciones, producto de la emergencia hídrica; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zcProvisión de energía a localidades próximas a laguna La Picasa" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, proceda a:

1º – Planificar e instalar por intermedio de la EPE, una conexión alternativa (sistema radial de distribución) a la línea de Subtransmisión de 33 Kv. y 13,2 Kv. que provee energía eléctrica a las localidades de Rufino, Aarón Castellanos, Diego de Alvear, San Gregorio, Christophersen, María Teresa y Amenábar, asegurando el suministro eléctrico ante la posibilidad de colapso de las actuales instalaciones, producto de la emergencia hídrica.

2º – Para el supuesto que la situación económica–financiera de la EPE no le permita realizar las inversiones necesarias, se prevea por intermedio del Ministerio del ramo, incluir en el Presupuesto del año 2002, partidas destinadas a ese fin.

Sala de la Comisión, 1 de noviembre de 2001.

Giardino – Basaldella – Álvarez, R. – Paganini – Baudín – Ritter – Demaría – Strauss 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 9037 – FPS) presentado por el diputado Cecchi, por el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a planificar e instalar una conexión alternativa a la línea de subtransmisión de 33 KV y 13,2 KV que provee de energía eléctrica a las localidades de Rufino, Aarón Castellanos, Diego de Alvear, San Gregorio, Christophersen, María Teresa y Amenábar, del departamento General López, asegurando el suministro eléctrico ante la posibilidad de colapso de las actuales instalaciones, producto de la emergencia hídrica; y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Basaldella – Pochettino – Tate – Gutiérrez 

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

La Federación Santafesina de Cooperativas de Electricidad, Obras y Servicios Públicos Ltda. – Fescoe y sus cooperativas asociadas, se dirigieron a nosotros para expresar su apoyo y solidaridad con todas las personas, localidades, productores y comerciantes, que hoy padecen las consecuencias de la emergencia hídrica en que se ve sumergida la región sur de la provincia de Santa Fe.
En la carta nos manifestaban su “profunda preocupación, porque así como existen zonas que ya se encuentran directamente afectadas por el aumento del caudal de agua de la cuenca de la laguna La Picasa, existen otras regiones que por influencia de ésta se verán en idéntica situación en poco tiempo más, y no advertimos que las autoridades estén implementando acciones para poner freno a esta situación y definitivamente revertirla.
En ese marco, afirman que el peligro es inminente ante la temporada de lluvias que se avecina, con lo que el aumento del nivel de agua terminaría causando más trastornos que los hasta hoy producidos, sumando a la lista de zonas afectadas a otras localidades”.
“La situación no permite demora a la hora de tomar decisiones; son muchas las hectáreas no cultivadas, son muchos los millones de pesos que se perdieron y que se van a perder, son muchas las personas que han visto desaparecer bajo el agua sus empleos y muchas las regiones que han quedado productivamente inmóviles ante esta situación”.

Para los firmantes de la nota, “no hay explicaciones que justifiquen que la situación actual se mantenga en el tiempo, no hay punto de comparación entre la inversión que el caso requiere y los perjuicios económicos producidos y por producirse y los efectos negativos en todos los aspectos que esto trae para las regiones involucradas”.
Y respecto al tema energético, afirman que “el peligro es concreto y real, las localidades de Aarón Castellanos, San Gregorio, María Teresa, Christophersen, Diego de Alvear, Amenábar y Rufino verían afectado su suministro de energía ante cualquier desperfecto o problema en la línea de Subtransmisión de 33 Kv. o 13,2 Kv., en virtud de que no existen conexiones alternativas (sistema radial de distribución), a lo que debe agregarse que esas instalaciones, con sus postes y estructuras que les sirven de base, no han sido ideadas ni proyectadas para atravesar zonas que se encuentren en la situación actual, y tampoco existen en poder de la EPE (por lo menos en esta región) herramientas, maquinarias y elementos adecuados para afrontar una emergencia de ese tipo”.
Por estos mismos motivos manifiestan que “la situación no es ajena a otras localidades, ya que el aumento de las zonas anegadas podría traer, consecuentemente, problemas en el suministro energético de nuevas localidades”.
“Las consecuencias económicas negativas hasta hoy producidas y las que indefectiblemente se producirán, los problemas y dificultades innegables que trajo y traerá para los habitantes de esta región, que han visto desaparecer su trabajo, su manera de ganarse la vida, en una palabra, su dignidad, justifican plenamente cualquier inversión que los gobiernos deban realizar en la región”.

Ante ello, “solicitan que las autoridades –sean éstas de orden nacional, provincial o municipal– actúen con la urgencia, la seriedad y responsabilidad que el caso amerita, que limen las diferencias que pudieren existir y den a este problema una solución definitiva: la región no puede esperar más”.

Porque estamos convencidos de que la Fescoe sintetiza el reclamo de nuestros pueblos, que además coincide con múltiples presentaciones que llevamos hechas desde 1991 –fecha en la que el Gobierno admitió el problema de la cuestión hídrica, al declarar en emergencia agropecuaria a la zona de la laguna La Picasa– a la fecha, presentamos este pedido para que la Empresa Provincial de la Energía garantice el suministro eléctrico en la zona afectada y el Gobierno comprometa las inversiones necesarias para ello.

Alfredo Cecchi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.14 Hospital Provincial de Odontología

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7277 – BRA) de la diputada Tate, por el que se solicita se analice la conveniencia de instalar un Hospital Provincial de Odontología en la ciudad de Santa Fe; y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

 XE "zcHospital Provincial de Odontología" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud, arbitre las medidas necesarias tendientes a:

1. Realizar los estudios de factibilidad necesarios para determinar la conveniencia de instalar, en la ciudad de Santa Fe, un Hospital Provincial de Odontología, afectando a tales fines las instalaciones del ex Hospital de Niños “Dr. Ricardo Gutiérrez”, sito en Bv. Gálvez 1563 de la ciudad de Santa Fe.

2. Efectuar las evaluaciones técnicas, sanitarias y económico–financieras que resulten necesarias y pertinentes a los fines de valorar la conveniencia del acondicionamiento y refuncionalización del edificio citado a los fines expuestos en el inciso 1).

3. Realizar las evaluaciones necesarias para reorganizar y unificar los servicios de odontología hoy dispersos.

4. Considerar como alternativa de financiamiento la utilización de los recursos aportados con destino a salud por la Caja de Asistencia Social – Lotería de Santa Fe.

Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2001.

Sellarés – Villalba – Broda – Demaría – Strauss 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Seguridad Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7277 – BRA) presentado por la señora diputada Tate, por el que se solicita se analice la conveniencia de instalar un Hospital Provincial de Odontología en la ciudad de Santa Fe. Y atento que el proyecto cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta Comisión resuelve adherir al mismo y os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de la Comisión, 24 de octubre de 2001.

Giacosa – Ritter – Samardich – Strauss

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7277 – BRA) presentado por la diputada Tate, por el que se solicita al Poder Ejecutivo analice la conveniencia de instalar un Hospital Provincial de Odontología en la ciudad de Santa Fe; y atento al dictamen de la Comisión de Seguridad Social, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Cecchi – Basaldella – Pochettino – Tate – Gutiérrez

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

Un proyecto de similares características al que hoy se presenta fue sometido a consideración de esta Cámara y caducó sin consideración.

Entonces los diputados Buyatti, Sánchez y Rava de Carreras propiciaban un nuevo destino para el establecimiento que aún estaba en uso, para la atención de quemados y para odontología.

Nuestra iniciativa se restringe sólo a la odontología, pues de consultas efectuadas surgen dudas sobre la aptitud del edificio que nos ocupa para la atención de quemados.

La idea es estructurar en forma adecuada los servicios hoy dispersos, con la consiguiente mejora en la calidad de las prestaciones y en los costos operativos del conjunto.

Es evidente que la adopción de la decisión final sobre la propuesta debe ser el resultado de los estudios y evaluaciones que se propician y deben incluir la refuncionalización de los ámbitos a ocupar con tal objeto.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Alicia Tate

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Roberto Cané, Eduardo Galaretto y Jorge Giorgetti, a la sesión del día de la fecha.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Eran las 20 y 38 .

ALFREDO FEDERICO BARBOZA

SUBDirector del cuerpo de taquígrafos
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